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PRESENTACIÓN 

 

 

Me corresponde inmerecidamente presentar un estudio del profesor Víc-

tor Carlos García Moreno en el que explica la Convención de Viena sobre 

el Derecho de los Tratados de 1969, desde la perspectiva más original que 

pueda existir; la de los negociadores y redactores de esta Convención. 

 Para mí es un honor presentar sus “apuntes” por varias razones: por 

haber compartido durante muchos años la amistad, porque ambos fuimos 

alumnos y profesores en la misma universidad y porque personalmente yo 

recibí de manos del propio autor el manuscrito que ahora se encuentra en 

manos del lector. Se trata de una obra póstuma. 

 Abordaré la presentación de esta obra refiriéndome un poco a su autor 

y, otro poco, a estos “apuntes” (como les llamó su autor) y su historia. 

 Comienzo con su autor. El profesor Víctor Carlos García Moreno fue 

catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autó-

noma de México durante muchos años en dos disciplinas: el Derecho In-

ternacional Privado y el Derecho Internacional Público. Con el interna-

cional privado emergió a la vida profesional, cuando realizó su tesis pro-

fesional y con el internacional público, según lo contaba el propio García 

Moreno, se lo debía al maestro César Sepúlveda, que, en la época en que 

fue director de la Facultad, lo envió al extranjero a estudiar. 

 No se me olvida que de sus maestros recordaba con orgullo a Mario 

de la Cueva; se sentía orgulloso de haber cursado con Pérez Abreu, Rojina 

Villegas, Flores Barroeta, Rangel Couto, Recasens Siches y otros más. 
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 En alguna ocasión, recordando a nuestros maestros de secundaria, 

preparatoria y profesional, coincidíamos que el mejor maestro era aquel 

que formaba y no el que informaba. Víctor sin duda alguna fue un maestro 

formador. 

 Al concluir su carrera, presentó un magistral examen profesional, 

siendo reconocido como un estudiante brillante, no solo por haber obte-

nido un promedio de 9.8 durante la carrera, sino, además, por su excelente 

examen recepcional que fue galardonado con mención honorífica. 

 El recién egresado llamó la atención del entonces director de la Fa-

cultad de derecho, Sr. Lic. César Sepúlveda, que lo mandó llamar de in-

mediato enviándolo a la Universidad de Texas, campus de Austin, a estu-

diar biblioteconomía. César Sepúlveda sabía de la afición de Víctor Carlos 

por los libros y, además, le era necesario tener en la Facultad un experto 

en la biblioteca para que se la organizara; por eso lo mandó a estudiar esa 

disciplina. Víctor Carlos, además de cumplir con el objetivo para el cual 

fue enviado al extranjero, mañosamente aprovechó la oportunidad para 

cursar simultáneamente estudios especializados de derecho internacional. 

 Una vez concluida su estancia en Austin, regresó a la UNAM donde 

inmediatamente fue designado director de la Biblioteca Antonio Caso, de 

la Facultad de Derecho. A su cargo quedaron varios incunables y múlti-

ples obras jurídicas de la época de la Colonia. Recuerdo que por esa época 

la asistencia de alumnos a la biblioteca se incrementó. Pero los conoci-

mientos de Víctor Carlos en Derecho Internacional llamaron la atención 

de muchos, y bien pronto fue llamado a la cátedra tanto de derecho inter-

nacional público como de derecho internacional privado. El siguiente 

paso que tomó la dirección de la Facultad fue enviar a nuestro homena-

jeado a Ginebra, Suiza, para que se perfeccionara en altos estudios de de-

recho internacional. 
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 Yo creo que fue a partir de aquí cuando mi amistad con Víctor Carlos 

se hizo más estrecha. Desde entonces de manera periódica nos encontra-

mos en diversos eventos internacionales, labores académicas, o simple 

convivencia amistosa y familiar, que seguramente fue la más estrecha. 

Durante más de 20 años estuvimos en varias universidades del país, y 

compartimos algunas reuniones oficiales en representación de México, y 

como panelistas árbitros internacionales en el TLCAN. 

 Víctor Carlos nunca se separó de sus estudios e investigaciones. Cada 

vez que le hablaba por teléfono a su casa, Víctor estaba estudiando, tanto 

lo que en ese momento le interesaba o aquello que le había sido encargado 

por alguna dependencia de gobierno. Nuestra correspondencia a través de 

Internet fue continua. Cuando menos en tres ocasiones por semana tenía-

mos algo qué decir e intercambiar. En los últimos mensajes estuvimos 

cruzando información sobre el asunto de Pinochet (un dictador chileno) 

detenido en Londres, y discutiendo el programa de la Parte especial del 

Derecho Internacional Privado sobre el que no llegamos a un acuerdo. 

 Ya recordaba que fue profesor de Derecho internacional Privado, así 

como de Derecho internacional Público. Debido a las cualidades especia-

les de nuestro autor el Consejo Técnico de la Facultad lo autorizó para 

impartir clase y asesoría en maestría y doctorado. Desde entonces, tam-

bién fue profesor de medios alternativos de solución de controversias, así 

como derecho económico internacional, derecho de los tratados, y otras 

disciplinas. Dirigió, además, innumerables tesis de maestría y doctorado. 

 Fue maestro visitante en prácticamente todas las universidades del 

país y muchísimas del extranjero. Recuerdo que en una de las últimas vi-

sitadas fue a Madrid donde concurrió a la cátedra. A esta última se aúnan 

varias universidades europeas, africanas, y del continente americano. Vi-

sitó prácticamente todos los países de américa como embajador 
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académico y en ocasiones como representante negociador de tratados y 

convenios internacionales. 

 José Luis Siqueiros, otro de los grandes internacionalistas mexicanos, 

al referirse en alguna ocasión a nuestro homenajeado decía: 

Víctor Carlos no sucumbió ante las tentaciones del ejercicio del abogado pos-

tulante y su vocación se orientó a una vida académica más plena; pero no un 

derrotero de mero academicismo, sino a una apasionada entrega a las huma-

nidades y a las ciencias políticas.1 

Con carrera ininterrumpida en las aulas contó más de tres décadas como 

profesor universitario. Rechazó invitaciones del gobierno mexicano para 

irse a representarlo en el extranjero, lo que seguramente le daría mayores 

oportunidades económicas y políticas, pero ello significaba abandonar su 

carrera de profesor que tanto amaba y lo unía con sus alumnos. También 

rechazó invitaciones de gobiernos extranjeros, como Estados Unidos, que 

lo invitó para que emigrara a esas tierras con todos los beneficios que ello 

acarreaba, incluso en las épocas de graves problemas económicos en Mé-

xico, así como económicos personales. Su amor a la cátedra y el estudio 

siempre estuvo en primer lugar. 

 Un hombre como el que he referido llamó la atención para otros me-

nesteres, que el destino y su inteligencia la había deparado. Supo combi-

nar la cátedra con otras actividades. 

 Tuvo entre otros cargos el de Presidente de la Academia Mexicana de 

Derecho Internacional Privado y Comparado, vicepresidente de la Acade-

mia de Derechos de Autor, director del Seminario de Derecho Internacio-

nal, miembro de una gran cantidad de organismos profesionales y 

                                      

1 Boletín de la Facultad de Derecho de la UNAM, núm. 106, 2da. quincena de marzo 

de 1996. 
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académicos (entre otros de la American Association of Law Libraries, la 

International Law Association, algunos colegios de abogados, agrupacio-

nes de estudios internacionales), asesor externo de la Secretaría de Rela-

ciones Exteriores, donde coordinó diversos trabajos de Derecho Interna-

cional Privado y público. Aquí debo recordar que la SRE no dio un paso 

en materia de derecho internacional, si antes no había escuchado la opi-

nión de Víctor Carlos. Fue, además, editorialista de diversos medios im-

presos. 

 A pesar de carecer de afiliación política partidista, algunos presiden-

tes de la república confiaron en su consejo. Luis Echeverría lo mandó lla-

mar para integrarse a la Universidad del Tercer Mundo, ya que requería 

profesores de prestigio. Todavía, a un poco antes de su muerte, lo invitó 

para que, tras el sorbo del café, le platicara los problemas mundiales. Algo 

similar ocurrió con Miguel de la Madrid y Carlos Salinas. También fueron 

distinguidos por su consejo, Luis H. Álvarez, Felipe Calderón, Antonio 

Lozano, Porfirio Muñoz Ledo y otros muchos políticos. Su independencia 

política partidista daba confianza a sus opiniones. 

 Ocupó los cargos de magistrado de la Corte Permanente de arbitraje 

de La Haya y magistrado panelista de los tribunales antidumping deriva-

dos del capítulo XIX del TLCAN. Un mes antes de su fallecimiento en-

tregó el que fue su último dictamen internacional. Por cierto, no alcanzó 

a cobrar por estos servicios. Platicando yo por ese entonces con el encar-

gado del Secretariado de los Tratados de Libre Comercio, se logró que el 

dinero que había devengado se le entregase a su hijo. 

 Fue delegado de México en diversos organismos internacionales, 

como la ONU, OEA, UNESCO, UNCITRAL, UNIDROIT. Asistió a 

reuniones oficiales sobre propiedad intelectual, derechos de autor, trans-

ferencia de tecnología, e incluso fue asesor en las negociaciones del 



17 

 

TLCAN. 

 Colaboró en diversas comisiones académicas, elaborando diversos 

proyectos de leyes, o criticándolas para su recepción o rechazo. De ellas 

cuentan el CCDF, CFPC, CCom CPCDF, leyes de inversiones, transfe-

rencia de tecnología, pesca, arbitraje internacional, así como una gran can-

tidad de tratados internacionales. 

 Fue escritor de varias obras publicadas por diversas universidades e 

institutos de investigación. 

 Recibió la medalla al mérito académico que personalmente le entregó 

el entonces rector José Sarukhán Kermez en marzo de 1996. Ceremonia a 

la que tuve el gusto de estar presente. La medalla se le entregó, por 

acuerdo del Consejo Técnico, “por sus destacadas labores en la cátedra, 

en la investigación de la ciencia jurídica y en las actividades académicas”. 

El Dr. Sarukhán, expresó por ese entonces, el gusto que le daba: 

…hacer un reconocimiento a la labor y a la calidad académica del galardonado 

y, por el otro, la oportunidad de refrendar la transición del derecho internacio-

nal mexicano que ha establecido postulados y defendido principios indeclina-

bles en la vida de las naciones.2 

Fue director y entusiasta animador de sus alumnos para que asistieran al 

concurso mundial Philip C. Jessup International Law Moot Court Com-

petition. Año con año preparaba a sus alumnos durante todo ese periodo. 

En 1998, pocos meses antes de su fallecimiento, tuvo la fortuna de ver 

coronados sus esfuerzos. Sus alumnos ganaron en el ámbito mundial el 

más famoso concurso que existe sobre la materia. Ese día, el presidente 

de México recibió una llamada desde Washington. Unos hasta entonces 

desconocidos estudiantes mexicanos habían obtenido el más rotundo de 

                                      

2 Ibid. 
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los triunfos a escala mundial. En el concurso, los mexicanos, con el apoyo 

de García Moreno, fueron derrotando uno a uno a los representantes de 

varios países. Al pasar a la segunda ronda vencieron a Brasil, Ruanda, 

Francia y Federación rusa. En la siguiente fase derrotaron a argentina, 

Austria y Nueva Zelanda. Para entonces Estados Unidos ya había quedado 

fuera. En la fase final resultaron ganadores los mexicanos venciendo al 

único oponente que quedaba: Australia. El presidente de México se vio 

obligado a invitar a los alumnos y a su modesto profesor, que una vez más 

pisó la casa de Los Pinos, la residencia oficial del Presidente, para recibir 

la felicitación en nombre de México. En recuerdo de este gran triunfo de 

los estudiantes y su profesor, se ha venido realizando a nivel mundial una 

competencia internacional, procedimiento ante la Corte penal internacio-

nal, y que lleva el nombre del maestro García Moreno.3 

 En materia política internacional, fue coordinador para asuntos inter-

nacionales en el proceso electoral de 1994 y magistrado electoral. Fue el 

experto internacional de la Comisión de especialistas creada por el Insti-

tuto Federal Electoral para estudiar las modalidades para que los mexica-

nos en el extranjero puedan votar. Comisión que en noviembre de 1998 

presentó la ya célebre opinión respecto al voto de los mexicanos en el 

extranjero, la que se pronunció a favor de su factibilidad. Antes de que el 

dictamen fuese presentado, éste provocó cierto disgusto del Sr. Ernesto 

Zedillo (entonces presidente de México) quien mandó llamar a Víctor 

Carlos pidiéndole que él y sus compañeros reconsideraran el dictamen. A 

éste le respondió Víctor Carlos: 

Disculpe Sr. Presidente, pero el dictamen que nos fue encargado fue para 

                                      

3 http://www.coladic.org/competencias.php. Igualmente, en: https://twitter.com/Co-

ladicMX. 



19 

 

dictaminar la factibilidad de que los mexicanos en el extranjero puedan votar, 

no si el voto pueda favorecer a un específico partido político. Son los políticos 

los que deben decidir si los mexicanos en el extranjero votan o no. nuestro 

dictamen fue meramente técnico. 

El campo jurídico no le marcó fronteras, fue amigo de todos y paño de 

lágrimas de muchos. Llegó incluso a patrocinar exposiciones de pinturas 

de chicanos en la propia ciudad de México. Por él conocí al famoso líder 

chicano Cesar Chávez, que hacía una visita a la UNAM. 

 Víctor Carlos fue un escritor polifacético, editorialista, profesor, in-

vestigador, representante de México en innumerables foros nacionales e 

internacionales. Polemista vigoroso, nacionalista, defensor de los meno-

res de edad en los foros internacionales y de las causas de los países po-

bres. En alguna ocasión escuché a uno de los representantes de Canadá 

decir de Víctor Carlos que era un defensor a ultranza de los intereses de 

México, sin posibilidad de que pudiera ceder un ápice a su nacionalismo. 

Fue recto en sus juicios, autónomo en los mismos, lo cual puede verse en 

los dictámenes que presentó en los paneles internacionales en los que nor-

malmente empezó a introducir su muy personal dissent opinion. 

 Pero lo más importante de Víctor Carlos fue su gesto de hijo, de her-

mano, de amigo, de compañero, de profesor, pero no de un profesor anti-

pático, sino de un profesor guía y consejero. Fue un maestro “mucha-

chero”, como muchos lo calificaron, un magister excepcional. 

 Cuando platico con alguno de sus exalumnos estos se emocionan al 

recordarlo como el mejor profesor que hubiesen tenido. De estos dan 

cuenta los doctores José Ovalle Favela, Juan Saldaña Pérez, Juan de Dios 

Gutiérrez, Francisco Contreras Vaca, entre tantos. 

 Nuestro autor, también fue profesor en los posgrados en la Facultad 

de derecho de la Universidad autónoma de Ciudad Juárez, a la que asistió 
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durante varios años. Fue precisamente ahí donde en vida impartió su úl-

tima clase unos días antes de la Navidad de 1998. Ahí me tocó atenderlo, 

cerrar la puerta de la escuela para vernos la Navidad de ese año y despe-

dirnos, sin saber que sería siempre. Dos días después fue brutalmente ase-

sinado en el interior de su casa en la ciudad de México por un intruso y, 

como siempre, nuestra policía capitalina (la del D.F.), nunca hizo nada 

por detener al culpable. Y así, hasta ahora. Samuel del Villar, el entonces 

procurador, solo prometió detener al culpable, pero su promesa se la llevó 

el viento.4 

 Continúo enseguida con algo sobre estos apuntes que se dan a conocer 

y su historia. Esta obra que presento se marca como efecto de sus múlti-

ples actividades y experiencia en el campo profesional. Llegó a mis manos 

del propio profesor García Moreno. Este estudio lo preparó como borrador 

para un curso realizado en 1995 en el posgrado de la Facultad de Derecho. 

El mismo autor lo calificó modestamente como Apuntes sobre el derecho 

de los tratados. El documento carece de varios elementos, según el mismo 

autor lo explicó, como son las notas al pie de página y otros refuerzos. 

Esta era la tarea que emprendería su autor cuando la muerte lo sorprendió. 

Parte de esta obra quedó trunca, aunque no el contenido esencial que pre-

side la obra. 

 Aunque se trata de la “obra negra”, como lo dijo Víctor Carlos, recu-

rriendo al lenguaje de los ingenieros, el hecho es que no resulta compli-

cada entenderla como notas y apuntes a la Convención de Viena sobre el 

Derecho de los Tratados, en donde el autor va comentando, artículo por 

                                      

4 Mayores datos sobre la obra jurídica de García Moreno puede verse en Silva, Jorge 

Alberto, Derecho Internacional Privado. Génesis doctrinaria en México, Mé-

xico, Limusa, 2014, pp. 418 y ss. 
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artículo, concepto por concepto el texto vienés. 

 Aunque parece tener la apariencia de una ley comentada, el hecho es 

que Víctor Carlos se sale de ese molde. El interés de su lectura resalta a 

la vista cuando se advierte que va narrando el trabajo de la Comisión re-

dactora del tratado, así como las experiencias y prácticas concretas habi-

das, así como otros aspectos referidos a su interpretación y aplicación. Su 

discurso está salpicado de datos de interés, como opiniones de juristas, 

negociadores, resoluciones internacionales, anécdotas, propuestas de las 

delegaciones de cada país a la convención. Se trata de una obra de refe-

rencia obligada para quien se inicia en el conocimiento de este convenio 

internacional. 

 La obra hay que leerla “de corrido”, como si el autor la estuviera pla-

ticando en una charla informal, como las que acostumbraba. Es más, fue 

así como la redactó. Es una obra amena en su lectura para cualquier per-

sona interesada. 

 El manuscrito original que recibí de Víctor Carlos que yo poseía ca-

recía de tres páginas, mismas que logré obtener gracias al auxilio del Dr. 

Juan Saldaña Pérez, quien tenía otra copia del mismo documento. Desde 

aquí va mi agradecimiento y seguramente el de aquellas personas que lean 

estos “apuntes”, pues los leerán en forma completa. 

 No se cómo explicar, pero este manuscrito que Víctor Carlos fotoco-

pió, me lo entregó unos pocos días antes de su fallecimiento. Tras el su-

ceso me pregunté: ¿Ya habría decidido su autor que iba a publicar lo que 

exponía?, no lo sé, pero seguramente su intención fue darlo conocer, es 

por ello que hoy lo publico, con la autorización de su hijo y homenaje a 

su memoria. 

 Lo que he hecho como preparador de la publicación, ha consistido en 
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agregarle dos anexos: i) la Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados y ii) la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 

entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones 

Internacionales, que según los comentarios que me hizo su autor, irían en 

la publicación final. 

 En el texto principal he trabajado procurando no cambiar el sentido, 

aunque sí ajustando algunos errores gramaticales y agregándole un for-

mato para su presentación. 

 Reconozco que hay algunos párrafos o apartados un tanto vagos o 

ambiguos sobre los que no he realizado nada para cambiarlos o ajustarlos. 

He respetado el tono de la charla del autor atrapada, felizmente, en este 

documento. 

 Siguiendo el orden de la convención el autor va tratando cada una de 

sus prescripciones. Me hubiera gustado que antes de cada comentario se 

hubiese intentado el texto del tratado. Esta parece que era la idea de Víctor 

Carlos. Para no alterar el pensamiento del autor solo dejo en un apéndice 

el texto comentado. 

 

Jorge Alberto Silva 

Octubre de 2014 

Presidente de la Asociación Nacional 

de Profesores de Derecho Internacio-

nal Privado 
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CAPÍTULO 1 

PARTES, CONCEPTO, FORMA, TERMINOLOGÍA Y 

CLASIFICACIÓN DE TRATADOS 

 

 

1. Concepto de tratado 

Concepto Tradicional: Acuerdos “entre dos o más estados” (Harvard Re-

search). 

Concepto Actual: “Acuerdos entre sujetos de Derecho Internacional, 

sean o no estados, tales como las organizaciones internacionales, una co-

munidad beligerante o la Santa Sede”. Es así que puede haber tratados en 

los que no participe ningún Estado. Se requiere, sin embargo, que todas 

las partes sean sujetos de Derecho Internacional. Un acuerdo o concesión 

entre un gobierno y una compañía privada no configura tratado (Decisión 

de la Corte Internacional en el asunto de la Anglo Iranian). 

 La definición del art. 2, párrafo 1, letra A, ¿importa un retroceso a la 

concepción tradicional? El análisis del texto y la historia de la Conven-

ción, demuestran que no se quiso negar la calidad de tratados a acuerdos 

en que intervinieran otros sujetos de Derecho Internacional, en particular 

las organizaciones internacionales. 

 Por razones prácticas se decidió limitar la codificación a aquella parte 

del derecho de los tratados que se refiere a los acuerdos interestatales. 

Estados Unidos propuso legislar sobre todo tratado, pero prevaleció la 
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posición restrictiva. Otra razón práctica fue que no se había definido ni 

previsto cómo participarían en esa codificación las propias organizaciones 

internacionales, representadas en Viena por simples observadores. 

 Pero la Convención no pone en tela de juicio la naturaleza de tratados 

de estos otros acuerdos, ni disminuye su eficacia y obligatoriedad (ver 

arts. 1° y 3°). Estos otros, aunque excluidos del ámbito de la Convención, 

permanecen sometidos a las reglas codificadas de la propia Convención y 

de la Convención de Viena, de 1986, sobre el Derecho de los Tratados 

entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones 

Internacionales, en la medida en que ellas sean aplicables conforme al 

Derecho Internacional en vigor. 

 Caso de los acuerdos trilaterales, en los que son partes dos o más es-

tados y una: organización internacional. 

 El punto está resuelto por el inciso c) del art. 3°. La relación interes-

tatal se halla regida por la convención: la relación entre los estados y la 

Organización Internacional o entre Organizaciones Internacionales, se re-

girá por la mencionada Convención sobre el Derecho de los Tratados entre 

Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Inter-

nacionales. 

 Tampoco la Convención quiso postergar la codificación de las nor-

mas para tales acuerdos. En efecto, el 21 de marzo de 1986, la Asamblea 

General de NU adoptó la Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organi-

zaciones Internacionales, para la cual fueron decisivos los trabajos reali-

zados por la Comisión de Derecho Internacional y la activa participación 
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de las principales organizaciones internacionales. 

 

2. Otro concepto de tratado 

El art. 2, párrafo 1, letra A. entiende por tratado un acuerdo internacional 

regido por el Derecho Internacional. Se busca así excluir contratos comer-

ciales y otros convenios en que participen estados, o entidades, o corpo-

raciones totales, pero a cuya ejecución se han cometido expresamente al 

derecho interno de un país dado. Ejemplos: compraventa de mercaderías, 

adquisiciones o venta de un edificio para embajada, etcétera. 

 La fórmula propuesta originalmente por el Relator introducía un ele-

mento de intención de someter el acuerdo al Derecho Internacional. El 

elemento intencional se eliminó porque podía dar la impresión equivocada 

de que los estados tenían libertad absoluta para someter todo acuerdo al 

Derecho Interno. Por ejemplo, una cesión de territorio, aunque fuera mí-

nima en su importancia, no podía quedar sometida al Derecho interno, 

sino necesariamente al internacional. La intención de las partes, aunque 

importante, no es omnímoda. 

 Los estados solo tienen derecho a decidir si un acuerdo debe regirse 

por el Derecho Internacional o el Interno, en la medida en que el propio 

Derecho Internacional permita tal elección. 

 En Viena hubo varias tentativas de introducir una referencia a la ne-

cesidad de que el acuerdo internacional, regido por el Derecho Internacio-

nal, creará además derechos y obligaciones (México, Chile y Suiza). Se 

busca así excluir los acuerdos que no producen efectos jurídicos, sino de-

claraciones de contenido político, por ejemplo, la Carta del Atlántico. 
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 Varias delegaciones consideraron innecesario este agregado, ya que 

está implícitamente comprendido en la frase “regidos por el Derecho In-

ternacional”. 

 La objeción fundamental fue que excluir este tipo de declaraciones 

del ámbito de la Convención, podría interpretarse como sustraerlas al 

pacta sunt servanda. En opinión de varios países, muchas de esas decla-

raciones políticas contienen normas jurídicas internacionales de impor-

tancia fundamental. El Comité de Redacción declaró que la expresión 

“abarca el elemento de la intención de crear derechos y obligaciones en 

Derecho Internacional”. 

 La cuestión de si de determinada declaración política emanan o no 

derechos y obligaciones, será siempre una cuestión de especie que depen-

derá de los términos del acuerdo y de la posibilidad de proceder a la apli-

cación judicial de los mismos. 

 

3. Forma de los tratados 

Es posible celebrar tratados por medio de declaraciones orales (asunto 

Groenlandia Oriental). No obstante, la codificación solo puede aplicarse 

a acuerdos escritos (Ejemplo: la Convención de La Habana y Proyecto de 

Harvard). Por ello la definición introduce el elemento acuerdo “celebrado 

por escrito”. Nuevamente aquí el art. 3° aclara que esta exclusión no sig-

nifica efectuar (sic) el valor jurídico de los acuerdos orales o la aplicación 

de los mismos de las normas de la Convención, en virtud del Derecho 

Internacional. 
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4. Cuestión de terminología 

A diferencia del Proyecto de Harvard, la palabra “tratado” se aplica en 

forma general, incluyendo todo tipo de acuerdo, aun el celebrado me-

diante cambios de nombre. Por eso la definición se aplica a todo acuerdo 

“ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos 

y cualquiera que sea su denominación particular”. Los instrumentos co-

nexos comprenden declaraciones unilaterales convergentes como las re-

lativas a la jurisdicción obligatoria de la Corte. Este tiene importancia, por 

cuanto suscita la aplicabilidad a estas declaraciones del art. 56, de los arts. 

31 y siguientes, y del art. 5 (normas pertinentes de la Organización). 

 

5. Clasificación de tratados 

Fuera de la distinción obvia entre tratado bilateral y multilateral, la única 

clasificación que se hace es la categoría especial de los tratados constitu-

tivos de organizaciones internacionales y tratados adoptados en el ámbito 

de una organización internacional (V. sin embargo, art. 61, par, 2, letra b). 

 Esta categoría especial no se singularizó para excluirla de la Conven-

ción, como se hizo con los acuerdos orales o los convenios entre otros 

sujetos distintos de los estados. Esta categoría se independizó para aclarar 

la forma en que se aplicará a ellos la Convención. Esta se aplica con una 

salvedad muy importante: “Sin perjuicio de cualquier norma pertinente de 

la Organización”. Las normas de la Organización se consideran como le-

yes especiales que en caso de divergencia priman sobre la ley general de 

la Convención. Así, por ejemplo, las Convenciones de Trabajo adoptadas 

en la O.I.T., no se aprueban conforme al art. 9 sino por mayoría de dos 
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tercios de delegados de los estados, de los empleadores y de los obreros. 

La autenticación no se hace conforme al art. 10, sino por la firma del Pre-

sidente de la Conferencia y del Director General de la O.I.T. Hay tratados 

elaborados en una Organización internacional que no se firman, sino que 

quedan autenticados en una resolución de esa Organización. 

 Los tratados constitutivos de organizaciones internacionales pueden 

no extinguirse por el mutuo disenso (Art. 54, letra d) sino que, como ocu-

rre por ejemplo con el Convenio del Banco Mundial, es necesario salva-

guardar los intereses terceros que ha hecho préstamos a la Institución. 

 En cuanto al método de formular esta excepción de la ley especial, se 

siguió la fórmula de la reserva genérica prevista en el art. 5°, en vez de las 

salvedades específicas, preconizada por Estados Unidos, que hubiera obli-

gado a rever prácticamente toda la Convención. 

 Por norma pertinente debe entenderse tanto la norma escrita como las 

normas consuetudinarias no escritas. Quedó además aclarado que se re-

fiere a normas jurídicas y no a reglas desprovistas de ese carácter o sim-

ples prácticas que no han alcanzado la categoría de normas jurídicas obli-

gatorias. 

 A pesar de esta salvedad, debe entenderse que hay disposiciones im-

perativas de la Convención que obligan a las organizaciones internacio-

nales, pese a cualquier norma pertinente: por ejemplo, todo lo relativo al 

pacta sunt servanda, las disposiciones sobre terceros estados y ciertas re-

glas sobre nulidad y terminación. Pero no es posible afirmar, como se hizo 

en Viena, que queda excluida la modificación por las organizaciones in-

ternacionales, de toda la parte V de la Convención. Por ejemplo, el art. 56 
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al 58 o el 41, no pueden aplicarse sin más a las Organizaciones interna-

cionales, sino que han de aplicarse sin perjuicio de las normas pertinentes 

de esas Organizaciones. Lo mismo ocurre con el art. 60, párrafo 2, con el 

art. 62, sobre cambio de circunstancias, etcétera. 

 Cabe recordar que para despejar muchas de las dudas planteadas en 

el párrafo anterior, se firmó, en 1986, en Viena, la Convención sobre el 

Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales 

o entre Organizaciones Internacionales, tantas veces mencionada, de la 

cual México es signatario, al igual que la Convención de 1969 objeto de 

estos apuntes. 
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Capítulo 2 

CELEBRACIÓN DE LOS TRATADOS 

 

 

1. Capacidad 

La palabra Estado se usa en el art. 6, como el resto de la Convención, en 

el sentido de sujeto de Derecho Internacional, tal como la Carta de las 

Naciones Unidas y el Estatuto de la Corte. El art. 6°, si bien es tautológico, 

busca reafirmar que el Derecho Internacional contemporáneo excluye 

ciertas relaciones entre estados, como los Protectorados, que significaban 

la pérdida o disminución de la capacidad de un Estado para actuar por sí 

mismo en sus relaciones internacionales. 

 

2. Autoridad del Estado 

Según el art. 7°, los estados pueden ser representados de tres maneras dis-

tintas: a) mediante presentación de plenos poderes; b) prescindiendo de 

los mismos en base a la práctica y otras circunstancias, o c) a través de un 

representante de tan alta categoría, que se presume que representa al Es-

tado sin acreditar plenipotencia. 

 En el caso a) se habla de un documento (Art. 2, párrafo 1, letra c) y 

no de un instrumento para admitir los plenos poderes por telegrama. 

 En el caso b) se suele prescindir de todo instrumento de esa natura-

leza, particularmente en el caso de acuerdos en forma simplificada, 
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mediante un cambio de notas o cuando las partes han anunciado pública-

mente que autorizan al representante a concluir un acuerdo con otro Es-

tado. 

 La tercera posibilidad es el caso de los jefes de estado, jefes de go-

bierno y ministros de relaciones exteriores. A los jefes de misiones diplo-

máticas o representantes ante una conferencia y organización internacio-

nal, solo se les reconoce competencia para adoptar el texto, pero no para 

expresar el consentimiento del Estado. 

 Para el caso de ministros de estado que no son de relaciones exterio-

res, pero se encargan de un sector determinado de sus relaciones, como el 

Ministro del Commonwealth, del Reino Unido, o el ministro de comercio 

internacional en otros países, entrarían en la hipótesis de la letra b) y no 

de la letra c). 

 El art. 8° prevé la consecuencia de un acto realizado sin autorización 

debida. Ese acto no surtirá efecto jurídico, a menos que sea ulteriormente 

confirmado. Esta confirmación puede ser expresa o tácita. 

 

3. Etapas en el proceso de celebración del tratado 

Estas etapas son: negociación y adopción del texto; autenticación del 

mismo: y expresión del consentimiento del Estado en obligarse por el tra-

tado. 

 La fase de negociación no se legisla en la Convención en forma autó-

noma, porque no es posible concretar normas jurídicas respecto de ella. 

La negociación del tratado es susceptible de confundirse con los procesos 
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corrientes de negociación diplomática, regidos por la Convención sobre 

relaciones diplomáticas. 

 La adopción está regida por el art. 9. El párrafo 1° de ese artículo 

expresa la regla clásica de la unanimidad. El párrafo 2 introduce una 

norma de desarrollo progresivo, inspirada en una práctica seguida en las 

recientes conferencias de codificación. Se establece allí la regla de los dos 

tercios, eliminándose el liberum vetum. 

 La expresión Conferencia internacional en el párrafo 2 es excesiva-

mente lata, por cuanto una reunión de tres estados podría considerarse 

como tal y sería entonces posible prescindir del consentimiento de uno de 

los participantes. Esta norma puede incluso dificultar tales conferencias, 

ya que el Estado que acepta participar en ella, abandona automáticamente 

la regla de la unanimidad por el solo hecho de aceptar la invitación. 

 Australia propuso calificar la Conferencia Internacional como “gene-

ral” y Perú como “importante”. Estas enmiendas no prosperaron. No obs-

tante, la Comisión de Derecho Internacional había dicho que “la unanimi-

dad sigue siendo la regla general para los tratados bilaterales y para los 

tratados redactados por un pequeño número de estados”. 

 En el caso de Conferencias Internacionales celebradas dentro de Or-

ganizaciones Internacionales de carácter regional, como la OEA o la 

ALADI, prima la práctica de la Organización conforme al art. 5°. 

 La frase final del párrafo 2 prevé que el reglamento de la Conferencia 

se ha de adoptar por dos tercios y no por simple mayoría, como cuestión 

de procedimientos, tal como ocurre actualmente en las Naciones Unidas. 

 La mayoría de dos tercios se aplica a estados presentes votantes y no 
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a participantes en la conferencia, lo que facilita la adopción de tratados, 

desde que no se toman en cuenta las ausencias y abstenciones. Esto es 

conforme a la práctica en Naciones Unidas. 

 La etapa siguiente es la de autenticación del texto, regida por el art. 

10. La forma normal de autenticar es la firma, si bien cabe el empleo de 

rúbricas y otros procedimientos como los seguidos en algunas organiza-

ciones internacionales. El procedimiento de autenticación tiene significa-

ción con respecto al art. 33, párrafo 1. 

 La última y más importante fase del proceso de celebración del tra-

tado, es la manifestación del consentimiento en obligarse por el tratado. 

Ese consentimiento se expresa de distintas maneras; mediante la firma, el 

canje de instrumentos en caso de intercambio de notas, la ratificación, la 

aceptación, la adhesión, etc. Este último, es el método usado por aquellos 

estados que no han participado en la negociación y adopción del tratado, 

pero adhieren a el posteriormente. 

 Cabe clasificar los métodos en dos grandes categorías: aquella que se 

expresa en un acto único, corno la firma y el canje de instrumentos, y 

aquella que constituye un procedimiento en dos etapas, como la ratifica-

ción y la aceptación o la aprobación. 

 El art. 11 es más descriptivo que normativo. Su principal efecto es 

indicar que la enumeración no tiene carácter exhaustivo. 

 Es posible que los estados recurran a otros métodos distintos -de ex-

presar el asentimiento; por ejemplo, el Acuerdo de Neutralidad Perma-

nente de Austria resultó de una disposición del Derecho Constitucional de 

Austria notificada subsiguientemente a los otros estados, que tornaron 
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nota de la misma. Otro ejemplo: las declaraciones de los nuevos estados 

respecto de los tratados que siguen considerando en vigor. 

 ¿Cuál es el método a seguir en aquellos casos en que el propio tratado 

es silencioso al respecto? Hubo en Viena dos tendencias opuestas: los par-

tidarios de que ese método fuera la firma y los partidarios de la ratifica-

ción. Los primeros señalaban que el porcentaje de tratados que requerían 

ratificación era decreciente; solo una minoría estipulaba que serían obli-

gatorias a partir de la ratificación. 

 El Profesor Blix, de Suecia, expresaba que no es posible citar un solo 

tratado que en caso de silencio de las partes haya entrado en vigor en vir-

tud de la ratificación. 

 El argumento de que así se protege a los estados contra la negligencia 

de sus negociadores a fin de salvaguardas sus preceptos constitucionales, 

se contesta señalando que los estados son libres de introducir en el propio 

tratado la exigencia de la ratificación. 

 Los partidarios de la ratificación hicieron caudal de las dificultades 

constitucionales que tienen numerosos estados y la necesidad de dar opor-

tunidad a la previa aprobación parlamentaria, así como la oportunidad de 

nuevas reflexiones en caso de duda. 

 Esta era la posición latinoamericana resumida en los arts. 5 y 7 del 

Convenio de La Habana. 

 No hubo en Viena mayoría para ninguna de las dos posiciones, por lo 

que quedó una laguna en el proyecto. 

 La Convención se abstiene de señalar la regla residual y dice que la 
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firma o la ratificación constituirán en cada caso la expresión definitiva del 

consentimiento cuando el tratado así lo disponga, o conste de otro modo 

que así se haya convenido o ello resulte de plenos poderes de los repre-

sentantes, o se haya manifestado tal cosa durante la negociación. 

 Cuando el tratado no dice, o no consta de otro modo, que se requiere 

ratificación o firma, existe incertidumbre acerca de si el tratado es o no 

obligatorio. El delegado de India señalaba que en este caso las partes de-

berían, a posteriori, indicar su elección entre la firma y la ratificación 

como medio de poner en vigor el tratado. Observaba que se requería aquí, 

en definitiva, una confirmación y manifestación de consentimiento equi-

valente a la propia ratificación. 

 

4. La firma 

La firma, en el art. 12, tiene una significación más importante que el art. 

10, pues no se refiere a la mera autenticación del texto sino al consenti-

miento en obligarse por el tratado. 

 Hay un matiz importante en los incisos a) y b) por un lado, y el c), de 

ese artículo, conforme a los dos primeros, la firma es la manera de expre-

sar el consentimiento para todas las partes del tratado. Conforme a la letra 

c), en cambio, es posible que un estado individual declare que la firma 

tendrá ese efecto aun cuando las demás partes requieran ratificación u otro 

procedimiento comparable. 

 Con respecto al inciso c), se aclaró que “no puede tratarse de una de-

claración cualquiera del representante del estado, sino del hecho de que la 

intervención del estado de dar a la firma el efecto deseado sea manifestada 
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en el curso de la negociación”. 

 El párrafo 2, letra b) de este artículo, habla de la firma ad-referendum, 

procedimiento que puede adoptarse para dar tiempo a la aprobación par-

lamentaria. 

 ¿Qué diferencia hay entre la firma ad-referendum según el art. 12, 

párrafo 2, letra b) y la firma “a reserva de ratificación”, según el art. 

14, párrafo 1, letra c? 

 La confirmación ulterior de una firma ad-referendum transforma al 

Estado en parte del tratado a partir de la firma. El Estado es así responsa-

ble de una violación del tratado cometida entre la fecha de la firma y la de 

su confirmación. 

 Sin embargo, un Estado podría, al confirmar su firma ad-referendum, 

estipular que su obligación surgirá a partir de la confirmación y no de la 

firma original. Si las otras partes acceden a esa estipulación, nada impide 

que sea válida. 

 

5. Canje de instrumentos 

El art. 13 se refiere a la expresión definitiva del consentimiento mediante 

canje de instrumentos, en aquellos casos en que los instrumentos canjea-

dos no están firmados, como notas verbales, canje de memorándum, aide-

memoire, etcétera. 

 Se ha dado a este art. 13 una formulación neutral paralela a la de los 

Arts. 12 y 14, a fin de que ese canje tenga efecto definitivo, si así se esti-

pula, o conste de otro modo que tendrá ese efecto. 
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6. La ratificación 

La ratificación es definida en el art. 2, párrafo 1, letra d, como un acto 

internacional, a fin de diferenciarla de los actos internos, como puede de-

signarse a la aprobación parlamentaria de un tratado. 

 De acuerdo con la definición, el Estado se obliga por la ratificación, 

pero no desde la fecha en que se extiende internamente el instrumento, 

respectivo, sino únicamente cuando ese instrumento se canjea o se depo-

sita. Esto surge del art. 16. Se admite, asimismo, la notificación de la ra-

tificación, aun sin necesidad de proceder al canje o depósito, si el tratado 

lo permite. 

 También en el art. 14, relativo a ratificación. Las hipótesis a) y h) se 

reiteren a todas las partes, y las hipótesis c) y d) a un Estado individual, 

con lo que se admite la posibilidad de que algunas partes se obliguen por 

la firma y otras por la ratificación. 

 Se plantea la cuestión de si es posible una ratificación condicional, 

válida únicamente cuando uno o más estados también ratifiquen. Si bien 

el redactor especial propuso en 1962 una limitación al respecto, ello no 

fue aceptado. La ratificación condicional puede ser útil en el caso de va-

rios tratados interdependientes. La aceptación o aprobación son procedi-

mientos paralelos a la ratificación, pero que evitan utilizar esta palabra 

para no tener que sugerir la necesidad de recurrir a determinado procedi-

miento constitucional. 
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7. La adhesión 

El art. 15 regula la expresión del consentimiento del Estado que no ha 

participado en la negociación y adopción del tratado, y que no la ha fir-

mado. Para que exista este derecho es necesario que el tratado esté abierto 

a la adhesión del Estado, en forma expresa (inciso a, art. 15) o tácita (in-

ciso b). Es también posible abrir el tratado a un nuevo Estado mediante 

consentimiento ulterior de todas las partes (inciso c). Este inciso c) solo 

puede aplicarse respecto de los tratados que ya están en vigor. 

 La adhesión normalmente se produce respecto de tratados multilate-

rales, pero también es posible que un tratado originalmente bilateral se 

multilateralice al abrirse a la adhesión de otros estados. 

 La ratificación es precedida normalmente por la firma, y la adhesión 

se reserva para los no signatarios. Esto resulta, en el caso particular de 

esta Convención, de los arts. 81, 82 y 83. 

 ¿Puede haber adhesión subordinada a ulterior ratificación? La prác-

tica de Naciones Unidas, siguiendo los precedentes establecidos en la 

Liga, fue considerar la adhesión sujeta a ratificación como un mero anun-

cio de la intención de llegar a ser parte, pero no una adhesión propiamente 

tal. Esta forma de adhesión puede ser exigida por las normas constitucio-

nales de ciertos estados, donde no es posible que el Poder Legislativo 

tome acción parlamentaria acerca de un tratado hasta que el Poder Ejecu-

tivo lo haya firmado o adherido a él. Por eso la Convención de La Habana 

admite la adhesión sujeta a ratificación (Art. 19). La Convención de Viena 

no autoriza expresamente este procedimiento, pero tampoco lo prohíbe. 
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8. Obligación de no frustrar el objeto y fin de un tratado antes de su 

entrada en vigor 

El art. 18 regula las obligaciones de un Estado: a) en el periodo transitorio 

en el cual se ha firmado el tratado a reserva de ratificación y éste se halla 

pendiente, o b), si se ha ratificado el tratado o de otro modo expresado el 

consentimiento en obligarse pero el tratado no está aún en vigor. 

 En ambos casos el Estado está obligado a abstenerse de actos que 

frustren el objeto o fin del tratado, a menos que manifieste su intención de 

no ser parte del tratado, o que la entrada en vigor del mismo se retarde 

indebidamente. Por ejemplo, un Estado que ha firmado, sujeto a ratifica-

ción, un tratado que establece una reducción del 10% de sus tarifas adua-

neras, no podría aumentarlas en el periodo entre la firma y la ratificación 

o entre la ratificación y la entrada en vigor. Un estado obligado a transferir 

a otro parte de su territorio, no debe enajenar la propiedad pública de ese 

territorio en el periodo intermedio (asunto de Alta Silesia). Estas obliga-

ciones no son ex-contractu, sino derivan del principio de buena fe. 

 La Comisión había propuesto extender este deber de buena fe al pe-

ríodo de negociaciones, mientras duren esas negociaciones. La Conferen-

cia no aceptó esta propuesta por entender que dificultaría la realización de 

negociaciones y haría más renuentes a los estados a entrar en ellas. 
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CAPITULO 3 

RESERVAS Y ENTRADAS EN VIGOR DE LOS TRATADOS 

 

 

1. Concepto de reservas 

Estas son definidas en el art. 2, párrafo 1, apartado d. Las palabras crucia-

les de esa definición son los verbos “excluir” o “modificar” los efectos 

jurídicos de ciertas disposiciones del tratado, palabras que diferencian las 

reservas de las meras declaraciones interpretativas. 

 En Viena se presentó una enmienda, por Hungría, agregando el verbo 

“interpretar”. La enmienda no fue aceptada, considerándose que las de-

claraciones interpretativas configuran reservas únicamente cuando exclu-

yen, limitan, o en alguna forma modifican los efectos jurídicos de ciertas 

disposiciones del tratado. Aquellas declaraciones interpretativas que no 

tienen tal efecto, no configuran reservas y solo tendrán valor obligatorio 

si llenan las condiciones del art. 31, párrafo 3, a saber, si han sido acepta-

das por las otras partes. 

 Esta distinción es importante, porque las reservas pueden ser objeto 

de aceptación tácita por el mero transcurso del tiempo (Art. 20, párrafo 

5). Solo la reserva y no la declaración interpretativa requiere una reacción 

del Estado que se opone a ella. 

 

2. Formulación de reservas 

La práctica contemporánea codificada en la Convención, admite con 



41 

 

 

 

liberalidad la formulación de reservas. La razón es que en una comunidad 

internacional de más de ciento ochenta estados, aunque el objeto y el fin 

del tratado puedan ser común a todos, es fácil que surjan diferencias con-

siderables respecto de disposiciones secundarias, pero que asumen impor-

tancia fundamental para algunas de las partes. Por ejemplo, las cláusulas 

coloniales para los países de África; las reservas que formulan aquellos 

estados que mantienen reivindicaciones territoriales respecto de la exten-

sión de una convención a los territorios en disputa, ninguna de esas reser-

vas compromete o afecta la aplicación a fines del tratado. De ahí la regla 

general establecida en el párrafo introductorio del art. 19. 

 Este mismo artículo enumera, por vía de excepción, aquellos casos en 

los que no cabe formular reservas. Son fundamentalmente los casos en los 

que el propio tratado prohíbe la reserva o dispone que únicamente podrán 

hacerse determinadas reservas, entre las cuales no figura la que se trate. 

Es el caso de tratados que por su propia naturaleza o por su carácter sina-

lagmático no admiten la formulación de reservas o solo admiten determi-

nadas reservas. Ejemplo, la Convención de Pesquerías, que reconoce el 

interés especial de ribereño y su derecho a reglamentar la pesca en alta 

mar, pero establece como contrapartida la obligación de someter tales re-

glamentaciones a procedimiento arbitral. La intención de las partes fue 

que no pudiera disfrutar del derecho sin aceptar la obligación y por eso 

este tratado prohíbe reservas a esta disposición, o dispone que únicamente 

pueden reservarse otras que no constituyen el “quid pro quo” del tratado. 

 Fuera de estos dos casos, el inciso c) del art. 17 prohíbe la reserva 

“incompatible con objeto y fin del tratado”. Se recoge aquí el criterio fi-

jado por la Corte Internacional en su opinión consultiva sobre reservas a 
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la Convención del Genocidio, como test para determinar si una reserva 

era o no aceptable. 

 

3. Aceptación de las reservas 

Si todo Estado tiene el derecho soberano de formular reservas no prohibi-

das o compatibles con el objeto y fin del tratado, las demás partes tienen 

igualmente derecho de aceptar y objetar esas reservas. Hay un solo caso 

en que la aceptación no es necesaria o, más bien, está dada de antemano: 

hipótesis que prevé el art. 20, párrafo 5: basta el silencio durante doce 

meses para que se configure aceptación tácita. 

 

4. Discrepancias en la aceptación de reservas. Método 

Es fácil que surjan discrepancias entre los estados partes en cuanto a la 

reserva que ha hecho otro Estado. Algunos la aceptan expresa o tácita-

mente, otros la rechazan. ¿Qué ocurre entonces? A este respecto existen 

distintas soluciones posibles. 

 1) El método de la unanimidad. El método seguido es la Sociedad de 

las Naciones era que si una sola de las partes (en opinión de algunos, uno 

solo de los signatarios) formulaba una objeción a la reserva, el Estado 

reservante quedaba excluido del acuerdo. Al surgir por primera vez la dis-

cusión de este problema en la Asamblea General, en 1950, este método de 

la defensa de la integridad de la convención fue preconizado por diversas 

Delegaciones y el propio Secretario General como impuesto por el Dere-

cho Internacional vigente. En ese debate, las delegaciones latinoame-
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ricanas, principalmente, sostuvieron que el Derecho Internacional no im-

ponía tal cosa y que la elección entre los métodos era cuestión de pura 

conveniencia y no regida por las reglas jurídicas. La opinión consultiva 

de la Corte, dictada a pedido de la Asamblea, dio razón a esta última po-

sición, pues negó que: 

…la concepción absoluta integridad, de la Convención se haya transformado 

en regla de Derecho Internacional [....] La existencia de una práctica adminis-

trativa no constituye en sí misma un factor decisivo. Es inconcebible que las 

partes contratantes contemplaran que una objeción a una reserva menor pu-

diera producir la completa exclusión de la Convención de uno o más estados. 

2) El sistema panamericano. Este segundo sistema es el método más 

flexible, seguido en la Unión Panamericana. Según él, si la reserva es 

objetada por uno o más estados, el Estado reservante viene a ser parte 

del tratado siempre que la reserva sea aceptada por uno o más estados. 

El reservante queda así ligado a sus relaciones con el aceptante, por los 

términos del tratado, modificado por la reserva. Por otro lado, se considera 

que no existen relaciones de tratado entre el reservante y el Estado que 

formuló la objeción. 

 Las ventajas prácticas sobre el sistema de la unanimidad son claras. 

El régimen anterior acuerda una especie de veto a una sola de las partes, 

permitiendo excluirla como parte del tratado por la menor discrepancia 

con la más insignificante de sus reservas. La objeción a este sistema es 

que se disuelve el acuerdo multilateral en un haz de relaciones bilaterales 

divergentes. 

 3) El sistema de la decisión colegiada. Para evitar este inconveniente 

de que un Estado se aparte del tratado respecto de algunos estados y no 
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respecto de otros, la Comisión de Derecho Internacional propuso, en 

1951, una solución colegiada: si una mayoría o dos tercios de las partes 

aceptan la reserva, el Estado sigue siendo parte del acuerdo; si esa mayoría 

la rechaza, el Estado queda excluido del tratado. 

 Este mecanismo tiene un grave inconveniente práctico en aquellas 

convenciones que no establecen un organismo encargado de su aplica-

ción. Como los estados llegan a ser partes en un tratado en distintas fechas, 

es posible que en un momento dado los estados llamados a tomar la deci-

sión colegiada no constituyan luego una verdadera mayoría de los estados 

que han aceptado el tratado. 

 La solución adoptada en Viena. La fórmula adoptada en Viena recoge 

elementos de todos estos métodos en forma ecléctica. Sin perjuicio de 

ello, si hubiera que calificarla por sus rasgos dominantes, habría que afir-

mar que es un sistema flexible inspirado en el régimen panamericano. El 

art. 20, párrafo 2, contiene lo que ha permanecido del sistema tradicional 

de la unanimidad. Para que este sistema se aplique es necesaria la acumu-

lación de dos condiciones: el número reducido de estados negociadores y 

que del objeto y fin del tratado se desprenda la necesidad de la aplicación 

integral del mismo, como los Convenios de Desarme o de Pruebas Nu-

cleares, que por su naturaleza especial requieren una aceptación completa 

y universal. 

 Cuando se negocia un tratado de ese tipo que no cabe en la descrip-

ción del párrafo, será necesario, si se quiere preservar la integridad de la 

convención, estipular expresamente que no se permitirán reservas y exigir 

la aceptación unánime de las mismas. 
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 Esto significa que en todos los casos prevalecen las disposiciones del 

tratado y que el mecanismo de la convención tiene carácter supletorio o 

residual, “a menos que el tratado no disponga otra cosa”. 

 El art. 20, párrafo 3, contiene lo que pudo quedar en Viena de la fór-

mula colegiada. Japón presentó una enmienda que recogía este sistema, 

pero a pesar del apoyo del Reino Unido, Australia y otras potencias, esa 

propuesta fue derrotada por las dificultades prácticas que su aplicación 

suscita y porque se consideró tal sistema contrario al principio de igualdad 

soberana de los estados. 

 Este mecanismo solo se aceptó respecto del instrumento constitutivo 

de una organización internacional, aplicado por el órgano competente de 

esa organización. 

 Por último, el párrafo 4 del art. 20 contiene la regla general a aplicar 

en todos los casos, siempre que el tratado no disponga otra cosa. Esta regla 

general recoge la característica esencial del sistema panamericano: la dis-

crepancia en la aceptación de reservas no queda sometida ni a la unanimi-

dad ni a la decisión colegiada, sino a la decisión individual de cada uno 

de los estados contratantes. Además --y es otra característica del sistema-

- la aceptación bajo reserva, si es aceptada por una sola de las partes, se 

cuenta dentro del número de ratificaciones necesarias para la entrada en 

vigor del tratado. 

 En la segunda parte de la Conferencia se estableció una variante de 

importancia en el régimen panamericano puro. Según éste, la objeción a 

una reserva impide el establecimiento de una relación convencional entre 

el Estado reservante y el autor de la objeción. En 1969, en el Pleno, la 
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entonces Unión Soviética propuso invertir esta presunción: el tratado 

queda vigente entre el reservante y el objetante, a menos que este diga 

expresamente que no. Esta innovación no es ajena al sistema panameri-

cano, sino que se propuso como un refinamiento del mismo, en la Reso-

lución X de la 4a Reunión del Consejo Interamericano de Jurisconsultos, 

de 1959. Esta variante se funda en que la presunción debe ser la de validez 

del tratado frente a la reserva de una sola de sus disposiciones. La opinión 

que prevaleció fue que debe dejarse a la libre voluntad del Estado que ha 

hecho la objeción, decidir si desea o no que el tratado, en su totalidad, 

permanezca en vigor en sus relaciones con el Estado reservante. 

 Relaciones entre el art. 19 y el art. 20. Quedó aclarado en Viena que 

las reservas prohibidas por el tratado conforme al art. 19, incisos a y b, no 

pueden ser objeto de aceptación por ningún Estado y, en consecuencia, no 

están sometidas al mecanismo del art. 20, párrafo 4. 

 Una de las características del sistema de la Convención, es que si bien 

se fija el criterio de la incompatibilidad con el objeto y fin del tratado, la 

decisión de si una reserva es o no incompatible con el objeto y fin del 

tratado debe ser adoptada individualmente por cada una de las demás par-

tes. La aplicación práctica de este criterio queda librada, en un régimen de 

descentralización funcional, a cada Estado, quien decide por sí con efectos 

para él solo, si determinadas reservas son o no compatibles con el objeto 

y fin del tratado. Esta es la conclusión que surge de la propia opinión 

consultiva de la Corte Internacional de Justicia. El mecanismo apro-

bado consagra plenamente la opinión consultiva, pues establece un 

criterio de compatibilidad, pero deja su aplicación librada a cada Es-

tado individual, que puede considerar discrecionalmente al 
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reservante como parte del tratado o no. 

 Otro punto importante es que las objeciones que un Estado haga a una 

reserva, no tiene por qué basarse exclusivamente en que ella es incompa-

tible con el objeto y fin del tratado; pueden fundarse en cualquier otra 

razón. 

 

5. Tratados a los que se aplican reservas 

Se considera generalmente que este mecanismo de reservas solo rige para 

las convenciones multilaterales, ya que la reserva a un tratado bilateral 

aparece pura o simplemente como una contrapropuesta. Sin embargo, en 

Viena, algunas delegaciones señalaron la posibilidad de reservas a trata-

dos bilaterales, indicando que las partes acuden a este procedimiento para 

soslayar las dificultades ocasionadas por las disposiciones constituciona-

les. 

 Por eso, el título de la Sección suprime las palabras “a los tratados 

multilaterales”. Se dejó constancia, sin embargo, que esta supresión no 

supone prejuzgar el problema. De todas maneras, los procedimientos re-

lativos a reservas no son aplicables a los tratados bilaterales. 

 

6. Efectos jurídicos de las reservas 

El art. 22 exige que las reservas, la aceptación expresa y la objeción de las 

mismas se formulen por escrito y se comuniquen a los demás estados in-

teresados. Esta disposición busca excluir las reservas orales, tales como 

pueden formularse en discursos, en el curso o clausura de una conferencia. 
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7. Entrada en vigor 

La regla básica es que rige lo dispuesto por el tratado o, en su defecto, lo 

que convengan los negociadores en forma subsiguiente e independiente al 

tratado. El párrafo 2 establece la regla estricta de que si nada se dice, el 

tratado entrará en vigor con el consentimiento de estados que han votado 

en contra. 

 El párrafo 4 del art. 24 se basa en que las cláusulas finales de un tra-

tado, aun antes de su entrada en vigor, establecen ciertas obligaciones en-

tre los signatarios. Como dice la Corte crea un “status provisional” entre 

ellos. 

 

8. Aplicación provisional 

El art. 25 legisla la aplicación provisional, mientras se halle pendiente la 

entrada en vigor. Esto ocurre en casos en que se quiere evitar las demoras 

propias del procedimiento y que exista urgencia en aplicar el tratado. 

 Cuando se procede a esta aplicación, el Estado no se halla todavía 

obligado como parte del tratado, en el sentido del art. 2, párrafo 6. La 

prueba es que el párrafo 2 de este art. 25 permite al Estado dejar en sus-

penso la aplicación provisional, mediante notificación unilateral de su in-

tención de no llegar a ser parte. 

 Un tratado puede haber entrado en vigor definitivamente entre ciertos 

estados y aplicarse, sin embargo, provisionalmente a otros. 
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9. Observancia y aplicación de los tratados 

La regla pacta sunt servanda. El artículo 26 establece la regla básica de 

todo el derecho de los tratados. En Viena se propuso sustituir las palabras 

“en vigor” por la palabra “válido”. Esta propuesta fue objetada señalán-

dose que inducía equivocadamente a sostener el derecho de no cumplir un 

tratado antes de haber establecido la invalidez, conforme a los procedi-

mientos que prevé la Convención. En cambio, una vez establecida esa in-

validez, el tratado nulo no es tratado en vigor y la regla pacta sunt ser-

vanda no se aplica. 

 Como un desarrollo de este principio y un ejemplo particular del 

mismo, surgió el art. 27, que impide invocar las disposiciones de derecho 

interno para justificar el incumplimiento. 

 

10. Irretroactividad de los tratados 

Este principio queda consagrado en el art. 28, donde se establece que el 

tratado no se aplica retroactivamente, a menos que esa aplicación sea es-

tipulada expresamente o que la intención de darle ese efecto se desprenda 

del tratado o conste de otro modo. 

 Algunos estados propusieron en Viena que la regla de la no retroacti-

vidad solo pudiera descartarse en caso de estipulación expresa. Esta exi-

gencia es demasiado estricta, pues como dijo la Corte, en el Asunto Am-

batielos, el tratado podía adquirir efecto retroactivo, no solo si contenía 

una cláusula especial sino también si había existido “un objeto especial 

que necesitara interpretación retroactiva”. 
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 La regla de la no retroactividad se ha establecido en forma negativa, 

disponiendo que las cláusulas de un tratado no obligarán a una parte res-

pecto a actos o hechos que hayan tenido lugar con anterioridad a la fecha 

de entrada en vigor, ni tampoco la obligarán respecto de ninguna situación 

que en esa fecha haya dejado de existir. Una situación es, por ejemplo, 

una sentencia criminal en curso de ejecución. 

 Desde el punto de vista temporal cabe distinguir tres clases de hechos, 

actos y situaciones: los que empiezan y terminan antes de la entrada en 

vigor del tratado; los que surgen y tienen lugar enteramente después de la 

entrada en vigor del tratado, y los hechos o situaciones pendientes que han 

comenzado bajo el viejo sistema y continúan existiendo bajo el nuevo tra-

tado. 

 La aplicación del tratado a los nuevos hechos, actos o situaciones, es 

obvio que no necesita ser establecida. Tampoco el nuevo tratado es apli-

cable a los hechos o actos ya verificados y a las situaciones que han dejado 

de existir y es esto lo que dispone el artículo. En cuanto a las situaciones 

continuas o pendientes, el artículo nada dice, considerándose normal-

mente que las partes toman en cuenta las situaciones pendientes al elabo-

rar el tratado. La intención de las partes es decisiva para determinar la 

aplicación a esas situaciones pendientes. Normalmente el nuevo tratado 

no se aplicará a la mera continuación o prolongación pasiva de una situa-

ción, pero si respecto a nuevas aplicaciones de una situación existente. 

 La Comisión de Derechos Humanos de N.U., ha decidido que la vio-

lación de la Convención antes de su entrada en vigor, no cae dentro de su 

jurisdicción, aun si la persona afectada está cumpliendo una pena. Sin em-

bargo, la misma Comisión consideró que era competente, en caso de 
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nuevos procedimientos o aplicación recurrente de actos legislativos, judi-

ciales o administrativos, anteriores a la Convención. 

 Ha dicho la Comisión en su informe que “el principio de no retroac-

tividad no se viola por aplicar un tratado a cuestiones que se plantean o 

existen cuando el tratado está en vigor, aunque se originaran con anterio-

ridad.” 

 

11. Irretroactividad más rigurosa en la propia Convención 

Un ejemplo claro de cómo la intención de las partes y las estipulaciones 

del tratado rigen esta cuestión, ocurre respecto de la propia Convención 

de Viena. Si nada hubiera dicho, las disposiciones de la Convención se 

hubieran aplicado a los tratados en vigor y hubiera sido posible invocar 

las decisiones sobre nulidad o terminación respecto de tratados vigentes. 

Sin embargo, la mayoría de la Conferencia consideró inconveniente esta 

aplicación y juzgó que podía crear dificultades para la aceptación general 

de la Convención. Por eso se adoptó una decisión radical: la nueva Con-

vención solo se aplicará a los tratados que se concierten después de su 

entrada en vigor (Art. 5). 

 Es natural que los tratados vigentes siguen sometidos al Derecho 

Internacional consuetudinario, independientemente de la Convención. 

Incluso quedan fuera de la aplicación de la Convención los tratados de 

ejecución sucesiva, los que no podían originar una retroactividad sino la 

aplicación inmediata de las normas codificadas. Con esta disposición se 

obtiene que los estados no podrán invocar el procedimiento establecido 

en la parte V del proyecto, a los tratados celebrados antes de la entrada en 
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vigor de la Convención. 

 El art. 29 regula el ámbito territorial de aplicación. En principio, el 

Estado asume responsabilidad para la ejecución de un tratado en la totali-

dad de su territorio. 

 Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia. 

El tratado sucesivo concerniente a la misma materia, deroga en forma im-

plícita el tratado anterior entre las mismas partes, a menos que se con-

venga otra cosa. 

 Por tratado posterior se entendió que debe ser determinante la fecha 

en que se aprobó el tratado; la fecha de adopción del tratado y no la de 

entrada en vigor. No obstante, prima el concepto de que la norma general 

posterior no deroga a la especie anterior. Por ejemplo, un tratado de arbi-

traje no supone derogar un compromiso especial y el sometimiento a la 

Corte Internacional. 

 El párrafo b) comprende dos ideas: 1) entre la parte de ambos tratados 

y el Estado que solo es parte del tratado anterior, los derechos y obliga-

ciones mutuos se regirán por el tratado anterior. 2) Entre el Estado parte 

de ambos tratados y el Estado que solo es parte del tratado posterior, los 

derechos y obligaciones mutuos se regirán por el tratado posterior. Existe 

la posibilidad de que este mecanismo sea adoptado por un Estado a fin de 

contraer obligaciones incompatibles con las contraídas respecto de otro 

Estado en un tratado anterior. Son ejemplos los Tratados Hay-Pauncefote 

y Hay-Buneau-Varilla. 

 Se ha propuesto para estos casos la nulidad del tratado subsiguiente. 

La Convención se niega a ver en estos casos una situación de nulidad, sino 
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de responsabilidad por incumplimiento, salvo el caso de una norma de jus 

cogens. 

 Este es uno de los capítulos más importantes y útiles de la codifica-

ción realizada en Viena. La Convención puede ser comparada con las dis-

posiciones preliminares de los códigos civiles o los capítulos destinados a 

legislar sobre los contratos. Es evidente que no pueden faltar artículos re-

lativos a la interpretación de tratados; tal como en un título preliminar del 

código civil la propia ley reglamenta sus métodos interpretativos. 

 El “tratado de tratados” fija los principios jurídicos esenciales para la 

interpretación de todo tratado. 

 En Viena, ningún Estado propuso la eliminación de los cuatro artícu-

los destinados al tema. Tampoco se discrepó con las orientaciones funda-

mentales de la propuesta de la Comisión, que era formular ciertos princi-

pios esenciales en base a la práctica y la jurisprudencia internacionales y 

aplicables a todo tratado, cualquiera fuere su naturaleza o contenido. Tam-

poco se intentó diferenciar, como alguna vez ha preconizado la doctrina, 

entre métodos de interpretación apropiados para los llamados “tratados 

leyes” y otros diferentes para los “tratados contratos”. 
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CAPÍTULO 4 

INTERPRETACIÓN DE TRATADOS 

 

 

1. Las dos escuelas de interpretación 

La discrepancia suscitada en la primera parte de la Conferencia, tuvo que 

ver con la opción entre las dos grandes escuelas interpretativas: aquella 

que busca la intención común de las partes y la que procura fijar el sentido 

ordinario del texto. 

 El criterio que permite diferenciar en la práctica estas dos escuelas 

radica en la función que se atribuye a los trabajos preparatorios: los par-

tidarios de desentrañar las intenciones de las partes, ponen en un plano 

de la misma jerarquía el texto y sus materiales preparatorios, pues to-

dos sirven por igual para esclarecer la real intención. En cambio, los 

que consideran que el objeto fundamental es establecer lo que el texto 

significa según el sentido corriente u ordinario de las palabras, establecen 

una diferencia entre el tratado mismo, como materiales fundamentales y 

de primer plano, y los trabajos preparatorios como medio secundario o 

complementario de interpretación. 

 La fórmula preconizada por la C.D.I. se inclinaba decididamente por 

la tendencia textual. Según el informe, “el punto de partida de la interpre-

tación consiste en elucidar el sentido del texto y no en investigar ab-initio 

la intención de las partes.” Ello resulta del párrafo 1 del art. 31. Según esta 

norma, se debe acudir en primer lugar a las palabras y cláusulas del texto, 

que se refieren específicamente al punto de controversia; luego a las 
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restantes cláusulas y artículos del tratado en su contexto y, en particular, 

al objeto y fin del tratado, en cuanto pudiera arrojar luz sobre el problema. 

 El párrafo 3 señala otra fase de separación progresiva del texto, pero 

siempre manteniéndose dentro de los materiales intrínsecos: otros cuerdos 

ulteriores entre las partes: la práctica subsiguiente y, por último, las reglas 

de Derecho Internacional aplicables entre ellas. En cambio, los elementos 

extrínsecos al texto como los trabajos preparatorios sobre los cuales no ha 

recaído acuerdo de partes, tiene el papel de métodos la interpretación com-

plementarios legislados en artículo separado (Art. 32). 

 

2. Enmienda estadounidense y sus fundamentos 

Estados Unidos propuso en Viena, en 1968, fusionar en un solo artículo 

los dos presentados por la Comisión poniendo en un mismo plano el con-

texto, el objeto y fin, los acuerdos simultáneos o posteriores, la práctica 

subsiguiente, los trabajos preparatorios, las circunstancias de celebración 

del tratado, las normas de Derecho Internacional y el sentido especial de 

los términos. Esta enmienda fue defendida por Mac Dougall, quien mani-

festó el propósito de restablecer la autoridad de un sistema de interpreta-

ción “que durante siglos se ha aplicado satisfactoriamente”. Este profesor 

criticó el sistema de la C.D.I., por rechazar “esa intención común como 

meta de la interpretación”. Proclamó “el derecho del intérprete a tener en 

cuenta todas las circunstancias referentes a la intención común que las 

partes han querido expresar en el texto”. 

 Según el proponente, el texto sería considerado como un importante 

indicio, entre otros, muchos del común propósito de las partes y no se 
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establecería una jerarquía inmutable entre los elementos de interpretación. 

 

3. Discusión de esta tesis en el Instituto de Derecho Internacional 

La tesis del Profesor Mac Dougall significaba renovar la preconizada en 

1950 en el Instituto de Derecho Internacional por el Profesor Lauterpacht. 

Su proyecto estaba basado en que la tarea primaria de la interpretación 

consiste en determinar la verdadera intención de las partes y que los tra-

bajos preparatorios son el mejor medio de determinar esta intención. Esa 

tesis fue rechazada en el Instituto. 

 Decía, por ejemplo, Huber; 

…las cláusulas de un tratado ligan las partes independientemente de las inten-

ciones que las han guiado […] Si no se considera como algo sagrado el respeto 

a la palabra escrita en un tratado firmado y ratificado, si se permite a las partes 

invocar fácilmente sus supuestas o reales intenciones, se perdería una de las 

ventajas esenciales del derecho escrito [...] Es necesario ser muy cauteloso en 

la admisión de trabajos preparatorios. El texto firmado es, salvo en raras oca-

siones, la única y más reciente expresión de la voluntad común de las partes. 

 Beckett decía: 

…debe procederse sobre la base de que la intención de las partes se encuentra 

expresada en las palabras del instrumento. Existe falta de realismo en la refe-

rencia a la supuesta intención de los redactores [...] Sucede a menudo que la 

diferencia surge respecto de algo en lo cual las partes nunca pensaron y por 

consiguiente no puede existir una intención común. En otros casos las partes 

pueden haber tenido intenciones divergentes y abstenerse deliberadamente de 

suscitar el punto. 

El proyecto aprobado en el Instituto, presentado por Fitzmaurice, 
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establecía que el objeto de la interpretación era determinar el sentido de 

un texto y no la intención de las partes. La fórmula aprobada decía: “ha-

biéndose incorporado el acuerdo de las partes en el texto del tratado, es 

necesario atender al sentido natural y ordinario de los términos de ese 

texto como la base de interpretación”. 

 

4. Rechazo de la tesis Mac Dougall 

Es elocuente el escaso apoyo que tuvo la tesis Estados Unidos, que solo 

alcanzó 8 votos a favor y 66 en contra. Recibió, en cambio, decidido, 

apoyo a la propuesta de la C.D.I. que permaneció virtualmente igual. 

 Entre las opiniones emitidas cabe señalar la de la delegación sovié-

tica, quien expresó que “esa propuesta es políticamente peligrosa, pues 

permitiría una interpretación arbitraria independientemente del texto sus-

ceptible de modificar su sentido”. 

 Francia expresó que: 

…la mejor manera de conocer la intención de las partes es examinar el texto. 

Es mucho menos aleatorio y más equitativo fijarse en lo que las partes han 

acordado por escrito que buscar, fuera del texto, elementos intencionales que, 

dispersos a través de documentos incompletos o unilaterales, ofrecen bastante 

menos garantías. 

El delegado británico hizo notar que “si se pusiera a los trabajos prepara-

torios en plano de igualdad con el texto del tratado, los debates en las 

conferencias internacionales serían interminables”. 

 El delegado de Finlandia señaló que “era razonable asumir que los 

redactores del tratado habían ejercitado cuidado al dar expresión escrita a 
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la intención de las partes”, y el delegado de Polonia agregaba: “no hay 

prueba más directa y auténtica de la intención de las partes que el texto 

que redactaron conjuntamente para incorporar justamente esas intencio-

nes”. 

 

5. Análisis de los artículos aprobados 

Es art. 31 contiene la regla general de interpretación. En el párrafo 1 se 

hace referencia al sentido corriente de los términos, pero esa referencia 

queda atemperada por el párrafo 4, que da lugar a un sentido especial si 

consta que tal fue la intención de las partes. Se asigna importancia funda-

mental al contexto. 

 Por último, en el párrafo 1 tiene papel fundamental el objeto y fin del 

tratado. Esta referencia al objeto y fin no introduce, sin embargo, el mé-

todo teleológico que ajusta el texto a la finalidad perseguida. La referencia 

al objeto y el fin se añade al final del párrafo 1 y no como frase indepen-

diente, en forma de indicar que el objeto y fin del tratado es la parte del 

contexto, la más importante, sin duda, y por ende configura uno de los 

elementos intrínsecos de interpretación. 

 Mac Dougall criticaba esta disposición en base a que la mención de 

objeto y fin no era una referencia a la intención común de las partes, sino 

a las palabras sobre objeto y fin incorporadas al texto. 

 Desde la idea dominante del art. 31, es decir, partir del texto y llegar 

al contexto, se estimó necesario definir lo que se entiende por este último. 

Tal definición es indispensable dado el papel secundario atribuido a los 

trabajos preparatorios. Es necesario así distinguir de los trabajos 
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preparatorios una serie de instrumentos que forman parte de la transacción 

general que circunda el tratado (protocolos, minutas o actas firmadas, no-

tas intercambiadas), en general textos respecto de los cuales ha recaído el 

acuerdo de las partes. Se incluye así en el contexto, además del preámbulo 

y anexos, todo acuerdo que se refiera al tratado concertado entre todas las 

partes con motivo de su celebración. (Par, 2, letra a). El párrafo 2, letra b, 

incluye “todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de 

la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento re-

ferente al tratado”. 

 La Declaración de la Conferencia de San Francisco sobre el retiro 

como miembro de Naciones Unidas, puede ser un ejemplo del primer tipo 

de acuerdo, y la Declaración sobre procedimiento de voto en el Consejo 

de Seguridad, del segundo tipo. 

 Este documento no requiere ser simultáneo con la celebración, sino 

que se puede elaborar antes, cuando las negociaciones están aún en mar-

cha. 

 El párrafo 3 señala la necesidad de tener en cuenta otros elementos 

que no forman parte integrante del tratado en sí, pero que son material 

sobre lo cual ha recaído también el acuerdo de las partes. Ello comprende: 

a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación o apli-

cación del tratado; b) toda práctica ulterior en la aplicación del tratado que 

manifieste el acuerdo de las partes acerca de su interpretación; c) toda 

norma pertinente de Derecho Internacional aplicable a las relaciones entre 

las partes. 

 Queda así establecido el método descrito como de “rodeo” 
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progresivo: acudir al texto y al contexto e irse apartando gradual y suce-

sivamente del texto, pero siempre utilizando materiales intrínsecos sobre 

los cuales ha existido acuerdo de las partes. 

 La referencia a las normas de Derecho Internacional vigentes entre 

las partes, provocó en la C.D.I, la iniciativa de agregar las palabras “en 

vigor en la fecha de celebración del tratado”, lo que suponía introducir un 

elemento de Derecho inter-temporal. 

 En Viena la delegación checoeslovaca defendió la idea opuesta, sos-

teniendo que debía tenerse en cuenta las normas “en vigor a la fecha de 

aplicación del tratado”. El articulo aprobado no contiene ninguna de esas 

dos posiciones, dejando la cuestión abierta a la intención de la partes que 

puedan haber querido atribuir a un término el sentido que tenía al cele-

brase el acuerdo. Pero también es factible que el concepto haya quedado 

abierto para recibir un contenido concreto en el futuro, como sucede en el 

art. 2, párrafo 4 de la Carta de las Naciones Unidas, y el art. 52 de la propia 

Convención. 

 En cuanto a los trabajos preparatorios, se incluyen en un artículo se-

parado (Art. 32) bajo el título de “Medios de interpretación complemen-

tarios”. No se autoriza el recurso a estos materiales, extrínsecos, como 

método autónomo de interpretación, sino para completar una interpreta-

ción regida por el art. 32. 

 Gravitó en la Conferencia la preocupación de que más de una vez se 

han invocado los trabajos preparatorios a fin de eludir las disposiciones 

de un tratado. Cabe recordar que cada vez que una parte invoca los traba-

jos preparatorios en su favor, la otra hace lo mismo. 
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 Se ha objetado esta solución, haciendo notar que en la práctica, en 

todos los casos, los jueces intérpretes examinan los trabajos preparatorios. 

La razón es que las partes llaman la atención respecto de ellos y los invo-

can en apoyo de sus pretensiones. Pero la cuestión no es si se deben co-

nocer y examinar los trabajos preparatorios, sino si resulta lícito fundar en 

ellos una decisión que no coincida con el sentido ordinario del texto. A 

esto la Convención da respuesta claramente negativa, salvo en el caso ex-

cepcional del párrafo 4 del art. 32. 

 Primó, sin duda, en este papel secundario reconocido a los trabajos 

preparatorios, la circunstancia de que la mayor parte de los estados miem-

bros de las Naciones Unidas no han participado en la elaboración de la 

Carta y se han limitado a aceptar su texto. 

 El papel que se atribuye a los trabajos preparatorios no supone esta-

blecer un orden temporal sucesivo en el examen de materiales intrínsecos 

y extrínsecos. Los arts. 31 y 32 no tratan dos fases sucesivas del proceso 

interpretativo, sino que el proceso de interpretación es esencialmente simul-

táneo. El redactor Waldock habló de un crisol. Todos los distintos ingredien-

tes se mezclan y su acción recíproca dará la interpretación pertinente. 

 De manera que la diferencia entre los arts. 31 y 32 no intenta estable-

cer una sucesión en el tiempo ni jerarquía entre los distintos métodos, sino 

solamente imponer cierta disciplina para evitar que se puedan invocar los 

trabajos preparatorios a fin de eludir claras obligaciones que emanan de 

un tratado. Conforme a las disposiciones aprobadas, el intérprete no está 

limitado al texto, pero sí está limitado por el texto. 
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6. Interpretación de tratados en dos o más idiomas 

El art. 33 trata de la interpretación de tratados redactados en dos o más 

idiomas. El principio impuesto hoy es el de la equivalencia de los idiomas 

oficiales. Si bien el párrafo 1 admite la posibilidad de que se convenga 

que un texto prevalecerá, en la práctica tal estipulación ha dejado de ser 

usual. Los textos son igualmente auténticos, como establece, por ejemplo, 

el art. 85. 

 En la C.D.I. se sugirió el criterio de dar prioridad al texto en cuyo 

idioma el tratado fue originariamente redactado. Esta propuesta no fue 

aceptada. Sin embargo, el hecho de que se trabajó en un idioma determi-

nado, constituye una de las “circunstancias relativas a la celebración del 

tratado” referidas expresamente en el art. 33, inciso 1. Se establece la pre-

sunción de la equivalencia de los términos en distintos idiomas (párrafo 

3), pero si esa presunción no es confirmada por los hechos, el párrafo 4 

fija dos mecanismos sucesivos para resolver el problema: 1) es la apli-

cación de los arts. 31 y 32: contexto, acuerdo entre las partes, trabajos 

preparatorios, circunstancias de celebración; 2) si el conflicto no 

puede resolverse, “se adoptará el sentido que mejor concilie los textos, 

habida cuenta del objeto y fin del tratado”. Este criterio fue el seguido por 

la C.P.J.I. en el caso Mavromatis. 

 

7. Tratados y terceros estados 

La convención parte de un principio general establecido en el art. 34, que 

fija la regla básica según la cual el tratado entre dos o más estados es para 

el tercer Estado res inter alias acta. Los arts. 35 y 36 configuran, no 
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excepciones, sino aplicación del principio al caso de las obligaciones y 

los derechos. 

 En lo que respecta a las obligaciones, la Convención es más estricta; 

exige el consentimiento expreso y por escrito del tercer Estado a las obli-

gaciones emergentes del tratado. 

 En lo que se refiere a los derechos, exige también el consentimiento, 

pero éste puede ser no solo expreso, sino también tácito y hasta presunto, 

mientras no haya indicación en contrario. 

 Esta definición fue impugnada en Viena por la Delegación de Vene-

zuela, pero se mantuvo porque responde a la práctica. Cuando se trata de 

una obligación es comprensible que el tercer Estado no esté interesado en 

asumirla y, por consiguiente, debe presumirse que su posición es negativa. 

A fin de salvaguardar al tercer Estado, se reclama su consentimiento ex-

preso. 

 Si se hubiera adoptado el mismo sistema para los derechos, no se 

favorecería los intereses de los terceros estados. Se daría un paso atrás 

respecto de la práctica actual, según la cual, cuando un tratado prevé 

beneficios para un tercer Estado, su consentimiento puede manifestarse 

tácitamente y aun puede desprenderse del mero comportamiento o de ejer-

cicio efectivo del derecho o beneficio por ese tercer Estado. El ejemplo 

más claro son las normas sobre libertad de navegación en ríos y canales 

proclamadas en tratados multilaterales o bilaterales. Si se requiriera con-

sentimiento expreso de estados terceros, podrían frustrarse esos derechos: 

el Estado que quisiera poner obstáculos a los mismos, podría sostener que 

el tercer Estado interesado no había aceptado expresamente tales 
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derechos. La posición actual es que el mero ejercicio del derecho de na-

vegación por un barco que enarbola el pabellón del Estada se considera 

suficiente para conferir el derecho a ese Estado. 

 Otro ejemplo sobre este particular es la Carta de Naciones Unidas, 

que confiere derechos a un grupo de estados; otros tratados conceden de-

rechos a un Estado determinado. El artículo subraya la necesidad del con-

sentimiento en aceptar los derechos, pero tal consentimiento no tiene que 

manifestarse forzosamente en forma expresa. 

 

8. Tratados que establecen obligaciones a cargo de terceros estados 

Cuando el tercer Estado consiente expresamente, surge en realidad un 

acuerdo colateral entre las partes del tratado original y el Estado tercero. 

La verdadera base jurídica de la obligación del Estado tercero radica en el 

acuerdo colateral. 

 En Viena, en 1969, se exigió además de consentimiento expreso, el 

consentimiento por escrito, a fin de que no pueda haber equívocos, pero 

esta aceptación expresa y por escrito no necesita realizarse por acto inter-

nacional: puede consistir, por ejemplo, en una ley interna de un Estado 

declarando su neutralización, que ha surgido de un tratado entre otros es-

tados. 

 La Delegación de la India señaló en Viena que una excepción a este 

artículo es el principio contenido en el art. 2, párrafo 6 de la Carta. La 

misma observación se formuló en la C.D.I., pero allí predominó la tesis 

de considerar que este artículo de la Carta no impone obligaciones a los 

estados terceros, sino que descansa en la presunción de que los principios 
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de la Carta son obligatorios para todos los estados como principios de 

Derechos Internacional general. La obligación surgiría del art. 38 de la 

Convención. 

 Otro caso que se señaló en el C.D.I. es el de los estados en status 

nascendi, en los cuales el tratado impone obligaciones conectadas con la 

creación de un nuevo Estado, que no puede dar su asentimiento porque no 

existe. 

 En estos casos, antes de crearse el nuevo Estado hay un reconoci-

miento implícito a una comunidad beligerante o autoridad de facto en 

cuyo favor se estipula la independencia del nuevo Estado. Esa comunidad 

o autoridad, al prevalerse de los derechos y asumir las obligaciones espe-

cificadas en el tratado, se transforma en un Estado pleno. Este caso no está 

regido por la Convención de Viena que solo trata de obligaciones y dere-

chos emergentes de un tratado para terceros estados y no se ocupa de las 

obligaciones o beneficios que pueden resultar de un tratado para sujetos 

de Derecho Internacional distintos de los estados. 

 

9. Estipulación en favor de terceros estados. Controversia 

doctrinaria 

Esta cuestión dio lugar a una controversia doctrinaria en la C.D.I. respecto 

de si los derechos del tercer Estado son creados por el tratado mismo o 

solo surgen del consentimiento del tercer Estado, al aceptar la oferta brin-

dada por las partes del tratado. 

 La primera escuela sostenía que el tercer Estado solo puede adquirir 

un derecho mediante un nuevo acuerdo colateral entre el tercer Estado y 
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las partes del tratado original. Otra sostenía que el derecho es creado di-

rectamente por el tratado y no depende ni está condicionado por un se-

gundo acuerdo colateral. La conformidad del tercer Estado en ejercer el 

derecho creado en su favor puede resultar el mero ejercicio del derecho y 

manifestarse rebus ipsis et factis. Esto es así porque el tercer Estado puede 

en todo momento prevalerse de la estipulación y ninguna de las partes del 

tratado puede rehusarle por separado el beneficio ni revocar la disposi-

ción. De manera que a menos que el beneficio sea rechazado por el tercer 

Estado, el derecho existe a partir del tratado. Ese derecho es la contrapar-

tida de una obligación impuesta en el tratado a una de las partes por las 

demás partes. La negativa del obligado a acordar el derecho conferido a 

un tercer Estado, configuraría una violación del tratado original y de la 

regla pacta sunt servanda. 

 

10. Solución transaccional a que se llegó en la C.D.I en 1964 

A pesar de la discrepancia doctrinaria, se llegó a un acuerdo en el terreno 

práctico, en base a la existencia de puntos de encuentro. Uno de ellos, el prin-

cipal, es que todos estaban de acuerdo en que el consentimiento del Estado 

tercero es esencial, si bien para la primera escuela determina el nacimiento 

del derecho y para la segunda el mero ejercicio del mismo. Todos coinci-

dían en que el tercer Estado era el único juez de si ejercitaría o no el de-

recho estipulado. Nadie admitía que se pudiera imponer a un Estado un 

derecho contra su voluntad, por cuanto ello significaría imponer una obli-

gación que, como tal, caería bajo la regla del art. 34. 

 E1 segundo elemento de acuerdo en que todos coincidían era que el 



67 

 

 

 

consentimiento del tercer Estado pedía manifestarse expresa, tácitamente 

o aun revelarse por su conducta, siendo la forma más común el propio 

acto de reclamar, invocar o ejercer el derecho. Se llegó a una transacción 

sobre esta base, reteniendo cada uno sus puntos de vista en el campo doc-

trinario. Se disponía en el proyecto de 1964 que Estado tercero debe asen-

tir a la estipulación, explícita o implícitamente. Pero esta fórmula creó 

dificultades del punto de vista de navegación en ríos, canales, etc. Esa 

libertad de navegación puede ser ejercida sin necesidad de notificación 

previa alguna al Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado territorial; 

puede ser ejercitada, incluso, por estados que no existían al celebrarse el 

tratado que estipula la libertad de navegación. 

 

11. Revisión de la formula en 1966 

La exigencia del asentimiento expreso o tácito permitiría cuestionar ese 

derecho, sosteniendo, por ejemplo, que el capitán de un barco privado no 

sería agente autorizado para expresar el asentimiento de un Estado. Se 

sugirió entonces en la Comisión, insertar la fórmula adoptada en Viena 

del consentimiento presunto, a menos que exista indicación en contrario. 

 En Viena se propuso eliminar la presunción de consentimiento, por 

las Delegaciones de Finlandia e Italia, pero esta enmienda fue rechazada 

prevaleciendo la fórmula del consentimiento presunto por exigencias 

prácticas relativas a la salvaguarda de la libertad de navegación. 

 La estipulación en favor de terceros estados quedó en la Convención 

de Viena fortalecida en su función y utilidad práctica, como procedi-

miento adecuado para dar alcance general a reglas de Derecho 



68 

 

 

 

Internacional que solo pueden ponerse en vigor por el acuerdo de un nú-

mero limitado de estados. 

 

12. Revocación o modificación de obligaciones 

El art. 37, párrafo 1, relativo a la revocación o modificación de obligacio-

nes a cargo de terceros estados, representa la aplicación lisa y llana del 

concepto del acuerdo colateral: ha habido un segundo acuerdo y la modi-

ficación significaría hacer la obligación más onerosa, se estaría, en rigor, 

en la hipótesis del art. 35 y se requeriría que el consentimiento del tercer 

Estado se expresara de manera expresa y por escrito. 

 

13. Revocación o modificación de la estipulación en favor de terceros 

estados 

El párrafo 2 del art. 37 tiene su importancia, por cuanto la revocación de 

una estipulación en favor de terceros estados se ha planteado en la práctica 

o incluso en la jurisprudencia internacional. 

 En el Tratado de Praga, en el asunto de las islas Aaland (1920) se 

aceptó que la disposición podía ser revocada sin el asentimiento del bene-

ficiario, pero en estos casos no existía realmente la intención de conceder 

un derecho, como lo exige el art. 36, párrafo 1. 

 La cuestión se planteó en forma diferente en el asunto de las “zonas 

francas”, ante la Corte Permanente. La sentencia dictada se pronunció so-

bre la cuestión de si el derecho conferido al tercer Estado puede o no ser 

abolido por las partes contratantes sin el consentimiento del beneficiario. 
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La zona franca de Gex había sido creada como una obligación impuesta a 

Francia por los Tratados de Viena y de París de 1815, a pedido del Cantón 

de Ginebra, pero sin que este Cantón ni tampoco la Confederación Helvé-

tica fueran parte del Tratado. Un siglo después, en el Pacto de Versalles, 

Francia obtuvo de todas las partes del Tratado de Viena, la inclusión de 

un artículo (435) que decía que “las estipulaciones de 1815 relativas en 

las zonas francas no son ya conformes a las condiciones presentes”. Suiza 

tampoco era parte del Tratado de Versalles. Francia sostuvo ante la Corte 

que la obligación de mantener la zona franca había sido asumida respecto 

de las partes del Tratado de 1815 y que todas ellas habían convenido libe-

rar a Francia de esa obligación. Agregaba que el tercer Estado no puede 

pretender que la abrogación del tratado dependa de su consentimiento. 

 La propuesta suiza fue que el Tratado de 1815 las potencias habían 

estipulado en favor de Ginebra, más que de sí mismas, y que la intención 

de las partes había sido acordar a Suiza un derecho irrevocable. Por lo 

tanto, Suiza poseía un derecho adquirido que no podía ser abolido sin su 

consentimiento. 

 La Corte resolvió en favor de Suiza, diciendo: 

…no puede presumirse fácilmente que estipulaciones favorables a un tercer 

Estado hayan sido adoptadas con el objeto de crear un derecho efectivo en su 

favor. No hay nada sin embargo que impida de la voluntad de los estados so-

beranos tener ese propósito y ese efecto. 

De acuerdo con este pronunciamiento, siempre que exista la intención de 

conferir un derecho definitivo e irrevocable, las partes contratantes tienen 

la potestad de crear en favor del tercer Estado lo que la Corte llamó un 

“derecho efectivo”. En el lenguaje usado por el tribunal, un derecho 
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efectivo es un derecho que no puede ser abolido sin el consentimiento del 

beneficiario. El párrafo 2 del art. 37 recoge este concepto. Un ejemplo es 

el Tratado Relativo a la Libertad de Navegación en los Ríos Paraná y Uru-

guay, que fue celebrado con Gran Bretaña y Francia, con la intención de-

liberada y declarada de hacer del principio de libertad de navegación una 

norma irrevocable. En cambio, el derecho acordado por los arts. 32 o 35 

de la Carta de Naciones Unidas podría ser revocado o modificado por en-

mienda de la Corte conforme a los arts. 108 o 109, sin consentimiento de 

los beneficiarios. 

 La solución adoptada en este párrafo 2 del art. 37, demuestra que la 

Convención no dio acogida a la teoría de la oferta y del acuerdo colateral. 

Si esta teoría fuera correcta, la solución del problema sería simple: el de-

recho sería revocable antes del asentimiento del beneficiario, como es re-

vocable toda oferta, y se transformó, en cambio, en irreversible después 

de ese asentimiento, dado que ningún Estado puede ser privado de un de-

recho contractual sin su acuerdo. 

 Si bien el texto es difícil, compuesto por una doble negativa, clara-

mente resulta de el, a contrario sensu, que el derecho podrá ser revocado 

o modificado si no consta que se tuvo la intención de atribuirle carácter 

definitivo. El onus probandi incumbe a quien alega la irrevocabilidad, es 

decir, al tercer Estado. 

 Pero aun el derecho revocable configura para el tercer Estado un de-

recho propiamente tal, que podrá ser ejercido mientras se halle en vigor, 

aun cuando pueda ser retirado o modificado por las pactantes originales. 

Esta situación no equivale a negar la existencia de un derecho en favor del 

tercer Estado, así como en el derecho interno se tiene y puede ejercer un 



71 

 

 

 

derecho derivado de la ley, aun cuando esa ley pueda ser revocada o mo-

dificada por el legislador. 

 Un problema que se plantea es si la estipulación termina por otras 

causas, por ejemplo, cambio de circunstancias, argumento que también 

planteó Francia en el asunto de la zona franca. Esto puede suceder y en tal 

caso correspondería extender al tercer Estado la notificación prevista en 

el art. 65, si bien el texto de este artículo no prevé tal posibilidad. El pro-

cedimiento judicial o de conciliación previsto en el art. 66 sería, a nuestro 

juicio, aplicable entre la parte que reclama la terminación o nulidad y el 

tercero beneficiario, tal como sucedió entre Francia y Suiza en el asunto 

de las zonas francas. Es significativo señalar que el art. 65 se refiere a 

“partes en una controversia” y no a partes en el tratado. 

 

14. La costumbre originada en un tratado 

Hay muchos ejemplos de normas convencionales que han tenido origen 

en un tratado y que extendieron posteriormente su órbita de aplicación por 

medio de la costumbre y adquiriendo así validez erga omnes. Un tratado 

puede ser catalizador adecuado para consolidar en su término una costum-

bre generalmente aceptada. Incluso, un tratado celebrado entre un número 

limitado de estados reconozcan gradualmente como obligatorios para 

ellos, sobre la base de la costumbre. Son ejemplos de esto la Declaración 

de París de 1856 sobre abolición del corso; las reglas de distintos tratados 

aboliendo la esclavitud y la trata de esclavos; las Convenciones de La 

Haya sobre leyes de la guerra, el Pacto Briand-Kellog, etcétera. 

 En esta forma y a través del desarrollo de una norma consuetudinaria 
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en base al tratado, la regla jurídica originalmente convencional alcanza el 

tercer Estado. Este es el sentido del art. 38, que aclara que nada de lo 

establecido en los arts. 34 a 37 perturbará este efecto. Este artículo pro-

porciona una respuesta contra la tentación de un Estado de invocar su par-

ticipación en un tratado, a fin de evadir reglas que han llegado a ser obli-

gatorias en base al derecho consuetudinario. Esto sucederá con las con-

venciones de codificación contemporáneas, incluso la propia Convención 

de Tratados. 

 Las palabras finales del artículo “reconocidos como tal” no modifican 

el concepto corriente de costumbre que exige, según el art. 38 del Estatuto 

de la Corte. Esto no impide que algunos países, como la antigua U.R.S.S, 

y otros, sostuvieran que las normas de Derecho Internacional consuetudi-

nario solo podrían transformarse en obligatorias para un Estado, si esos 

estados le reconocían tal carácter obligatorio. 

 

15. Enmienda y modificación de tratados 

Los tratados pueden ser reformados mediante un procedimiento formal, 

que consiste en un nuevo tratado que se celebra con la intención de intro-

ducir cambios en el tratado original. Esto fue descrito en la Convención 

como procedimiento de enmienda, regulado en los arts. 39 y 40. 

 Es posible también reformar los tratados mediante un procedimiento 

menos formal que puede no incluir a todas las partes y que en la Conven-

ción se describe como modificación (Art. 41). 
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16. Regla general concerniente a la enmienda de tratados 

El art. 39 establece la regla general en esta materia: la remisión a la parte 

2 significa que no se requerirá el acuerdo unánime de todas las partes para 

la enmienda de aquellos tratados que han sido adoptados en una conferen-

cia internacional. Se evita así, el liberum vetum que resultaría de la exi-

gencia de la unanimidad y permitiría a un solo disidente impedir toda evo-

lución. Esto surge de la remisión a la parte 2 y, en particular, al art. 9 de 

la Convención. 

 Esta regla general no regirá cuando el tratado disponga otra cosa. Se 

legitima así la práctica de insertar, en el propio tratado, disposiciones para 

su enmienda que pueden incluir la decisión por mayorías especiales, como 

el art. 108 de la Carta, o por decisión de un órgano internacional (Art. 109 

de la Carta). Esto significa que las disposiciones del propio tratado re-

lativas a su enmienda deben ser respetadas. Será posible, sin embargo, 

enmendar estas disposiciones, pero únicamente conforme al propio 

procedimiento de enmienda, que establece el tratado. Ciertas restric-

ciones de enmienda que puede contener un tratado, por ejemplo, que 

no podrá ser enmendado dentro del período de 5 años después de su 

entrada en vigor, solo podrían dejarse de cumplir si todas las partes 

estuvieran de acuerdo en dispensar tal requisito. El acuerdo unánime de 

partes tiene primacía, según la primera frase de este artículo. 

 La Convención no ha aceptado la teoría del acto contrario. Un tratado 

concluido de la manera más solemne, puede ser enmendado por un 

acuerdo en forma simplificada, como un simple cambio de notas. 
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17. Enmienda a los tratados multilaterales 

En tanto que el art. 39 se refiere tanto a los tratados bilaterales como a los 

multilaterales, hay necesidad de una disposición específica para la en-

mienda de tratados multilaterales. Una vez que se ha dispensado la regla 

estricta de la unanimidad es necesario establecer en compensación el de-

recho de todas las partes a ser notificado de una propuesta de enmienda. 

Los estados partes, según el art. 40, párrafo 2, no solo tienen derecho a ser 

notificados, sino también a participar en la decisión acerca de la acción a 

tomar y en la negociación y celebración del acuerdo de una enmienda. 

 Si bien no se establece derecho de veto, se dispone que ninguna en-

mienda llegará a ser obligatoria para la parte que no ha consentido en ella 

(Art.40, párrafo 4). En este caso, la situación de las partes respecto del 

acuerdo originario y de enmiendas será la prevista en el art. 30, para el 

caso del tratado sucesivo. El tratado original no enmendado queda en vi-

gor para las partes que no ratifiquen la enmienda y, para quienes lo hagan, 

regirá el tratado enmendado. No se pierde así el beneficio de las ratifica-

ciones acumuladas lentamente a lo largo de los años. Esto sin perjuicio de 

lo que pueda establecer la práctica de las organizaciones internacionales, 

conforme al art. 5 de la Convención o el propio tratado (Art. 40, párrafo 

1). 

 La obligación de notificar y de participar en el proceso de enmienda 

rige, no únicamente respecto de las partes, sino también de los contratan-

tes. Se concreta así el proceso de enmienda de un tratado que no ha en-

trado todavía en vigor y respecto del cual no existen aún partes. 
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18. Acuerdos de modificaciones inter se 

El art. 41 autoriza en determinadas condiciones a acuerdos entre ciertas 

partes solamente por los cuales esas partes modifican inter se las disposi-

ciones de un tratado multilateral. 

 Existen dos tipos fundamentales de acuerdos inter se. Uno, acuerdos 

como los regionales, por ejemplo, por los cuales un grupo de estados 

establecen entre ellos reglas más avanzadas que el acuerdo general. A 

menudo ese tipo de acuerdo es expresamente autorizado por el acuerdo 

original, como sucede con el art. 55 de la Carta o en las Convenciones de 

Viena sobre Relaciones Diplomáticas y Consulares. 

 Un segundo tipo de acuerdos inter se es el que ocurre con la modifi-

cación de tratados multilaterales que se han vuelto anticuados o imposi-

bles de aplicar en las condiciones contemporáneas. Esto proporciona una 

válvula de escape en casos en que una modificación necesaria no puede 

ser aprobada por todas las partes originales, por ejemplo, por ser estados 

enemigos después de una guerra. Denegar la posibilidad de acuerdos de 

modificaciones inter se, hubiera sido conceder un veto a un Estado o a 

una minoría de estados, frena al deseo de la mayoría de adaptar una vieja 

convención a las nuevas circunstancias. Sin esta técnica se hubiera produ-

cido un estancamiento en muchos tratados y ese fue el procedimiento uti-

lizado para esta evolución necesaria. 

 Es posible que un proceso de enmienda iniciado conforme al art. 40 

desemboque en un acuerdo inter se previsto en el art. 41, al no ratificar la 

enmienda todas las partes originales. 

 El art. 41 fija las condiciones en que el acuerdo inter se. Es permisible 
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en aquellos casos en que no esté autorizado o previsto por el tratado. Se 

necesitan dos condiciones acumulativas: 1° Que la modificación no afecte 

el disfrute de los derechos que correspondan a las demás partes y, 2° Que 

no se refiera a ninguna disposición cuya modificación sea incompatible 

con la consecución efectiva del objeto y fin del tratado en su conjunto. 

 Un ejemplo de acuerdo inter se que no afecta los derechos de las de-

más partes ni la consecución efectiva del objeto y fin del tratado, es el 

acuerdo entre los miembros permanentes del Consejo de Seguridad so-

bre abstención voluntaria en este órgano. En cambio, un acuerdo inter 

se modificando entre dos partes un régimen de franquicias aduaneras, 

sería incompatible con la consecución del objeto y fin de un tratado que 

establezca una zona de libre comercio. 

 El párrafo 2 del art. 41 establece el deber de notificar a todas las de-

más partes la intención de celebrar el acuerdo y la modificación acordada. 

Esa notificación permitiría a esas otras partes protestar si sus derechos 

están afectados, participar en las negociaciones de un nuevo acuerdo o 

iniciar el procedimiento de enmienda general previsto por el art. 40. 
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CAPÍTULO 5 

NULIDAD, TERMINACIÓN Y SUSPENSIÓN 

 

 

La parte V de la Convención trata de la nulidad, terminación y suspensión 

de los tratados. 

 La sección I de esta Parte V contiene algunas disposiciones generales, 

comunes a los temas de nulidad y terminación, y una de esas disposiciones 

generales es la relativa al carácter exhaustivo de las causales de nulidad y 

terminación. 

 El propósito de este artículo introductorio (Art. 42) es señalar, al co-

mienzo de esta parte, que la validez y la vigencia de un tratado constituye 

una situación normal, la regla general, que únicamente cabría descartar en 

caso de configurarse las causales de nulidad o de extinción, enumeradas 

en esta parte V. Se quiere así compensar el impacto que los artículos de 

esta parte pueden tener respecto de la estabilidad de los tratados. 

 En lo que respecta a la nulidad, la propuesta inicial del relator era 

declarar que existe una presunción en favor de la validez de todo tratado. 

El empleo de este medio jurídico de la presunción no pareció el más ade-

cuado, ya que se trata de un concepto es, principio válido, pero que no 

tiene el carácter de presunción, sea de juris et de jure o presunción simple. 

Por eso se sustituyó la idea de presunción por la de una enumeración ex-

haustiva de las causales de nulidad y de terminación, lo que obligó a in-

cluir en la Convención una serte de salvedades o aclaraciones genéricas 

en los arts. 73, 74 y 75. 
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 La indicación del carácter exhaustivo de las causales de nulidad tiene 

un doble propósito: Recalcar que solo aquellos motivos enumerados en la 

Convención pueden invocarse como razón de nulidad, debe proceder den-

tro del mecanismo de la Convención, esto es, recurriendo al procedi-

miento previsto en esta Parte V y regido por los arts. 65, 66 y 67. Estos 

artículos prohíben a un Estado actuar como juez en su propia causa y apli-

car en forma unilateral las causales de nulidad o de terminación. 

 El párrafo 1 de este artículo introduce una distinción importante, pues 

distingue, por un lado, la validez de un tratado y, por otro, la validez del 

consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado. Esta distinción 

contempla el supuesto de que el vicio afecte únicamente al consentimiento 

de una parte y no al propio tratado. En el caso de un tratado multilateral, 

es posible que solo esté viciado el consentimiento otorgado por un Estado; 

en tal caso, este Estado no pude considerarse parte del tratado, pero el 

tratado sigue existiendo. 

 Las demás disposiciones de esta sección I de la parte V serán anali-

zadas más adelante. 

 

1. Causales de nulidad de los tratados 

La Convención distingue, en primer lugar, las causales de invalidez que 

configuran vicios del consentimiento, que pueden ser invocados por la 

parte afectada directamente: coacción (Art. 51), coerción sobre un Estado 

(Art. 52) y violación del jus cogens (Art. 53). 

 En base a esta distinción, puede afirmarse que las cinco primeras cau-

sales (Arts. 4o a 5º) configuran una nulidad relativa o anulabilidad a 
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pedido de parte: las tres últimas (Arts. a 53) constituyen nulidades abso-

lutas erga omnes. 

 Esta distinción se hace más notable cuando se examina la posibilidad 

de sanatio, es decir, de continuación del tratado si las partes afectadas, 

después de enterarse de los hechos configura el vicio del consentimiento, 

acceden expresa o tácitamente a aceptar la validez del tratado. Esto solo 

es posible respecto de los arts. 46 a 60, pero no con relación a las causales 

de nulidad absoluta (Arts. 51 a 53). Para estos últimos casos está expresa-

mente excluida la posibilidad de sanatio o confirmación. 

 Otra característica de esta distinción es que las causales de nulidad 

absoluta significan que el tratado ha sido nulo desde el principio: ab initio, 

toda decisión que así la reconozca operará retroactivamente. 

 Asimismo, las causales de nulidad absoluta no solo pueden ser invo-

cadas por los estados afectados, sino también por terceros estados intere-

sados, o por una organización internacional, como Naciones Unidas. 

 

2. Disposiciones de derecho interno concerniente a la competencia 

para celebrar tratados 

Una de las cuestiones más debatidas en la literatura del derecho interna-

cional, es si la violación de las limitaciones constitucionales afecta la va-

lidez internacional de un tratado. Hay autores que sostiene la tesis que 

cabe llamar “constitucionalista o internista” y consideran que el tratado 

celebrando con violación de las disposiciones constitucionales no es vá-

lido; hay autores, en cambio, que siguen la escuela “internacionalista” y 

sostienen que el tratado es internacionalmente válido y obliga al Estado, 
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y hay, por último, autores que sostienen posiciones intermedias, como Mc 

Nair. 

 La Convención ha adoptado una posición ecléctica. Toma como 

punto de partida la escuela internacionalista, es decir, la hipótesis inicial 

es la validez internacional del tratado aun cuando se hayan infringido dis-

posiciones constitucionales. Esta posición se basa en que el derecho inter-

nacional deja al derecho interno el determinar los órganos por los cuales 

se forma y expresa la voluntad del Estado de obligarse por un tratado. El 

derecho internacional debe tomar en cuenta solamente la manifestación 

externa de esa voluntad, ya que todos los estados que participan en la ne-

gociación de un tratado deben presumir que cada uno de ellos ha cumplido 

o cumplirá con sus constituciones. 

 Según esta doctrina, no es necesario, ni tampoco pertinente, que los 

demás estados verifiquen la competencia y regularidad constitucional de 

las facultades ejercidas por un representante ostensiblemente autorizado 

para actuar por el Estado. Se entiende que constituiría una falta de respeto 

hacia otro Estado hasta una intervención en los asuntos internos, levantar 

el velo del representante autorizado del Estado y poner en tela de juicio 

su competencia para llevar a cabo el acto para el cual presenta plenos po-

deres y otra prueba de capacidad suficiente, con mayor razón ocurre en el 

caso de jefes de estado o de gobierno o ministros de relaciones exteriores. 

Siendo esto así, no parecería justo, ni equitativo, permitir a posteriori que 

un Estado invocara una violación constitucional para alegar la nulidad de 

un tratado. 

 Pero el artículo no termina aquí: agrega una cláusula que empieza con 

las palabras “a menos que”, con las que se introduce una restricción en la 
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tendencia internacionalista: permite invocar la violación como vicio de 

consentimiento cuando “esta violación sea manifiesta y afecte a una 

norma de importancia fundamental de su derecho interno”. 

 Es evidente que este artículo no se refiere a cualquier tipo de viola-

ción, sino a una violación manifiesta. En este caso se admite alegar la 

invalidez, porque si bien el Estado que no ha respetado su derecho interno 

ha cometido una falta, la otra parte, que tiene pleno conocimiento de esa 

violación manifiesta de disposiciones constitucionales en otro Estado, no 

está actuando de acuerdo a la buena fe. 

 El ejemplo clásico que señala Mc Nair de una violación de este tipo, 

es la hipótesis de que Wilson hubiere presentado en la Conferencia de 

Versalles un instrumento de ratificación del Tratado de Versalles. En cam-

bio, por ejemplo, si no se ha obtenido el quórum requerido en la Consti-

tución para la aprobación parlamentaria, no se puede considerar que esto 

sea una violación manifiesta de una norma de importancia fundamental. 

 El fundamento de esta excepción es que en esos casos el co-contra-

tante tiene conocimiento efectivo de que, a raíz de la violación de las dis-

posiciones constitucionales el representante de la otra parte es incompe-

tente para obligar a su Estado. 

 El párrafo 2 de este artículo insiste en el carácter manifiesto y objeti-

vamente evidente de esta excepción fundada en la buena fe. 

 Se requiere, además, que se trate de la violación de una disposición 

del derecho interno “concerniente a la competencia para celebrar trata-

dos”. Esta frase comprende no solo la competencia formal, sino también 

la material. Por ejemplo, el art. 15 de la Constitución mexicana prohíbe la 
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extradición de criminales políticos. Un tratado de extradición de crimina-

les políticos otorgado por un representante mexicano sería el caso de una 

violación manifiesta de una norma de competencia para celebrar tratados 

y de importancia fundamental. Como decía Waldock, “las restricciones 

constitucionales a la competencia del Ejecutivo para celebrar tratados, no 

se limitan a las disposiciones procesales relativas a la capacidad de con-

cluirlos, sino que pueden también resultar de disposiciones de fondo in-

corporadas a la Constitución”. 

 Por último cabe señalar que aun si la violación de un derecho consti-

tucional ha sido manifiesta, un Estado puede perder el derecho de invocar 

esta cláusula, si ha convenido expresamente que el tratado es válido “o se 

ha comportado de tal manera” que debe considerarse que ha dado su 

aquiescencia a la validez del tratado. Es el caso, por ejemplo, de Argen-

tina, que ratificó el Pacto de la Sociedad de las Naciones sin previa apro-

bación parlamentaria, pero actuó en los órganos de la Liga, fue elegida 

miembro del Consejo de la Sociedad, etc. Como señalaba Hudson, tal con-

ducta impediría a Argentina invocar la nulidad de su consentimiento al 

Pacto de la Sociedad de Naciones. 

 Otra cuestión importante a señalar es que este artículo no abarca al 

tratado celebrado por los gobiernos de facto. La jurisprudencia internacio-

nal no ha admitido nunca la pretensión de un gobierno de desligarse de 

tratados o actos celebrados por un gobierno de facto anterior, invocando 

la violación de formalidades constitucionales. Es indudable que se debe 

juzgar la validez de los actos internacionales de un gobierno a la luz del 

régimen jurídico imperante en el momento que se celebraron tales actos y 

no con relación a un régimen constitucional anterior o posterior. 
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 ¿Cuáles son las normas constitucionales aplicables en un momento 

dado? Deben ser determinadas en función de la realidad existente en cada 

momento y no a la luz de teorías de legitimismos que puedan haber pre-

valecido en el pasado o vuelvan a ponerse de moda en el futuro. 

 

3. Restricción de los poderes del representante 

Otra disposición basada en la misma teoría de la autoridad ostensible, es 

la del art. 47: solo cabrá alegar la nulidad si la restricción ha sido notifi-

cada ante los demás estados negociadores. 

 ¿Comprende este artículo restricciones constitucionales como las 15 

de la constitución de México? A fin de evitar esta posibilidad, se inserta-

ron los calificativos “restricción específica” y “tratado determinado”. Sin 

embargo, el redactor Waldock señaló en Viena la posibilidad de superpo-

sición entre los arts. 46 y 47. 

 La restricción puede ser notificada también al depositario y, a través 

de él, a las partes, conforme a lo establecido en los arts. 77 y 78. 

 

4. Error 

El art. 48 permite invocar el error en un tratado, como vicio de consenti-

miento. Para que eso ocurra, es necesario que el error sea sustancial, es 

decir, recaiga sobre un hecho o situación que ha determinado el consenti-

miento. Este error impide que haya existido el consensus ad idem: por 

ejemplo, cuando por dificultades de idioma, una persona entiende que la 

otra asume una obligación, y ésta, por su parte, entiende que del texto no 
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surge obligación alguna. En cambio, otros tipos de errores frecuentes, 

como por ejemplo el relativo a la identidad de un río u otro accidente geo-

gráfico descrito en un tratado, se considera que no constituyen errores 

sustanciales. El objeto de las partes es deslindar o delimitar una frontera, 

si bien puede haber existido una equivocación en la determinación de un 

accidente geográfico. De ahí que en estos casos relativamente frecuentes 

en la jurisprudencia internacional, nunca se ha pedido la nulidad del tra-

tado, sino la correcta interpretación del mismo. No se trata, pues, de 

errores sustanciales, sino de errores que requieren rectificación. 

 A fin de poder anular un tratado, es necesario que el error sea excu-

sable: la parte que reclama la nulidad debe demostrar que no hubo de su 

parte no solo mala fe, sino tampoco negligencia. (Art. 48, párrafo 2, ins-

pirado en la decisión de la Corte en el caso del Templo) (1962). 

 Una decisión arbitral en la cual se estableció que un Estado no pude 

invocar un error en su conducta porque hubo de su parte negligencia, es 

el del arbitraje Tinoco (1923). Allí el árbitro sostuvo que el banco que 

hizo un préstamo a Tinoco, no podía reclamar su devolución del gobierno 

de Costa Rica. Las circunstancias eran tales, que el prestamista debió que-

dar advertido de que esos fondos no se entregaban a un gobernante regu-

lar, con destino al erario público, sino para el propio beneficio de quien lo 

recibía. 

 

5. Dolo 

El art. 49 trata sobre el vicio del consentimiento por dolo. Si bien en Viena 

algunos hicieron notar que este artículo sería innecesario por quedar 
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subsumido en el caso anterior, cabe señalar que el dolo ciertamente causa 

un error, pero es un error provocado deliberadamente por la conducta frau-

dulenta de la contraparte. De ahí que aunque el error no sea esencial y 

determinante, igual es causa de nulidad. Además, el art. 44, párrafo 4, re-

conoce al Estado víctima de dolo un remedio más eficaz que al Estado 

víctima de error: poder provocar la nulidad de todo o parte del tratado. 

 Ejemplo de tratado inducido mediante dolo es el caso del Acuerdo de 

Munich, de septiembre de 1938. El Tribunal de Nuremberg comprobó que 

se formularon durante las negociaciones declaraciones falsas respecto de 

las intenciones de una de las partes. Otro ejemplo que se invocó es el 

tratado de 1869, entre Italia y Abisinia, en donde el texto en italiano 

no coincidía exactamente con el texto amárico. En Viena, tanto Italia 

como Abisinia negaron que se tratara de un caso de dolo, afirmando 

que constituía un ejemplo de error sustancial, por cuanto ambas partes, de 

buena fe, creían cada una tener razón. 

 Este artículo no contiene una descripción o definición de dolo, ya que 

este concepto se ha de elaborar en la práctica de las decisiones de los ór-

ganos competentes para aplicar la norma. Se usó la expresión “conducta 

fraudulenta”, como una fórmula no técnica destinada a comprender cual-

quier falsa declaración otro procedimiento de engaño, por el cual un Es-

tado es inducido a dar su consentimiento a un tratado que no hubiese acep-

tado de otro modo. 

 En Viena, la Delegación de Venezuela propuso incluir este artículo 

entre aquellos que causan nulidad absoluta, en forma de excluir la posibi-

lidad de sanatio. Esto fue aceptado porque ello determinaría la nulidad 

absoluta de todas las cláusulas del tratado respecto de todas las partes 
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contratantes. 

 El texto aprobado da al Estado víctima del dolo, distintas opciones: 

continuar aplicando el tratado; alegar la nulidad parte de tratado o de todo 

el tratado. Por otra parte, en el caso de un tratado multilateral, si bien uno 

de los estados pudo haber sido víctima de dolo, el tratado, sin embargo, 

puede continuar en vigor entre los demás. Se castigaría, de otro modo, a 

quien no ha tenido nada que ver con las maniobras fraudulentas, descono-

ciéndose un principio básico en esta materia, según el cual el fraude solo 

puede perjudicar a su autor. 

 

6. Corrupción 

El art. 50 introduce un vicio adicional del consentimiento: la corrupción. 

Este supuesto vicio del consentimiento, que no fue indicado por los trata-

distas y del que no hay ejemplo en derecho privado o internacional, es, en 

rigor, innecesario, ya que la corrupción cae dentro del artículo relativo al 

dolo. La corrupción por un Estado, del representante de otro Estado, cons-

tituye una conducta fraudulenta que cae dentro del art. 49. No se trata de 

un vicio del consentimiento, autónomo, sino de uno de los métodos dolo-

sos para obtener un consentimiento: hay allí ocultación y no revelación 

por parte del agente que ha recibido el soborno y hay maniobras consis-

tentes en el entendimiento secreto y la complicidad con el representante 

infiel o desleal. 

 Si la corrupción ha sido promovida por una compañía privada y no 

por el Estado co-contratante, la disposición podría ser aplicable, en caso 

de demostrarse alguna conexión entre esa compañía el Estado contratante, 
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ya que este articulo exige que la corrupción haya sido efectuada directa o 

indirectamente por otro Estado negociador. 

 

7. Coacción sobre el representante de un Estado 

La doctrina tradicional admite la nulidad del consentimiento arrancado 

por medio de la violencia física o moral contra el representante del Estado, 

para obligarlo a que dé su consentimiento para la aprobación del tratado. 

 Ha habido casos en los que se ha empleado la coacción en esa forma, 

como el Acuerdo de Munich y otros que registra la historia. Por eso, el 

art. 51 establece esta causal de nulidad con carácter absoluto, ya que dice 

que la manifestación del consentimiento obtenida en esa forma “carece de 

todo efecto jurídico”. 

 Es interesante señalar que si bien se establece una nulidad absoluta 

erga omnes, lo que se anula no es el tratado, como ocurre en cambio en 

los arts. 52 y 53, sino la expresión del consentimiento arrancado por la 

violencia. Esto significa que un acuerdo multilateral puede sobrevivir si 

se ha empleado violencia contra una de las partes, pero no con respecto a 

las demás. 

 Se preguntó en Viena si el Estado autor de la violencia puede invocar 

ese hecho, observándose que no podría hacerlo conforme a los principios 

generales de derecho que impiden, a quien ha realizado un acto ilícito, 

beneficiarse de él. 

 Estados Unidos propuso en Viena atribuir a esta causal de nulidad un 

carácter relativo y no absoluto, en forma que solo el Estado perjudicado 
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pudiera alegar la coacción, y exigiendo que la coacción haya sido ejercida 

por otro Estado negociador. Prevaleció, sin embargo, la tesis de la C.D.I. 

según la cual la gravedad de los medios empleados en este caso justifica 

el carácter internacional y viola tan gravemente los principios de derecho 

y la moral, que afecta a todos los estados y no a la víctima directa sola-

mente. 

 La coacción puede ser física o moral y ejercitada mediante actos o 

amenazas. Se eliminó en Viena la palabra “personalmente”, que figuraba 

en el proyecto de la Comisión, a fin de dejar en claro que quedan incluidos 

los actos o amenazas dirigidos contra la familia del representante del Es-

tado. Es indudable que aun cuando se ejerzan actos físicos contra los 

miembros de la familia del representante, las amenazas en realidad se di-

rigen contra él. 

 

8. Coacción sobre un Estado por la amenaza o el uso de la fuerza 

La doctrina tradicional no admitía la nulidad del tratado, cuando la vio-

lencia era ejercida, respecto del Estado que suscribe el tratado, por medio 

de la guerra o de la amenaza de fuerza. La doctrina clásica admitía la va-

lidez de los tratados arrancados mediante la fuerza de las armas, e incluso 

los tratados, de paz. Esto era consecuencia de la licitud de la fuerza. El 

argumento que hacían los autores clásicos era que si se establecía en esos 

casos el vicio de violencia, esto perjudicaría a la propia víctima, porque 

entonces el único modo de poner fin a una guerra sería, no el tratado de 

paz, sino el aniquilamiento del vencido. 

 Frente a esta doctrina tradicional se levantó, en 1953, el informe del 
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Profesor Lauterpacht, proponiendo que “los tratados impuestos o que sean 

resultado del uso o de la amenaza de la fuerza contra un Estado, con vio-

lación de los Principios de la Carta de las Naciones Unida, son nulos si 

así lo declara la Corte Internacional de Justicia, a pedido de cualquier 

Estado”. Se fundaba Lauterpacht en que el derecho internacional con-

temporáneo, la fuerza y la amenaza de la fuerza han sido prohibidas, 

de modo que los resultados de esa ilegalidad no pueden ser admitidos 

como válidos. 

 Por otro lado, la fórmula propuesta admitía la licitud de los acuerdos 

o armisticios obtenidos por una acción de legítima defensa o mediante la 

aplicación de la fuerza por la propia organización internacional, ya que 

solo se sancionaban con nulidad los tratados obtenidos por la fuerza, con 

violación de los Principios de la Carta. 

 El relator siguiente, Fitzmaurice, mantuvo este artículo. En cambio 

Waldock recoció la iniciativa de Lauterpacht y propuso la nulidad relativa 

a pedido del estado víctima. 

 El artículo aprobado en Viena vuelve a la versión de Lauterpacht es-

tableciendo la nulidad absoluta, ab initio, de todo el tratado, lo que supone 

también la nulidad de acuerdos multilaterales obtenidos en esa forma. La 

nulidad es así insanable y susceptible de plantearse por cualquier Estado 

interesado, aunque no haya sido víctima de la coacción. La redacción de 

la fórmula es tan amplia que cubre, incluso, la posibilidad de que el tratado 

sea nulo aun cuando la fuerza no se haya dirigido contra un Estado parte 

del acuerdo: en el caso del Tratado de Munich, que fue obtenido mediante 

la amenaza de la fuerza contra Checoslovaquia, aunque ésta no fue técni-

camente parte del Acuerdo. 
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9. Concepto de fuerza 

Se presentó en Viena una enmienda de 14 estados que buscaban incluir 

expresamente en este artículo la presión económica o política, estimando 

que la expresión “amenazas o uso de la fuerza” englobaba esta forma de 

presión. Se invoca en apoyo de esta propuesta los arts. 13 y 16 de la Carta 

de la O.E.A. En la discusión se mencionaron, como ejemplos, el bloqueo 

de ciertos productos, permitiendo importar productos idénticos de la 

misma región pero de otro Estado. 

 Algunas delegaciones señalaron que el concepto de presión política y 

económica no está suficientemente definido como para incluir en forma 

de causal de nulidad. Una cosa es condenar esa forma de presión y otra es 

declarar nulos los tratados supuestamente celebrados bajo presión. Se hizo 

notar que salvo los casos de tratados entre estados de la misma fuerza 

económica y política, la inclusión de esta fórmula incitaría a los estados a 

anular los tratados cada vez que se consideraran perjudicados. Se hizo no-

tar, asimismo, que la fórmula propuesta por la C.D.I. y que prevaleció en 

definitiva, era el resultado de un compromiso entre puntos de vista diver-

gentes y permitía lograr a un acuerdo general para admitir ese principio 

de la nulidad del tratado obtenido por la coacción, lo que constituye un 

progreso notable. 

 El propio texto aprobado se limita a hablar de “amenazas o uso de 

fuerza”, que es la fórmula elástica contenida en la propia Carta. Esta fór-

mula no excluye que los casos realmente graves de presión política o eco-

nómica, pueda declararse la nulidad de un tratado, como decía 
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Lauterpacht al proponer este artículo. En el caso de un Estado, la línea 

limítrofe entre estas dos clases de coerción no es rígida. La fuerza física 

directa puede aplicarse únicamente a las personas, pero no a la entidad 

colectiva del Estado. En casos tales como las tentativas o amenazas de 

reducir a un Estado a someterse mediante el hambre, cortando sus impor-

taciones o su acceso al mar, aun cuando no se empleé fuerza física direc-

tamente respecto de persona alguna, puede ser difícil negar que el tratado 

deba considerarse como habiendo sido concluido como resultado del em-

pleo de la fuerza o la amenaza de fuerza. Por ejemplo, el bloqueo econó-

mico es uno de los medios coercitivos enumerados en el art. 44 de la Carta. 

Igualmente, una presión política de graves características podría constituir 

una amenaza de fuerza. 

 La enmienda de las 14 potencias significaba, más que codificar el de-

recho de los tratados, interpretar la Carta de las Naciones Unidas. Podía 

llevar, como argumento a contrario, a aducir que la presión económica y 

política de graves características no se halla ahora comprendida en el art. 

2, párrafo 4, de la Carta. En cambio, la fórmula aprobada en el art. 52 no 

prejuzga el contenido de la Carta: es susceptible de una interpretación am-

plia y progresiva a la luz de las circunstancias de cada caso; es una fórmula 

que requiere ser interpretada en armonía con las condiciones y opiniones 

que prevalezcan de tiempo en tiempo. La interpretación de los órganos de 

las Naciones Unidas deberá necesariamente ser tomada en cuenta en la 

solución de cualquier controversia que pueda surgir en la aplicación del 

art. 52. 

 La invocación del principio latinoamericano de no intervención no es 

pertinente en este contexto. No cabe extraer de este principio el 
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corolario de que la presión económica o política configura una causal 

de nulidad de un tratado libremente consentido. La introducción de 

este concepto de presión económica y política puede conducir a estable-

cer normas diferenciadas en el plano jurídico entre los estados, según su 

mayor o menor importancia económica. Esto puede ofrecer inconvenien-

tes cuando se trata de codificar el derecho de los tratados. Cabe recordar 

cn este sentido lo ocurrido en el derecho romano, cuando se intentó pro-

teger a menores introduciendo la lesión como vicio del consentimiento. 

Ello dio lugar a frecuentes reclamaciones nulidad y la consecuencia prác-

tica fue que se cesó de contratar normalmente con los menores, desde que 

nadie tiene interés en contratar con quien no queda igualmente obligado. 

Se creó así una incapacidad contractual de facto, a menos que apareciera 

algún sujeto de plena capacidad que saliera de fiador. 

 El Derecho Internacional descansa en el principio de la absoluta ca-

pacidad de todo Estado para celebrar acuerdos y cuidar por sí sus intere-

ses, según resulta del art. 5. 

 Por último, la enmienda de las 14 potencias no llegó a votarse. Se 

adoptó en cambio una resolución que forma parte del Acta Final en la 

cual: 

…se condena la amenaza o el uso de la presión en cualquier forma: militar, 

política y económica, por parte de un Estado, con el fin de coaccionar a otro 

Estado para que realice un acto relativo a la celebración de un tratado, con 

violación del principio de la igualdad soberana y de la libertad del consenti-

miento. 
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10. El elemento temporal 

Antes de adoptarse el art. 53 de la Convención, existía una gran preocu-

pación e interés para saber a partir de qué momento existía esta nulidad 

del tratado arrancado por la fuerza. Había quienes sostenían que debía ser 

a partir de la fecha de la entrada en vigor de la propia Convención. La idea 

que predominó en la C.D.I. es que esta regla codificaba el principio de lex 

lata, que databa fundamentalmente de la fecha de entrada en vigor de la 

Carta. Otra tendencia era partidaria de ir más atrás: sostenía el principio 

que prohibía la guerra; databa del Pacto Briand-Kellog y aun del de la 

Sociedad de Naciones. Esta tendencia predominó en la primera parte de 

la Conferencia, y por ello se adoptó una enmienda checoslovaca que men-

cionaba “1os principios de derecho internacional incorporados en la Carta 

de Naciones Unidas”. Con esto se buscaba señalar que la Carta no era el 

primer instrumento que establecía la ilicitud del empleo de la fuerza. Esta 

cuestión ha perdido interés a partir del art. 4 de la invención, que se refiere 

a su irretroactividad 

 

11. La noción de jus cogens 

La escuela positiva y consensualista del derecho internacional, indiscutida 

hasta hace poco tiempo, no admitía la acción, propia del derecho interno, 

de un orden público que limite la autonomía de voluntad de las partes 

contratantes. Brierly, que fue el primer relator de la C.D.I. sobre tratados, 

observa en su “Law of Nations” que en materia internacional “prevalece 

una casi completa libertad contractual”. Ross, en su “Textbook”, afirmaba 

aún más radicalmente que “no existe límite para la validez a lo que los 
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estados puedan convenir entre ellos. Jellinek no hacía sino llevar esta tesis 

a sus extremos lógicos, cuando afirmaba, con algo de que “tout acte illi-

cite internacional pourrait être éleve au rang du droit si l’on en fair le 

contenu d’ un traité”. 

 No siempre habla sido así. Como lo decía la Delegación de México: 

“En los albores del derecho internacional, Grocio y sus eminentes precur-

sores españoles, imbuidos por la teoría del derecho natural, que entonces 

prevalecía de manera absoluta, postulaban la existencia de principios sus-

ceptibles de descubrirse por la razón y que gozaban de vigencia absoluta, 

eterna e inalterable, muy por encima de los intereses o pactos de los hom-

bres e incapaces de ser influidos por estos”. Los continuadores de Grocio, 

como Wolff y Vattel, distinguían entre el “derecho necesario”, que las 

naciones no pueden modificar por acuerdo, del “derecho voluntario”. 

 Ciertos acontecimientos de este siglo y en particular aquellos que se 

produjeron antes y durante la Segunda Guerra Mundial, hicieron volver a 

creer en la existencia de ciertas normas superiores a la voluntad de los 

estados, aunque sobre bases totalmente distintas a la doctrina del viejo ius 

naturalismo. 

 Ya en 1937, Verdross, escribiendo desde Austria, muy expuesta en-

tonces al “Anschlüss” y a la penetración nazi, publicó un artículo con un 

título muy expresivo: “Forbidden treaties in International Law”, en donde 

señalaba, entre otras cosas, que sería nulo un tratado por el cual el Estado 

enajenaba su independencia en materia de defensa nacional o policía in-

terna. En 1953, Lauterpacht, el segundo relator sobre Derecho de los Tra-

tados, sucesor de Brierly, propuso, bajo el título “licitud del objeto del 

tratado”, un artículo 15 por el cual se declaraba que “un tratado, o 
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cualquiera de sus disposiciones, es nulo si su ejecución implica un acto 

que es ilícito conforme al derecho internacional y es declarado así por la 

Corte Internacional de Justicia”. 

 Señalaba, en su exposición de motivos, que, en principio, existe la 

autonomía de la voluntad para que las partes puedan contratar fuera (con-

tract out) de las normas del derecho internacional general o consuetudi-

nario, en tanto no se afecten derechos de terceros: dos estados pueden, en 

sus relaciones recíprocas, extender el mar territorial; ejercer recíproca-

mente actos de jurisdicción sobre sus barcos en alta mar; negar inmunidad 

de jurisdicción a sus diplomáticos. Pero existen ciertos casos en que el 

objeto del tratado puede ser ilícito, y el tratado ser nulo: así, por ejemplo, 

un tratado que obligue a las partes a fomentar la trata de esclavos, a per-

mitir el corso o a lanzar una guerra de agresión. Agregaba Lauterpacht 

que la nulidad no resulta de una “incompatibilidad con el derecho in-

ternacional consuetudinario puro y simple, sino con ciertos principios 

básicos de derecho internacional”. Fitzmaurice recogió este concepto, 

señalando que era esencial para la validez del tratado que no contravi-

niera “esos principios y reglas de derecho internacional que tiene natura-

leza de jus cogens. Tiene pues el mérito de haber utilizado esta expresión, 

por oposición a “ius dispositivum y Mc Nair, en su “The law of treaties” 

señalaba ejemplos concretos: la esclavitud, los métodos bélicos inhuma-

nos, la guerra de agresión, etcétera. 

 Waldock recogió y combinó las fórmulas de sus predecesores, esta-

bleciendo el principio de nulidad de los tratados que infrinjan una norma 

de jus cogens: tratados que involucran el uso o la amenaza de la fuerza; 

que impliquen la ejecución de un delito internacional o la ejecución de un 
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acto a cuya supresión se ha obligado todos los estados, como la esclavitud, 

la piratería, el corso o el genocidio. 

 La comisión aceptó el principio, pero no la técnica, de ejemplifica-

ción, señalando que ello llevaría a codificar materias muy alejadas al de-

recho internacional: nada menos que hacer una nómina de todos los actos 

internacionales que son ilícitos. Ello obligó a intentar apresar el concepto 

de jus cogens. 

 

12. Concepto de jus cogens 

Se ha dicho que es ésta una fórmula mágica, un fantasma sin carne ni 

hueso flotando por encima de la terra firma del derecho internacional. 

 Sin embargo, es posible fijar cuatro elementos básicos en el concepto 

de jus cogens, tal como resulta de la Convención. 

 1º. Debe tratarse, en primer lugar, de una norma de derecho interna-

cional general, que obligue a todos los estados. Esto significa que debe 

ser una norma de derecho consuetudinario, aun cuando es posible que se 

origine en un tratado, como la Declaración de París de 1856 aboliendo el 

corso. Pero ese tratado tiene que haberse convertido en norma consuetu-

dinaria general. 

 2º. Que se trate de una regla que sea imperativa o preceptiva, en el 

sentido de que no admita acuerdo válido en contrario. 

 3º. Que se trate de una norma reconocida con el carácter de imperati-

vidad o preceptividad por la comunidad internacional de estados en su 

conjunto. 
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 En Viena diversas delegaciones insistieron, por medio de una en-

mienda, en reforzar este carácter y hacerlo explícito. Decía el delegado de 

Finlandia: “Se trata de normas fundamentales, universalmente reconoci-

das por la comunidad internacional”. Y el delegado de Estados Unidos 

expresaba que “una norma de derecho internacional solo es jus cogens si 

tiene carácter universal y la ha suscrito la comunidad internacional en ge-

neral”. El delegado de Grecia, Evrigenis, indicaba que “el elemento esen-

cial del principio radica en la universalidad de su aceptación por la comu-

nidad internacional”. 

 Pero, señalaba el Profesor Yasseen, Presidente del Comité de Redac-

ción, “no se trata de exigir que una norma sea aceptada y reconocida como 

imperativa por los estados de la manera unánime. Basta una mayoría muy 

amplia, lo cual significa que si un Estado rehúsa, aisladamente, aceptar el 

carácter imperativo de una norma, o bien si dicho Estado es apoyado por 

un número muy pequeño de estados, ello no puede afectar a la aceptación 

y el reconocimiento del carácter imperativo de esa norma por la comuni-

dad internacional en su conjunto. 

 Esto fue aceptado en general, pero el delegado de Estados Unidos, 

formuló una salvedad significativa: “la norma debe ser aceptada y reco-

nocida como una obligación jurídica por la comunidad internacional de 

estados tomada en su conjunto. Desde luego, esto requiere como mínimo 

que no se oponga a ello ningún elemento importante de la comunidad in-

ternacional”. 

 4º. Pero esas normas no son inmutables. Esta es la diferencia funda-

mental con la teoría clásica del derecho natural. Pero esto a su vez plan-

teaba una dificultad. Si existe una norma de jus cogens y esta, por 
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definición, no admite acuerdo en contrario ¿cómo es posible proceder a 

su reforma o modificación? En la esfera del derecho interno no existe ese 

problema, porque el legislador puede, por vía de ley, fijar nuevas normas 

y concepciones de orden público, o public policy. Por eso, señalaba Lau-

terpacht, “la sociedad internacional queda desprovista de los medios 

necesarios de desarrollo mediante el proceso de la legislación interna-

cional. Sin embargo, Lauterpacht indicaba un ejemplo de cómo pueden evo-

lucionar algunas normas de jus cogens, en la esfera internacional, como la 

norma de no intervención y el principio de independencia de los estados. El 

art. 2 (6) de la Carta autoriza cierta interferencia con esos principios. 

De ahí cabe inferir, decía Lauterpacht, que “un tratado multilateral con-

cluido en interés de la comunidad internacional general es válido aun 

cuando se aparte o sea contrario a lo que se ha considerado, hasta enton-

ces, y en el pasado, como una regla inderogable del derecho internacional 

consuetudinario”. 

 En esto se inspiró la C.D.I. para señalar el cuarto elemento definido 

del jus cogens: que estas normas solo pueden ser derogadas o modificadas 

por normas que tengan el mismo carácter, es decir, que presenten esos 

rasgos de generalidad, imperativa (preceptiva) y reconocimiento corno ta-

les por la comunidad internacional de estados en su conjunto. Otro ejem-

plo que indicaba Waldock, la definición clásica de piratería, fue modifi-

cada en la Convención sobre Alta mar. 

 Es innegable que la definición tiene cierto carácter tautológico: define 

el jus cogens por sus efectos (no puede ser derogada sino por otra norma 

del mismo carácter) más que por su naturaleza intrínseca. De ahí que al-

gunos autores han querido apresar esa naturaleza específica. Para Tumkin, 
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por ejemplo, “las reglas de jus cogens son aquellas establecidas en interés 

de la comunidad internacional en su conjunto”. Para Ruda, “que la regla 

salvaguarde valores de vital importancia para toda la humanidad”. Pero, 

Ago señalaba que estas fórmulas son insuficientes: “no es bastante que 

una norma salvaguarde el interés general, para transformarse en regla de 

jus cogens. Lo más importante es determinar si la derogación de la regla 

por acuerdo entre ciertos estados sería perjudicial a los intereses generales 

de la comunidad internacional”. En este mismo sentido, Eck, de Suecia, 

decía en Viena: “lo que da a la norma carácter de jus cogens es más bien 

el hecho de que la comunidad internacional la considera de tal importancia 

que no puede tolerar que sea derogada ni siquiera por dos estados me-

diante un acuerdo inter se”. 

 Se ven más sus efectos, que a la naturaleza intrínseca. ¿Cuándo una 

regla es de tal importancia que se estima indispensable en la vida interna-

cional y no tolera su derogación por acuerdo particular? No se trata, como 

proponía Lauterpacht, de actos ilícitos puros y simples. A nuestro juicio, 

son las reglas de derecho internacional las que establecen o definen actos 

ilícitos tan graves que afectan no solo los intereses del Estado víctima 

de esa ilicitud, sino de la comunidad internacional en su conjunto. Se 

trata de ilícitos internacionales que constituyen el colmo de la ilicitud. Y 

actos ilícitos de esta gravedad, siguen siendo tales, si son cometidos por 

un Estado aislado, tanto como por un grupo de estados que celebran un 

tratado. 

 Pero, debe de tratarse de un acto reprobado por la comunidad inter-

nacional en su conjunto y no por un grupo de estados. Así, por ejemplo, 

un convenio entre dos estados para entregarse a los asilados políticos en 
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sus embajadas no sería violatorio del jus cogens, pues no se trata de una 

norma reconocida por la comunidad internacional en su conjunto. Sin em-

bargo, del punto de vista de los estados americanos que aceptan el asilo, 

sería un acto ilícito y no humanitario. En cambio, sería violatorio del jus 

cogens un convenio para la entrega de esclavos fugitivos o de genocidas, 

porque aquí se trata de normas generalmente reconocidas y que chocan 

con la conciencia de la comunidad internacional en su conjunto. 

 Se debe cuidar de no exagerar el alcance de esta causal de nulidad, en 

sentido positivo, queriendo hacer de él una mística que renueve el derecho 

internacional, o en un sentido negativo, viendo en él un elemento de diso-

lución de los tratados y de anarquía. El alcance del art. 53 es relativamente 

limitado en sus efectos. La comunidad internacional reconoce ciertos ilí-

citos que infringen sus intereses esenciales y sus concepciones morales 

básicas, como el empleo de la fuerza y la agresión, el genocidio, la discri-

minación racial o la violación sistemática de derechos humanos. No basta 

con condenar la violación de tales principios: es preciso sancionar preven-

tivamente, con nulidad absoluta, el tratado mediante el cual dos (o más) 

estados se ponen de acuerdo para la ejecución concertada de actos que 

configuran la violación de no de dichos principios. De allí que la nulidad 

se aplica no solo al tratado si a todo acto o acción que esté en oposición 

con una norma imperativa de derecho internacional general, así como el 

eventual reconocimiento de ese acto ilícito por uno o varios estados. 

 Está en la propia naturaleza de las cosas que, en la práctica, este tipo 

de tratado, desafío flagrante a la conciencia internacional, sea poco fre-

cuente y rara la hipótesis de tratados nulos por aplicación de este precepto. 

Decía el delegado de Rumania: “serían pocos los estados que hoy por hoy 
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decidieran celebrar un tratado que revelase una intención de violar una 

norma de jus cogens, con el consiguiente ultraje a la conciencia de toda la 

comunidad internacional. En realidad, no es de esperar que surjan con fre-

cuencia conflictos entre los tratados y las normas de jus cogens. Pero, 

agregaba el delegado, esta “norma tiene ante todo una función preventiva. 

Advierte a los estados que deben celebrar exclusivamente tratados con-

formes con los principios fundamentales del derecho internacional y con 

otras normas imperativas de ese derecho”. Por otra parte, cabe recordar 

que cada vez que se afirma que determinado principio constituye una regla 

del jus cogens, se disminuye el campo de aplicación de uno de los pilares 

del derecho internacional, la regla de que aquello que los estados convie-

nen es la suprema ley para las partes. 

 La importancia atribuida al jus cogens descansa así más que en sus 

efectos prácticos, en su significación científica o doctrinaria. Como dice 

Scheuner: 

…la doctrina positiva que basaba el derecho internacional exclusivamente en 

la voluntad de los estados y que le atribuía importancia decisiva a los tratados 

no es ya admitida. Las reglas estrictamente obligatorias de derecho inter-

nacional solo pueden tener una base objetiva si son consideradas como 

independientes del consentimiento de los respectivos estados. La comisión 

de Derecho Internacional no consideró este como derecho natural. Es más 

bien la expresión de un orden jurídico común, desarrollado dentro de la co-

munidad de naciones en su conjunto. Representan reglas que están basadas en 

una convicción común entre las naciones históricamente creadas, por consi-

guiente, pueden también estar sujetas a cambios o aplicaciones. 
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13. Efectos de esta violación 

El tratado violatorio del jus cogens es total y absolutamente nulo ab initio. 

“Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, esté en opo-

sición con una norma imperativa de derecho internacional general”. Esto 

quiere decir que no es convalidable y que su nulidad puede ser denunciada 

por cualquiera y aun ser suplida de oficio por un tribunal. Decía Lauter-

pacht: “como el tratado ofensivo es contrario a disposiciones inderogables 

del derecho internacional, no puede ser ejecutado por un tribunal interna-

cional aun si el Estado que se beneficia de la anulación, deje de plantear 

el asunto. Por otro lado, el Estado demandado, que haya tornado parte en 

la celebración del tratado ilegal, puede invocar la ilegalidad como defensa, 

In pari delicto potior est conditio defendentis”. Esto ha originado críticas, 

decía el delegado de Malasia, en Viena, 19° Pleno: 

Una vez que un tratado haya sido debidamente negociado y celebrado entre 

dos estados conforme a las realidades de sus relaciones mutuas, un tercer Es-

tado, ajeno al tratado, podría, basándose en el art. 53, optar por no tomar en 

consideración los derechos y las obligaciones creadas por el tratado entre las 

partes. 

Pero esto se debe al carácter “público” de la ilicitud concertada: el crimen 

contra un Estado es crimen contra todos, por otro lado, la disposición no 

se aplica en la forma señalada por el delegado de Malasia. 

 

14. Modus operandi para aplicar la disposición 

Pero, lo que se ha dicho no significa que queda resuelto el problema con-

creto de identificar, en cada caso, si se ha celebrado un tratado nulo por 
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violación del jus cogens, ¿Cuál es el modus operandi al respecto? Hay dos 

métodos posibles: 1°. El de la enumeración --taxativa o por vía de ejem-

plo-- de casos de jus cogens, como lo proponía Waldock, y 2°. El de con-

fiar a un órgano judicial el identificar, en cada caso, la existencia de una 

infracción al jus cogens, como proponía Lauterpecht con respecto a la 

Corte Internacional de Justicia. 

 En cuanto al primer método se podrían mencionar los principios de la 

no agresión, la no injerencia en los asuntos internos, la (violación) de la 

igualdad soberana, la libre determinación nacional y otro principios fun-

damentales del derecho internacional contemporáneo y la Carta de Nacio-

nes Unidas. Líbano mencionaba “las normas fundamentales del derecho 

humanitario, como la prohibición de la esclavitud y el genocidio y el trato 

de los prisioneros, de los heridos y de la población civil en tiempos de 

guerra”. Ghana señalaba “la discriminación racial”. Checoslovaquia decía 

que “un Estado no puede celebrar un tratado válido que tenga por fin ex-

terminar a una nación o a un grupo étnico o destruir la soberanía territorial 

o la independencia política de un Estado”. Italia señalaba: “un tratado si-

milar a los acuerdos del siglo XVIII para la partición de Polonia”. Chipre: 

“Un régimen de capitulación o un acuerdo de protectorado”. Marek: “un 

tratado estableciendo la incapacidad internacional de alguna de las partes 

para celebrar tratados”. El Juez Taraka: “el derecho relativo a la protec-

ción de los derechos humanos puede considerarse perteneciente al jus co-

gens. 

 La otra posibilidad es encomendar la tarea al órgano jurisdiccional. 

Esto ha originado críticas. 

 Decía el Reino Unido: 
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…pedir a la Corte que determine si una regla de derecho internacional tiene el 

carácter de norma imperativa y en qué momento lo ha adquirido sería impo-

nerle una carga demasiado pesada. Sería lo mismo que encargar a un tribunal 

que estableciera el contenido de un código penal. 

Dradder, de Bélgica: “no es posible encomendar a los árbitros y jueces 

la tarea de crear el derecho, pues su misión concreta consiste en aplicar 

la leyes, no es formularlas”. 

 Francia expresaba: “la función del juez internacional es aplicar y pre-

cisar el derecho, no crearlo”. En cambio, Japón: 

…la cuestión del conflicto entre un tratado y una norma imperativa de derecho 

internacional es de carácter eminentemente jurídico y afecta a los intereses 

generales de toda la comunidad de naciones. No puede permitirse que esta 

cuestión se resuelva mediante procedimientos ad-hoc convenios entre las par-

tes en la controversia. La delegación del Japón cree firmemente que no debe 

permitirse a ningún Estado que recurra al art. 53 sin aceptar la jurisdicción 

obligatoria de la Corte. 

Waldock: (La comparación con el código penal) “no refleja la situación 

real. En realidad, en los sistemas jurídicos de common law, los conceptos 

de orden público y de ilegalidad en el derecho de los contratos son, esen-

cialmente, producto de la jurisprudencia”. 

 Maresca: “Esta tarea solo puede realizarse por jueces y árbitros”. 

 Irlanda: “Solo se podrá aplicar si va asociada a algún medio indepen-

diente y con autoridad para decidir si un principio invocado por una parte 

como jus cogens es tal”. 

 Esta fue la fórmula a la que se llegó en definitiva en Viena, pues la 

determinación del jus cogens queda librada a la competencia obligatoria 
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de la Corte. Tal solución ha contado con el apoyo de la doctrina. Así, por 

ejemplo, Jennings decía, antes de Viena, que “la solución ideal sería cier-

tamente ligar el art. 53 con un requerimiento de jurisdicción compulso-

ria”. El profesor Sinclair, que fue uno de los delegados británicos en 

Viena, ha dicho: 

…la decisión de atribuir las disputas relativas a la aplicación del jus cogens a 

la Corte Internacional de Justicia, es de importancia primaria. Esto permitirá 

al más alto órgano judicial de la comunidad internacional desarrollar una ju-

risprudencia consistente y coherente sobre el alcance y contenido de este con-

cepto que está emergiendo gradualmente. Proporciona, también, una salva-

guarda sustancial para aquellos que temían que el reconocimiento de esta cau-

sal de nulidad nueva e indefinida, pudiera fomentar a ciertos estados a afirmar 

unilateralmente la invalidez de un tratado, bajo una noción de jus cogens que 

no ha obtenido aceptación universal o, ni siquiera, general. Tal afirmación 

puede aún hacerse, pero conforme a la Convención su examen por la Corte 

Internacional queda asegurado en definitiva. 

 

15. Terminación de los tratados y suspensión de su aplicación 

Existen dos tipos de causas de extinción de tratados, o más exactamente, 

de cesación de los efectos de los tratados. Esta fórmula es la aplicable a 

los tratados multilaterales, que cesan en sus efectos para un Estado, pero 

pueden seguir en pie para los demás. 

 Causas intrínsecas son aquellas contenidas en el propio tratado, como 

el plazo o la condición resolutoria. Las causas intrínsecas están mencio-

nadas en el art. 39, párrafo 2 y en el art. 54 letra a). Se establece, en efecto, 

que la terminación de un tratado por el retiro de una parte podrá tener 
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lugar conforme a las disposiciones del mismo. 

 La Convención legisla, en particular, sobre las causas extrínsecas. 

 

16. Mutuo disenso 

El art. 54, en su párrafo b), prevé la terminación o retiro de un tratado “en 

cualquier momento, por consentimiento de todas las partes”. 

 El art. 57 establece la misma norma para la suspensión. Las partes 

tienen libertad absoluta para modificar o extinguir un tratado preexistente 

aun cuando se hubiera concertado a perpetuidad. 

 Algunos sostienen la teoría del acto contrario: un tratado solo puede 

ser derogado por otro acuerdo celebrado con idénticas formalidades que 

el original. La Convención no recoge esta norma ni exige formas especia-

les para el “mutuo disenso”: un acuerdo bilateral puede ser abrogado por 

simple canje de notas. La terminación de un tratado puede también pro-

ducirse mediante un acuerdo tácito: si una parte comunica a otra su deseo 

de poner fin a un tratado, ésta, por su conducta, puede indicar que no tiene 

objeciones. 

 Es posible, asimismo, extinguir un tratado por acuerdo oral. El texto 

de la Convención es tan amplio que incluye el caso de desuso, que no es 

considerado como una forma específica de terminación de tratados. La 

base jurídica de tal terminación, cuando se produce, es el consentimiento 

de las partes para abandonar el tratado, que se infiere de su conducta. 

Tampoco la renuncia es una causal específica; dado que no pone fin por 

sí sola al tratado, se requiere la aceptación de la otra parte o partes. 
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17. Reducción del número de partes en un tratado multilateral 

El art. 55 prevé no una causa de terminación, sino de continuación de tra-

tados, y dispone que el tratado multilateral no terminará por el solo hecho 

de que el número de partes llegue a ser inferior al necesario para su entrada 

en vigor. Si se tiene la intención de que el número mínimo de partes fijado 

para la entrada en vigor constituya condición continua para la permanen-

cia en vigor del tratado, sería necesario estipularlo así. 

 

18. Denuncia o retiro en el caso que el tratado no contenga 

disposiciones sobre terminación, denuncia o retiro 

La denuncia prevista en el tratado constituye una causa intrínseca de ter-

minación. Pero el art. 56 regula el caso de que no se haya previsto la de-

nuncia del tratado. Se ha discutido mucho si debe admitirse en este caso 

el derecho de denuncia. 

 Existen tres posiciones al respecto. La primera sostiene que en caso 

de silencio debe presumirse la facultad de denuncia. Esta tesis fue adop-

tada en la Convención de La Habana sobre tratados. La posición opuesta 

es la adoptada en el proyecto de Harvard: solo admite la denuncia de los 

tratados que no la prevén expresamente, si todas las partes aceptan el ejer-

cicio de esta facultad, expresa o tácitamente. En tanto que la primera 

solución es excesivamente amplia y se presta a abusos, esta segunda, 

es demasiado severa, por cuanto existen tratados respecto de los cua-

les, evidentemente, las partes tuvieron la intención de que no duraran 

indefinidamente. 
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 La fórmula intermedia establece que, en principio, el tratado que no 

contiene facultad de denuncia no puede ser denunciado, a menos que esa 

facultad surja de manera implícita. 

 Según algunos autores, un modus vivendi comercial es un ejemplo 

obvio. Los tratados de alianza y comercio se hallan probablemente en el 

mismo caso. Según el proyecto de Fitzmaurice, esta facultad de denuncia 

puede surgir: a) de la intención de las partes: b) de la propia naturaleza de 

tratado, tales como los tratados de alianza o de carácter comercial. Wal-

dock siguió esta misma tesis incluyendo entre los tratados denunciables 

los comerciales, de alianza, de cooperación técnica y arbitraje, y entre los 

no denunciables, los de límites, cesión de territorio, los de paz y desarme, 

los de arreglo pacífico y de codificación. 

 En la C.D.I., se adoptó la tesis de admitir la facultad de denuncia 

cuando ello podía inferirse de la intención de las partes, pero no se consi-

deró que la naturaleza del tratado por sí sola pudiera autorizar tal de-

nuncia. Esa intención podía inferirse de manifestaciones al celebrarse 

el tratado, de otras circunstancias de negociación y a aún de la propia 

naturaleza del tratado y de su objeto. Pero, como dice el informe, “la 

intención de las pares es esencialmente una cuestión de hecho a determi-

narse no meramente por referencia al carácter de un tratado, sino a todas 

las circunstancias del caso. La naturaleza del tratado es solo uno de los 

elementos a tomar en cuenta”. 

 Se propuso entonces un artículo que comenzaba por establecer el 

principio negativo: “un tratado que no tenga disposiciones sobre su termi-

nación ni prevea la denuncia o el retiro del mismo, no podrá ser objeto de 

denuncia o retiro […] a menos que conste que fue intención de las partes 
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admitir la posibilidad de denuncia”. 

 La fórmula de la Comisión fue atacada en Viena en dos aspectos: 1°. 

por la tendencia intermedia que se adopta estableciendo el principio ne-

gativo. Una enmienda de España, Colombia y Venezuela invirtiendo la 

fórmula, volvía así a la solución de la Convención de La Habana, es decir, 

que en caso de silencio la presunción debe ser admitir la posibilidad de 

denuncia. Esta inversión de la fórmula fue rechazada por amplia mayoría. 

La otra enmienda, que tuvo éxito, fue indicar “la naturaleza de tratado”, 

como un elemento autónomo del cual puede inferirse la facultad de de-

nuncia. Según esta fórmula, existen ciertos tipos de tratados respecto de 

los cuales se reconoce implícitamente del derecho de denuncia, tratados 

que son por su propia naturaleza de carácter temporal. Un ejemplo que se 

indicó por parte de la delegación de Cuba fue el tratado de arrendamiento, 

en base a que los contratos de arrendamiento a perpetuidad están prohibi-

dos por el derecho interno. 

 El párrafo 2 del art. 56 fija un plazo de 12 meses durante el cual cabe 

la posibilidad de celebrar negociaciones para llevar a cabo la denuncia. 

Esto significa que se amplió la posibilidad de terminación, entendiendo 

que el derecho de denuncia puede sobrentenderse en base al carácter del 

tratado. Como un ejemplo se indicaron los tratados de alianza que, como 

dijo el delegado de Chipre, “no pueden continuar indefinidamente en vi-

gor si su fundamento ha dejado de existir”. Otro ejemplo que se indicó 

son los acuerdos en forma simplificada, que generalmente no contienen 

disposiciones sobre terminación y que tratan, por lo general, de cuestiones 

de índole tal que no puede pretenderse que sean de carácter perpetuo. 

 Es importante señalar que la naturaleza del tratado aparece como un 
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factor independiente no concurrente para permitir la denuncia. 

 Aun cuando se suscitaron dudas al respecto, es indudable que este 

artículo queda sometido a la aplicación de los procedimientos previstos 

en el art. 56, inciso 2 y en el art. 65. 

 

19. Suspensión inter se de un tratado multilateral 

El art. 58 prevé una fórmula original propuesta por la C.D.I. y que fue 

aceptada en Viena: la suspensión de un tratado multilateral por acuerdo 

entre algunas de las partes, únicamente. Este parece ser el único caso en 

que se permite la suspensión en ciertas circunstancias en que no se permite 

la terminación. 

 Esta fórmula fue criticada por inconveniente. Por ejemplo, permitiría 

que dos de las partes suspendieran entre sí la aplicación de un tratado, 

como el Pacto de Bogotá relativo a la solución pacífica de controversias. 

Tal suspensión no afectaría el disfrute por las otras partes de sus derechos, 

pero menoscabada el interés general de todas las partes en la solución pa-

cífica de controversias entre todas ellas. 

 No se ha aducido práctica estatal alguna que apoye esta suspensión. 

El art. 58 se ha introducido como un corolario lógico del art. 41, que prevé 

la modificación inter partes. Sin embargo, si bien se encuentran muchos 

ejemplos en la situación a que se refiere el art. 41, no se ha señalado nin-

guno correspondiente al art. 58, quedó aprobado, si bien se le introdujeron 

ciertas garantías: la suspensión solo puede tener carácter temporal y puede 

ser total o parcial. 
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20. Abrogación por un nuevo tratado 

Un tratado se puede extinguir mediante la celebración entre las mismas 

partes, de un acuerdo incompatible con el anterior. En este caso la norma 

posterior deroga a la anterior. Para que ello ocurra, debe comprobarse una 

incompatibilidad radical entre los dos acuerdos. Se trata de una deroga-

ción tácita, dado que el nuevo tratado nada dice sobre la suerte del ante-

rior. También esta derogación puede ser total o parcial. Es necesario que 

en el segundo tratado estén todas las partes del primero, para que esta 

disposición sea aplicable, aun cuando se añadan nuevos estados. 

 La fórmula usada, “hasta tal punto incompatibles” pone de relieve la 

necesidad de procurar la conciliación de los dos acuerdos. También aquí 

rige el principio de que la ley posterior general no deroga a la especial: si 

dos estados han concluido un acuerdo concerniente a la resolución por la 

Corte Internacional de ciertas disputas y convienen más tarde en un 

acuerdo general de arbitraje, debe suponer que el acuerdo anterior perma-

nece en vigor. 

 El párrafo 2 de este artículo prevé la posibilidad de “resurrección” del 

tratado anterior. No se produce esta resurrección a menos que exista una 

intención clara de las partes de suspender y no de terminar el tratado an-

terior. En ausencia de esta intención clara, el tratado anterior no revive 

con la extinción del tratado posterior. 
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21. Incumplimiento por una de las partes 

El art. 60 regula los efectos de la violación de un tratado sobre la vigencia 

del mismo. Ante todo, debe señalarse que no cualquier violación del tra-

tado constituye causa de extinción: solo la violación grave de un tratado 

es susceptible de producir su extinción. En el párrafo 3 del art. 60, se de-

fine la violación grave como un rechazo del tratado o la violación de una 

disposición esencial para la consecución del objeto o del fin del tratado. 

Si la violación no alcanza ese carácter, no configura causa de extinción; 

solo autoriza a la otra parte a dejar de cumplir con las disposiciones co-

rrelativas. 

 Pero tampoco la violación grave del tratado produce la extinción; solo 

autoriza a la otra parte a dejar de cumplir con las disposiciones correlati-

vas. 

Pero tampoco la violación grave del tratado produce la extinción automá-

tica del mismo únicamente da, a la parte perjudicada, la opción de dejar 

de cumplir a su vez el tratado y considerarlo extinguido o de exigir su 

cumplimiento y, en defecto del mismo, reclamar de la parte que ha incum-

plido la responsabilidad consiguiente. Existe, en efecto, la posibilidad de 

que la parte inocente tenga más interés en obtener la ejecución del tratado 

que en que se ponga término al mismo. 

 De ahí que el art. 60 establezca que la violación grave de un tratado 

por una de las partes, facultará a la otra para alegar la violación como 

causa para dar por terminado el tratado o suspender su aplicación. 

 La terminología empleada: “alegar la violación como causa”, intro-

duce otra restricción importante, y es que no existe aplicación unilateral 
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de esta causal. La parte perjudicada debe seguir el procedimiento previsto 

en los arts. 65 y 66 de la Convención: notificar por escrito su pretensión, 

indicando la medida que se proponga adoptar y las razones en que se 

funda. Si su planteamiento suscita objeciones, se debe recurrir a los me-

dios de solución pacífica previstos en el art. 65, inciso 3 y en el art. 66, 

letra b. 

 Se rechazó en Viena una enmienda de Venezuela, que facultaba di-

rectamente a la parte perjudicada “a poner término al tratado o suspender 

su aplicación”. Únicamente en una hipótesis se puede prescindir del pro-

cedimiento del Art. 65. Es el caso previsto en el párrafo 2, letra a), del art. 

60: la violación grave de un tratado multilateral, cuando las demás partes 

procedan por acuerdo unánime y decidan suspender la aplicación del tra-

tado o darlo por terminado. Se explica que en este caso se prescinda de la 

gestión prevista en el art. 65, porque se trata de una acción unánime de las 

demás partes de un acuerdo multilateral. 

 La situación de incumplimiento de los tratados multilaterales es más 

compleja que respecto de los tratados bilaterales, porque es necesario te-

ner en cuenta los derechos e intereses de las demás partes. Esta situación 

está regulada en el párrafo 2, del art, 60, en tres incisos. 

 El inciso a) regula la situación en la cual todas las partes actúan uná-

nimemente. Esta decisión colegiada puede decidir suspender el tratado o 

también darlo por terminado. A su vez, la terminación o suspensión puede 

ser únicamente en las relaciones entre las partes y el Estado autor de la 

violación o entre todas las partes. ¡Cabe pues la posibilidad de excluir al 

infractor del círculo de los contratantes y de los beneficios de! tratado, 

continuando los demás ligados por el acuerdo, o también dar por 
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terminado el tratado, incluso en las relaciones entre las partes inocentes. 

 El inciso b) regula la situación para el caso de que ese acuerdo uná-

nime previsto en el inciso a) no se realice o mientras tanto se realice. Se 

faculta aquí a una parte, especialmente perjudicada por la violación, para 

alegar ésta como causa para suspender la aplicación del tratado, total o 

parcialmente, en las relaciones entre ellas y el Estado infractor. No se da 

a la parte perjudicada que actúa aisladamente, la opción de dar por termi-

nado el tratado, sino solo de suspender su aplicación, y únicamente en las 

relaciones entre ellas y el infractor. No podrá por lo tanto suspender el 

tratado en sus relaciones con las demás partes que dan cumplimento al 

mismo. 

 El inciso c) regula la situación de ciertos tratados multilaterales de 

especial naturaleza: “de tal índole, que una violación grave de sus dispo-

siciones por una parte modifica radicalmente la situación de cada parte 

con respecto a la ejecución ulterior de sus obligaciones en virtud del tra-

tado”. Es el caso de un tratado de desarme, de prohibición de ensayos 

nucleares u de renuncia al empleo de la fuerza. En este tipo de acuerdos, 

la obligación de cada parte depende inevitablemente del cumplimiento de 

esa obligación por todas las demás. En este caso, violaciones particulares 

pueden justificar la extinción total del tratado. 

 Por el inciso c) se faculta a cualquier parte que no sea el infractor para 

alegar la violación coma causa para suspender la aplicación del tratado, 

total o parcialmente, con respecto a sus miembros. También esta facultad 

de suspensión previsora dura hasta que, conforme al inciso a), se resuelva 

por acuerdo unánime dar por terminado el tratado o suspenderlo entre to-

das las partes. 
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 Una característica especial de la Convención es que se da opción a la 

parte perjudicada para terminar o suspender el tratado, total o parcial-

mente. Esto permite extinguir todo el tratado o una o varias disposiciones 

del mismo, que por lo común serán las disposiciones incumplidas por el 

infractor. Es importante señalar que esta facultad de dividir las disposi-

ciones en el tratado, a título de sanción, no requiere la presencia de las 

condiciones exigidas para la divisibilidad por el art. 44. Esto busca, en 

particular, permitir que el Estado perjudicado pueda dejar de cumplir, res-

pecto del infractor, la propia decisión separable del resto de un tratado. 

Ello responde a principios generales de derecho (in adimpleti non est 

adimpletum) y para el caso de otras disposiciones, al principio de la retor-

sión o represalias pacíficas. 

 La disposición que hemos analizado es sin perjuicio de las contenidas 

en el tratado, aplicables en caso de violaciones. Por ejemplo, la cláusula 

compromisoria que pueda otorgar facultades a una organización interna-

cional de controlar el incumplimiento de un tratado, como sucede, por 

ejemplo, con las convenciones del trabajo. Cabe agregar que todo este es 

sin perjuicio del derecho del Estado perjudicado a reclamar reparación por 

los daños resultantes del incumplimiento. 

 El párrafo 5 de este art. 60, añadido en Viena a propuesta de Suiza, 

dispone que el mecanismo previsto en los párrafos 1 a 3, no se aplicará a 

“las disposiciones relativas a la protección de la persona humana conteni-

das en tratados de carácter humanitario, en particular a las disposiciones 

que prohíben toda forma de represalia con respecto a las personas prote-

gidas por tales tratados”. Es el caso, por ejemplo, de las Convenciones de 

Ginebra para proteger a las víctimas de la guerra. El incumplimiento de 
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una de las partes no libera a las demás del deber de respetar estas obli-

gaciones humanitarias. Lo mismo ocurre con otras convenciones: so-

bre refugiados, represión de la esclavitud, prohibición del genocidio y 

protección de los derechos humanos en general. Estos tratados que res-

ponden a un interés unánime de la comunidad internacional y benefician 

primariamente a individuos o grupos de individuos, deben ser observados 

en todos los casos, aunque alguna de las partes los violen. 

 En lo que respecta a los tratados y convenciones multilaterales que 

codifica el Derecho Internacional, en la medida en que recogen norma de 

derecho consuetudinario, el incumplimiento de una parte no autoriza a las 

demás a dejar de cumplir esas normas. Se aplica, por encima del art. 60, 

el art. 40 de la Convención, según el cual la terminación o nulidad de un 

tratado no menoscabará el deber de un Estado de cumplir toda la obliga-

ción enunciada en el tratado a la que esté sometido en virtud del derecho 

internacional, independientemente de ese tratado. 

 En caso de que el convenio multilateral no recoja el derecho consue-

tudinario, el párrafo 2 del art. 60 tiene en cuenta este problema; es el caso 

de una convención multilateral que establece normas generales de con-

ducta que todos los estados partes deben observar. La violación por una 

de las partes no debe autorizar a las demás a violar, a su vez, ese tratado 

normativo, tal como la infracción de la ley por una partícula no autoriza a 

las demás personas a desconocerla. 

 El párrafo 2, letra b), autoriza únicamente al Estado especialmente 

perjudicado a suspender la aplicación del tratado “únicamente en las rela-

ciones entre ella y el Estado autor de la violación”, es decir, sin afectar los 

derechos e intereses de los demás estados que cumplen el tratado. En 
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cambio, la terminación o suspensión de la aplicación de un tratado res-

pecto de todas las partes, requiere conforme al inciso a), acuerdo de todas 

las demás. 

 

22. Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento 

Entre las causas extrínsecas de extinción figura la imposibilidad física de 

ejecución. Un ejemplo es la extinción de los objetos materiales a que se 

refiere la obligación nacida del tratado, como una isla que debía ser cedida 

a otro Estado y desaparece en el fondo del mar, o un tratado por el cual un 

Estado se compromete a conceder la extradición a determinadas personas 

y esas personas fallecen antes de que se pueda ejecutar el tratado. En cam-

bio, si la extinción no es definitiva, si la desaparición o destrucción del 

objeto, no es definitiva, la imposibilidad de ejecución es solo temporal y 

únicamente puede causar la suspensión del tratado, conforme al párrafo 2 

del art. 61. Es el caso de la destrucción, por un terremoto, de una represa 

o una obra hidroeléctrica. Como se aclaró en Viena, “la destrucción o 

desaparición del objeto de un tratado, no constituye una imposibilidad 

permanente para su cumplimiento si ese objeto puede ser sustituido. 

 Esta causal de extinción no debe ser confundida con la fuerza mayor. 

La fuerza mayor no es causa de extinción de un tratado, sino de exonera-

ción de responsabilidad de ejecución, el tratado se extingue y no surge, 

por lo tanto, responsabilidad por el incumplimiento. 

 El párrafo 2 de este artículo agrega que la imposibilidad no podrá ale-

garse si resulta de una violación, por la parte que la alega, de una obliga-

ción internacional. Esta disposición responde al principio general de que 
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una parte no puede obtener ventaja de su propia falta, por ejemplo, si una 

parte destruye de manera deliberada el objeto del tratado. En estos casos, 

aun cuando el tratado sea igualmente imposible de ejecutar, no queda ex-

tinguido y existe responsabilidad por incumplimiento. 

 

23. Cambio fundamental de circunstancias 

El art. 62 de la Convención admite la doctrina del “cambio fundamental 

de las circunstancias”: un tratado puede extinguirse cuando se ha produ-

cido tal cambio en las circunstancias que constituyeron una base esencial 

del consentimiento de las partes y modifican radicalmente el alcance de 

las obligaciones del tratado que quedan por ejecutar. 

 Esta es una de las doctrinas que ha suscitado mayores controversias 

en la historia del Derecho Internacional. Esta causal es necesaria y al 

mismo tiempo peligrosa. Es necesaria porque existe un cambio que justi-

fica la extinción de los tratados, como, por ejemplo, lo sostuvo el Secre-

tario General de Naciones Unidas con respecto a los regímenes estableci-

dos en los tratados para la protección de las minorías, que se firmaron 

después de la Primera Guerra Mundial. Es peligroso para la estabilidad de 

los tratados, porque las circunstancias de la vida internacional cambian 

constantemente, y sería demasiado fácil alegar esos cambios para que una 

de las partes sostenga la extinción de un tratado que le resulta oneroso. 

 De ahí que, si bien la mayor parte de la doctrina ha admitido esta 

causa de extinción, ella no era en general reconocida por muchos gobier-

nos, ni había sido acogida por decisión judicial o arbitral alguna. La razón 

de que haya sido aceptada en la Convención de Viena, debe ser la forma 
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cautelosa y en la medida en que el proyecto de la C.D.I dio acogida a esta 

doctrina, a fin de establecer una garantía contra los abusos. 

 En particular, el art. 62 hace una formulación negativa a fin de desta-

car que la hipótesis prevista es una excepción al principio general de que 

los tratados deben cumplirse. La formulación negativa del art. 62 le da 

una estructura hasta cierto punto ambigua. Dice: “Un cambio fundamental 

en las circunstancias ocurridas con respecto a las existentes en el momento 

de la celebración del tratado y que no fue previsto por las partes, no podrá 

alegarse corno causa para dar por terminado el tratado, a menos que...”, y 

se indican a continuación los criterios determinantes que muestren tales 

circunstancias. Es necesario que esas circunstancias constituyan la base 

esencial del consentimiento de todas las partes y hayan modificado radi-

calmente las obligaciones de alguna de ellas. 

 Esta redacción da lugar a que por una interpretación literal o, a con-

trario sensu, quepa alegar que un cambio no fundamental, un cambio pre-

visto, podría invocarse como causal de terminación. Pero esta interpreta-

ción es tan absurda e irrazonable que deja de ser plausible. 

 La doble ventaja de la formulación negativa es que, en primer lugar, 

la norma ha de interpretarse restrictivamente como excepcional; en se-

gundo lugar, la prueba del cambio fundamental incumbe al Estado que 

alega, quien, además, debe demostrar la existencia de las condiciones 

enunciadas en el párrafo 1. 

 En Viena se rechazó una enmienda de Venezuela, que invertía la re-

dacción, dándole carácter positivo. Se mantuvo la formulación negativa 

porque esa propuesta, como decía uno de los delegados, “hace de la 
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excepción la regla y como consecuencia, la enmienda amplia notable-

mente el alcance de una disposición cuya aplicación ha de estar siempre 

rodeada de las mayores precauciones”. 

 El precepto adoptado se refiere a “cambio fundamental de las circuns-

tancias” y evita cuidadosamente la frase o la mención de la cláusula rebus 

sic stantibus, a fin de disociar el precepto de algunas significaciones his-

tóricas de la doctrina rebus. Esta doctrina sostenía que toda convención 

sin plazo contiene una cláusula o condición resolutoria implícita: “con-

ventio omnis intelligentus rebus sic stantibus” o sea, que el tratado solo 

continúa siendo obligatorio si las cosas siguen como están. 

 Se formula en el artículo una regla de derecho objetiva, una causal de 

extinción extrínseca al tratado y no implícita en el mismo. Esa regla obje-

tiva de derecho puede formularse, no como una condición resolutoria que 

determina la extinción automática del tratado, sino como una norma que 

permite a una parte invocar frente a la otra o a las otras partes, la extinción 

del tratado, cuando en base a la equidad y a la justicia el cambio funda-

mental de circunstancias esenciales ha modificado radicalmente el al-

cance de su obligación. 

 Este es un aspecto fundamental, ya que la oposición de los gobiernos 

a la cláusula radica sobre todo en la tentativa de proceder a su aplicación 

unilateral o automática por una de las partes, ipso facto, tan pronto como 

se produzca el cambio de circunstancias. 

 Lo que no se admite es que un Estado puede desligarse unilateral-

mente invocando el cambio esencial en las circunstancias, actuando como 

juez y parte. Esto es lo que resulta de los antecedentes del rechazo por el 
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gobierno zarista del Tratado de París de 1856, sobre desmilitarización del 

Mar Negro. Esta manera de actuar fue condenada por la Declaración de 

Londres de 1871, que forma parte del derecho escrito internacional, en la 

cual las potencias, incluida la propia Rusia, “reconocen como principio 

esencial de derecho internacional, que ninguna potencia puede liberarse 

de las obligaciones de un tratado, ni modificar sus disposiciones, de otro 

modo que, con el asentimiento de las partes contratantes, obtenido por 

medio de un acuerdo amistoso”. Esta nueva tesis fue publicada por el Con-

sejo de la Sociedad de Naciones frente a las tentativas de la Alemania 

hitlerista de justificar con ella sus violaciones del Tratado de Versalles. 

 Del juego combinado de los arts. 62. 65, 66, surge que cuando un 

Estado considera que ha habido una alteración fundamental en las circuns-

tancias que reúnen las condiciones previstas en el art. 62, será necesario 

que esa parte notifique a las demás de su pretensión, indicando la medida 

que se proponga adoptar y las razones en que se funde. Es únicamente si 

la otra u otras partes no ponen objeciones, que el Estado que ha tomado la 

iniciativa podría considerar el tratado extinguido. 

 Si, en cambio, cualquiera de las partes formula una objeción se deberá 

buscar una solución por los medios enumerados en el art. 33 de la Carta 

y, en su defecto, seguir el procedimiento de conciliación indicado en el 

anexo de la Convención. La Comisión de Conciliación tendría que deter-

minar si se han reunido o no las condiciones rigurosamente establecidas 

en el art. 62 de la Convención. 

 La Convención de La Habana de 1928, vigente entre algunos países 

americanos, es más estricta, por cuanto consagra la solución del arbitraje 

obligatorio, “sin cuyo fallo favorable y mientras éste no se dicte, 
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continuarán en vigor las obligaciones contraídas”. 

 Otra característica del art. 62 fue la forma estricta en que definen las 

condiciones necesarias para que proceda la extinción por cambio de cir-

cunstancias. Se requieren tres condiciones: 1) Que las circunstancias que 

han sufrido modificación “constituyeran una base esencial del consenti-

miento de la parte en obligarse por el tratado”. El criterio práctico para 

determinar este carácter esencial, es preguntarse si el tratado se hubiera 

celebrado en caso de que la nueva situación hubiera existido al concluirlo. 

Por ejemplo, en vista de la protección universal de los Derechos del Hom-

bre en la Carta de las Naciones Unidas, no hubiera tenido sentido que los 

Estados negociaran los acuerdos de protección de minorías que se cele-

braron después de la Primera Guerra Mundial. 

 Se requiere, además, que se trate de circunstancias que no han deter-

minado a todas las partes a obligarse por el tratado. En cambio, si las cir-

cunstancias determinaron solo a una de las partes, no son suficientes. Ha-

bía, en la C.D.I., partidarios de excluir radicalmente este cambio en forma 

expresa; pero se resolvió no incluir radicalmente este cambio en forma 

expresa: pero se resolvió de las circunstancias de cada caso y de la propia 

naturaleza del tratado. Es posible, en efecto, que respecto de determinados 

tratados, como una alianza militar, por ejemplo, un cambio de la línea 

política de un gobierno afecte la base esencial del consentimiento de las 

partes en obligarse por el tratado. El delegado del Reino Unido señaló en 

Viena que en estos tratados en realidad, está implícita por la posibilidad 

de denuncia prevista en el art. 56 y no se requiere respecto de ellos la 

invocación del cambio de circunstancias. 

 2°. Se requiere que “ese cambio tenga por efecto modificar 
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radicalmente el alcance de las obligaciones que todavía deben cumplirse 

en virtud del tratado”. 

 Es necesario, así, que las obligaciones se hayan transformado en una 

carga indebida para una de las partes. La doctrina de la imprevisión en el 

derecho civil interno, se aplicó, por ejemplo, a la ejecución en tiempos de 

guerra de contratos de suministro de carbón y otras materias, cuyo precio 

se han elevado considerablemente a raíz del conflicto bélico. Debe existir, 

por lo tanto, una parte seriamente perjudicada por el cambio de circuns-

tancias. 

 Un aspecto importante de esta característica, es que la causa solo se 

aplica a los tratados en curso de ejecución, o tratados de trato sucesivo, y 

no a los tratados ya ejecutados. La letra d) señala, justamente, que el cam-

bio ha de tener por efecto modificar radicalmente el alcance de “las obli-

gaciones que todavía deben cumplirse en virtud del tratado”. En otras pa-

labras, esta doctrina mira para el futuro y no para atrás, y no se aplica a 

tratados cuyas disposiciones han sido ya plenamente ejecutadas. Esta 

causa presupone la continuada existencia de obligaciones emergentes del 

tratado. 

 La tercera condición resultante de la frase introductoria del párrafo 1, 

surge de los calificativos que se exigen para que el cambio de circunstan-

cias pueda ser tenido en cuenta. Es necesario que el cambio haya sido 

fundamental y es menester, asimismo, que no haya sido previsto por las 

partes al celebrar el tratado. 

 Quiere decir que esta causa de terminación no se aplica a aquellos 

cambios que las partes han previsto y para cuyas consecuencias ha 
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incluido disposiciones en el propio tratado, por ejemplo, la celebración de 

consultas, una revisión de carácter periódico, etc. Igualmente, si un tra-

tado contiene disposiciones especiales relativas en un posible cambio de 

circunstancias, esas disposiciones prevalecen sobre el art. 62. Este articulo 

no constituye, pues una regla de jus cogens y siempre existe la posibilidad 

de incorporar disposiciones especiales que abarquen incluso los cambios 

imprevistos. Si la cláusula del tratado que dispone sobre las consecuencias 

del cambio, indica que las partes previeron el cambio concreto que ha 

ocurrido, tampoco se aplica el artículo. 

 A este respecto se plantea el problema de si la doctrina es solo apli-

cable a los tratados perpetuos y no a aquéllos que contienen un plazo de-

terminado de duración. La doctrina tradicional sostiene que en estos casos 

la cláusula no es aplicable, dado que las partes han previsto la liberación 

del tratado por expiración del plazo. Sin embargo, la C.D.I. consideró que 

era necesario prescindir de esta restricción tradicional, admitiendo la doc-

trina, incluso en tratados que tienen un plazo prolongado de duración. La 

limitación respecto de los tratados perpetuos podía considerarse legí-

tima si la doctrina la considerara como una condición implícita, pero 

deja de serlo al considerarla como una regla de derecho objetivo fun-

dada en la equidad y la justicia. En cambio, en la Convención de La 

Habana, la causal solo se aplica a los tratados permanentes, criterio 

que aparece demasiado rígido. 

 El párrafo 2 del art. 62 establece dos casos en los cuales un cambio 

fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como causa de termi-

nación. El inciso a) excluye el caso de los tratados que están destinados a 

crear una situación estable. Sería incompatible con la propia naturaleza de 
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estos acuerdos, someterse a la regla rebus sic stantibus. El objeto mismo 

de los acuerdos es procurar una solución definitiva. Esta frase se ha reem-

plazado la expresión “tratado que exige una frontera”, por “tratado que 

establezca una frontera”. Fórmula más amplia, que no se refiere exclusi-

vamente a acuerdos de delimitación y que comprende también los acuer-

dos de cesión territorial. 

 Algunos delegados cuestionaron este párrafo, por cuanto se consideró 

que excluía la aplicación de la doctrina a ciertos arreglos territoriales, que 

estimaban injustos y contrarios al principio de la libre determinación. 

Pero, como expresó Waldock en la Conferencia de Viena, la cuestión de 

la legalidad de esos tratados se considera en los artículos relativos al jus 

cogens. Se dijo en la Conferencia: “es evidente que esos tratados pueden 

ser nulos, en virtud de los artículos que figuran en la Sección II”. El Ar-

tículo 62 figura en la Sección III, que se refiere a los tratados celebrados 

en circunstancias normales. El art. 62 no se refiere a los tratados nulos, 

sino a los tratados debidamente celebrados conforme a derecho. La dispo-

sición que excluye a los tratados que establezcan fronteras, se refiere a 

aquellas cláusulas específicas en la materia, pero no impide que se pueda 

aplicar esta causa a ciertas obligaciones de ejecución sucesiva que estén 

consignadas en el propio tratado de fronteras. Por ejemplo, ante la Corte 

Permanente de Justicia Internacional, tanto Suiza como Francia admitie-

ron la posibilidad de la aplicación de la doctrina a las disposiciones rela-

tivas a las zonas francas. Esas disposiciones se referían a la frontera entre 

el Cantón de Ginebra y Francia. Sin embargo, además de ello, el tratado 

establecía una obligación continuada de parte de Francia de no aplicar 

derechos aduaneros y reconocer una zona franca en ciertas regiones 
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fronterizas. Disposiciones de este tipo, que suponen una obligación de 

trato sucesivo, pueden ser regidas, como lo admitieron las partes, por el 

principio rebus sic stantibus. 

 La propia Corte Permanente admitió implícitamente la procedencia 

de la doctrina en el caso, si bien encontró que los hechos modificados no 

constituyen la razón determinante del tratado. 

 Entendida así la referencia a tratados de fronteras, la excepción es 

razonable y lógica, ya que es éste un tratado dispositivo que ha sido eje-

cutado y, por lo tanto, no le es aplicable una doctrina que solo rige para 

los tratados que deben continuar siendo ejecutados. Después que el tratado 

de fronteras se ha cumplido, continúa existiendo. 

 Del art. 30, párrafo 1, inciso a), surge que el término de un tratado 

“no afectará ningún derecho, obligación o situación jurídica de las partes 

creadas por la ejecución del tratado antes de su terminación”. De manera 

que aun cuando se considerara terminado un tratado de fronteras, la deli-

mitación realizada en virtud del mismo quedaría en pie. 

 La letra b) del párrafo 2 excluye la posibilidad de invocar la doctrina, 

si el cambio fundamental resulta de la violación, por la parte que lo alega, 

de una obligación nacida del tratado o de otra obligación internacional. 

Esta disposición se funda en el principio de que “ningún Estado puede 

alegar que sus propios actos u omisiones configuran cambios fundamen-

tales de circunstancias que permitan aplicar el artículo”. 

 Pero no se trata de un acto u omisión cualquiera de una de las partes, 

sino de un acto u omisión que configure la violación de una obligación, 

así si el cambio resulta de una conducta lícita del Estado, no hay 
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impedimento para invocar la doctrina. En la C.D.I, se señalaba el ejemplo 

de un Estado agrícola en proceso de industrialización que quiere sus-

traerse de ciertos tratados de comercio que, en el momento de celebrarse, 

habían tenido en cuenta la naturaleza agrícola del país. 

 El párrafo 3 del art. 62 se agregó en Viena a propuesta de Canadá y 

Finlandia, a fin de facultar a los estados para suspender la aplicación del 

tratado cuando se produzca un cambio fundamental en las circunstancias. 

Está en consonancia con la práctica de los estados. Puede suceder que, en 

casos de cambios de circunstancias, las partes opten por recurrir a la sus-

pensión renegociando el tratado. 

 En suma, pues, la convención recoge la institución del cambio de cir-

cunstancias como una válvula de seguridad, o un remedio extremo para 

situaciones de aguda insatisfacción en las relaciones emanadas de trata-

dos, únicamente cuando los cambios de esas circunstancias exigen cam-

bios consiguientes en el ordenamiento jurídico establecido. 

 El reconocimiento de esta institución jurídica afianza las reglas de 

derecho con más seguridad que si esta cláusula se mantuviera prescrita 

de los métodos normales de terminación del tratado. 

 

24. Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares 

El art. 64 establece que la ruptura de relaciones diplomáticas o consulares 

no afecta a las relaciones jurídicas establecidas entre las partes, salvo en 

la medida en que la existencia de esas relaciones sea indispensable para 

aplicar el tratado. 



128 

 

 

 

 El proyecto Harvard establecía que la ruptura de relaciones diplomá-

ticas determinaba la suspensión del tratado si su ejecución dependía del 

mantenimiento ininterrumpido de esas relaciones. Fitzmaurice, por su 

parte, proponía establecer que la ruptura de relaciones no era, por sí, cau-

sal de terminación o suspensión del tratado. Si esa ruptura afectaba la vida 

del tratado, ello sería, por razón de otras circunstancias, conectado con la 

ruptura pero independiente de ella. Señalaba que las dificultades prácticas 

para la ejecución del tratado podían ser remediadas mediante los buenos 

oficios de otros estados o por otros medios de comunicación (por ejemplo, 

los representantes de Naciones Unidas). 

 Waldock seguía esta misma línea, y señalaba que la ruptura de las 

relaciones diplomáticas no afectaba las relaciones del tratado, a menos 

que surgiera una imposibilidad de ejecución. La C.D.I. adoptó en 1964 

esta solución, expresado que la ruptura de relaciones no afectaba el tra-

tado, salvo si tal ruptura había sido invocada como causa de suspensión y 

“si resulta de la desaparición de otro medio necesario para la aplicación 

del tratado”. 

 Este párrafo 2 fue objeto de severas críticas por algunos gobiernos, 

aduciendo que un Estado puede recurrir a la ruptura de relaciones a fin de 

evadir sus obligaciones. Se eliminó así la revisión del párrafo 2, por la 

C.D.I., en el entendido de que la situación quedaría incluida en el art. 59. 

 El artículo quedó así algo ambiguo. Por eso en Viena se añadió, a 

propuesta de Italia y Suiza, la frase: salvo en la medida en que “la exis-

tencia de tales relaciones sea indispensable para la aplicación del tratado”. 

Esta calificación de “indispensable” significa que el tratado solo queda 

suspendido o terminado si la existencia de tales relaciones es un medio 
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absolutamente necesario para aplicar el tratado. Un ejemplo son los acuer-

dos que afectan directamente las misiones diplomáticas y quedan suspen-

didas por la ruptura. Otro ejemplo es el de aquellos tratados que establecen 

órganos conjuntos, de los que son miembros agentes diplomáticas, cuyos 

medios de comunicación desaparecerían. El Estado que invoca la termi-

nación o suspensión a raíz de la ruptura de relaciones, tiene que demostrar 

que la existencia de tales relaciones diplomáticas o consulares es indis-

pensable para cumplir el tratado. 

 Se incorporó también, al discutirse esta disposición, el art. 74, según 

el cual la ruptura o ausencia de relaciones no impide la celebración de 

tratados entre dichos estados. Agrega que tal celebración por sí misma no 

prejuzga la situación de las relaciones. Esto está basado en la práctica in-

ternacional, donde son frecuentes los tratados multilaterales y aun bilate-

rales entre estados que no mantienen entre sí, o han roto, relaciones diplo-

máticas o consulares. La frase final trata de un problema distinto al de 

reconocimiento tácito de gobiernos o de estados, pues en estos casos la 

celebración de tratados implica un reconocimiento. 

 

25. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho 

internacional general 

El art. 64 establece una consecuencia del principio de jus cogens. Si surge 

una nueva regla de jus cogens, ya no se está ante un problema de nulidad 

por conflicto con reglas vigentes de superior jerarquía, sino de derogación 

por una regla subsiguiente de superior jerarquía. Esta derogación consti-

tuye más un caso de terminación, lo que apareja consecuencias en cuanto 
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a los efectos de esa extinción. Así mismo, en este caso se admite la divi-

sibilidad de los tratados. 

 

26. Divisibilidad de las disposiciones de un tratado 

La doctrina del siglo pasado [XIX] consideraba los tratados como indivi-

sibles, pero los tratados de paz de la Primera Guerra, en particular el de 

Versalles, mostraron la posibilidad de tratados enciclopédicos, que con-

tienen numerosos artículos acerca de temas independientes e inconexos 

entre sí. Ello obliga a admitir en la práctica la terminación independiente 

de algunas cláusulas, por ejemplo, el artículo sobre zonas francas del Tra-

tado de Versalles. 

 El proyecto Harvard admitió corno excepción la divisibilidad de 

“cualquier disposición separada de un tratado, si esa disposición es clara-

mente independiente de las otras disposiciones del tratado”. Pero es indu-

dable que no cabe admitir la divisibilidad en caso de que el tratado con-

tenga una cláusula de denuncia general, cabe presumir que en estos casos 

la intención de las partes fue permitir solamente una denuncia total. Esta 

es la situación que regula el párrafo 1 del art. 44. De todas maneras, sub-

siste como regla general la de la no divisibilidad, si bien se introducen en 

los párrafos siguientes algunas modificaciones. 

 La primera excepción es el caso de violación o incumplimiento. Fuera 

de este caso, para que se configure una excepción, es necesario que estén 

presentes cuatro circunstancias estipuladas en el párrafo 3 del art. 44, a 

saber: 1°. Que la causal de nulidad o terminación se refiera solo a deter-

minadas cláusulas; 2°. Que esas cláusulas sean separables del resto del 
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tratado en lo que respecta a su aplicación; 3°. Se desprenda del tratado o 

conste de otro modo, que la aceptación de esas cláusulas no ha constituido 

para la otra parte una base esencial de su consentimiento; y, 4°. La conti-

nuación del cumplimiento del resto del tratado no provoque injusticias. 

 Por último, el párrafo 4 de este art. 44 legisla el caso especial de 

fraude y corrupción. En tales hipótesis se ha querido dar una opción al 

Estado facultado para invocar el dolo o la corrupción: podrá alegar la nu-

lidad en los que respecta a la totalidad del tratado o solo a determinada 

cláusula. El párrafo, no obstante, estipula que tal opción solo es ejercitable 

“en el caso previsto en el párrafo 3”. 

 Nos parece que hubo aquí un error en la redacción: lo que verdadera-

mente se quiso decir es que deben estar presentes las condiciones previstas 

en los incisos a), b) y c) del párrafo 3, pero no debe requerirse que el 

fraude o la corrupción se refieran solo a determinada cláusula. Si así fuera, 

no habría diferencia entre el fraude y la corrupción y todas las demás cau-

sas por lo que el párrafo 4 resultaría innecesario. Lo que se quiso acordar 

es la opción del Estado víctima del fraude de la corrupción, entre atacar 

todo o parte del tratado, aun cuando la causa fuera general y se refiera a 

todas las partes. De todas maneras, requiere la presencia de las condicio-

nes a), b) y c), porque de otro modo se acordaría un privilegio excesivo al 

Estado víctima del fraude, que podría continuar sus relaciones contractua-

les sobre la base de un tratado trunco que se aplicara de manera injusta. 

 El párrafo 5 niega toda divisibilidad en caso de ciertas causas de nu-

lidad que constituyen serias violaciones. Es el caso de la coacción sobre 

el representante, coacción sobre el Estado, o violación del jus cogens. En 

estas hipótesis el tratado cae por su base como un todo. Si bien hubo 
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intentos de suprimir esta prohibición de la divisibilidad, primó en la con-

ferencia de Viena el propósito de condenar estas causas de nulidad y de 

desalentar el empleo de las mismas. 

 

27. Pérdida del derecho a alegar una causa de nulidad o término 

El art. 45 es también una disposición general, aplicable tanto a la nulidad 

como a la terminación: dispone que un Estado no podrá alegar esas causas, 

a) si ha convenido expresamente que el tratado es válido, o b) si se ha 

comportado de tal manera, que debe considerarse que ha dado su aquies-

cencia a la validez del tratado o a su continuación en vigor. 

 Esta norma expresa un principio general de derecho que sería de todas 

maneras aplicable. Se basa en la noción de buena fe y ha sido frecuente-

mente aplicada en decisiones de tribunales internacionales, incluida la 

Corte Internacional de Justicia. 

 No obstante, se ha evitado incorporar en este artículo la noción de 

stoppel, o preclusión, utilizando a esos efectos el término “aquiescencia”. 

 Las palabras claves de este artículo son: “después de tener conoci-

miento de los hechos”. Sin ese conocimiento no surge la obligación de 

buena fe. Una enmienda que presentaron en Viena Estados Unidos y Gu-

yana no contenía esa condición y establecía un plazo absoluto de 10 años, 

que no empezaba a correr sino a partir de la fecha en que los hechos hu-

bieran llegado a conocimiento del Estado interesado. 

 Esta sección regula el procedimiento a seguir para la nulidad absoluta 

o relativa, la terminación o suspensión de un tratado. 
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 Su característica general es la preocupación por impedir el “automa-

tismo”, la acción unilateral de un Estado, a fin de evitar que pueda actuar 

como juez en su propia causa. 

 Conforme al párrafo 1 del art. 65, la parte que alegue un vicio del 

consentimiento o una causa de nulidad o terminación, debe notificar a las 

demás de su pretensión, por escrito (Art. 68, párrafo 1), indicando la me-

dida que se proponga adoptar y las razones en que se funde. Se dice así 

que una parte no puede, por sí, declarar terminado, o nulo, o suspendido 

un tratado; tales medidas se podrán adoptar una vez cumplidos los proce-

dimientos previstos en los párrafos siguientes del art. 65 o, en su defecto, 

del art. 66. Esto es, conforme con el art. 69, párrafo 1, dice que la nulidad 

debe quedar “determinada en virtud de la presento Convención”. 

 Todas las causas de terminación o nulidad están contenidas en este 

párrafo 1, incluso la violación o incumplimiento por la otra parte y la im-

posibilidad de ejecución. Esto suscitó objeciones en el Instituto de Dere-

cho Internacional, donde el Juez Morelli hizo observar que en el caso de 

un tratado violado por una parte, el art. 65 coloca a la víctima en el deber 

de continuar ejecutando su prestación hasta que se ponga término al pro-

cedimiento de los arts. 65 y 66. Señalaba que esto desconocía el principio 

general de derecho: “in adimpleti non est adimpletum”. 

 Otra causa de terminación que suscitó problemas, es la imposibilidad 

de ejecución. Es obvio que el Estado que alegue esta causa no puede con-

tinuar ejecutando el tratado; lo mismo si invoca la derogación expresa. 

 De todas maneras, el párrafo 1 del art. 65 se aplica a todas las causa-

les: no podrá existir terminación ni siquiera suspensión unilateral. Es 
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necesaria la conformidad de la otra parte o la solución de la controversia 

surgida. Se consideró necesario establecer este principio riguroso, para 

defender la estabilidad de los tratados, a pesar de las dificultades que pue-

dan suscitarse en caso de incumplimiento, imposibilidad de ejecución o 

derogación expresa. 

 El párrafo 2 del art. 65 prevé el caso de que la notificación no suscite 

objeciones después de un plazo de 3 meses. Es únicamente entonces que 

podrá adoptarse la medida propuesta, es decir, considerar el tratado nulo, 

extinguido o suspendido y dejar de ejecutarlo. En casos de especial urgen-

cia, que la parte invoca deberá justificar, cabe indicar un plazo razonable, 

menor de 3 meses. Esto puede utilizarse, por ejemplo, en la hipótesis de 

incumplimiento. 

 En cambio, si surge una objeción de alguna de las partes, es aplicable 

el párrafo 3, que remite a los medios de ejecución pacífica indicados en el 

art. 33 de la Carta. 

 El gran problema de la Conferencia de Viena radicó en si esta dispo-

sición del párrafo 3 era o no suficiente. La objeción más seria que se le 

hacía es que la Carta, en este artículo, contiene una simple enumeración a 

título indicativo de los posibles medios de arreglo y la elección del medio 

apropiado queda al arbitrio de las partes. De manera que si surge un im-

passe y los adversarios no se ponen de acuerdo en resolver la controversia 

el método apropiado para hacerlo, ¿qué ocurre? El texto de la Comisión 

no aclaraba si en tal caso el tratado terminaba o continuaba en vigor. No 

obstante, la interpretación más razonable es que después de agotados in-

fructuosamente los procedimientos que se hubieran intentado, la parte po-

día decidir unilateralmente seguir o no aplicando el tratado, declararlo 
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nulo, darlo por terminado, retirarse de ése o suspender su aplicación. De 

esta forma el Estado podía actuar como juez en su propia causa, lo cual 

significaba que era juez de la causa de la otra parte y representaba un grave 

peligro no solo para las relaciones convencionales entre los estados, sino 

incluso para la paz. 

 Señalaba el delegado de Estados Unidos: “desde el momento en que 

un Estado puede decidir arbitrariamente si un tratado es nulo, se corre el 

riesgo no solo de que se cometan injusticias en casos concretos, sino tam-

bién de que surjan conflictos que pueden constituir una amenaza para la 

paz”. 

 El delegado de Japón expresaba que el sistema así propuesto por la 

C.D.I. no solo era poco satisfactorio para el Estado respecto del cual in-

vocaba la nulidad o terminación, sino también para el propio Estado que 

alegaba de buena fe, “toda la estructura de la convención y en particular 

el artículo 42 dejan bien sentado que el tratado se presumirá válido hasta 

que se determine la pretendida nulidad, terminación o suspensión”. Era de 

lamentar que un Estado, con una pretensión justificada, no pudiera hacerla 

prosperar debidamente solo porque el art. 65 no preveía un procedimiento 

eficaz para la solución de controversias. 

 En la Conferencia de Viena, se aprobó por mayoría un artículo que 

establecía para estos casos el procedimiento obligatorio de conciliación y, 

en su defecto, el arbitraje obligatorio; pero esta fórmula no alcanzó dos 

tercios de votos en el plenario, ya que votaron en contra el entonces blo-

que comunista, los estados árabes, algunos estados africanos y asiáticos, 

como India e Indonesia. Todos ellos sostenían que era suficiente la pro-

puesta de la C.D.I. 



136 

 

 

 

 Este rechazo por no alcanzar la mayoría necesaria puso en peligro la 

Convención, porque numerosos estados, principalmente los de occidente, 

habían manifestado que no podrían aceptar la Convención o la Parte V de 

la misma, si ella no contenía procedimientos adecuados de arreglo de las 

controversias emergentes de los artículos sobre nulidad y terminación. Pa-

reció en ese momento que la conferencia había fracasado totalmente. Pero 

el penúltimo día antes de clausurar las reuniones, se presentó por diez es-

tados africanos, encabezados por Nigeria, una propuesta que se incorporó 

como artículo 66. En ese artículo se establecen procedimientos de arreglo 

judicial y de conciliación, si dentro de los 12 meses siguientes a la fecha 

en que se formuló la objeción no se llegó a ninguna solución conforme al 

párrafo 3 del art. 65. 
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CAPÍTULO 6 

PROCEDIMIENTOS 

 

 

1. Arreglo judicial 

El art. 66, pues, recogiendo una propuesta originaria del Japón, establece 

la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional, para las controversias 

relativas a la aplicación de los dos artículos sobre jus cogens. En estos 

casos, cualquiera de las partes en la controversia, mediante solicitud es-

crita, podrá someterla a decisión de la Corte, a menos que convengan de 

común acuerdo en someterla al arbitraje. 

 La delegación de Japón, al formular esta propuesta, hacía notar que: 

…la cuestión de jus cogens afecta a los intereses de toda la comunidad de 

naciones y solo la Corte puede decidir con autoridad si una disposición de un 

tratado está en oposición con una norma de derecho internacional, o si debe 

considerarse que ésta norma tiene carácter imperativo. 

Agregaba el delegado del Reino Unido: 

…estas normas deben aplicarse no ya en interés de las partes del tratado, sino 

en interés de toda la comunidad internacional. Dejar que la intensificación, 

definición y aplicación de las normas imperativas dependan de las partes in-

teresadas, significaría un retomo al caos. Es necesario del desarrollo de una 

jurisprudencia universal permanente en interés de toda la comunidad interna-

cional, pues si los tribunales de arbitraje en distintas partes del mundo llegan 

a conclusiones diferentes sobre la existencia y alcance de una supuesta norma 

imperativa, prevalecerían el caos y la confusión. 
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Esta propuesta, en cambio, fue impugnada por la delegación de Francia, 

que resultó ser el único país que votó en contra de la Convención. Decía 

el delegado de Francia que no puede aceptar “que la Corte se convierta en 

una especie de órgano legislativo internacional”. 

 Cabe examinar si es posible el planteamiento judicial obligatorio por 

un Estado que es parte de la Convención, pero no parte del tratado cuya 

nulidad se impugna. Esto puede ocurrir. 

 Existe una diferencia significativa de terminología en los arts. 65 y 66 

de la Convención. El art. 65 se refiere “a la parte” y de acuerdo a la defi-

nición de “parte” que se da en el art. 3 entiende por parte “un Estado que 

ha consentido en obligarse por el tratado y con respecto al cual el tratado 

está en vigor”. 

 En el caso del art. 66 no se habla de parte, sino que se dice “cualquiera 

de las partes en una controversia relativa a la aplicación o interpretación 

del art. 53 o del art. 64”. Se habla así de “partes en la controversia”, no de 

partes del tratado. 

 De manera que si una de las partes del tratado ha formulado una ob-

jeción de nulidad fundada en el jus cogens y la controversia no se solu-

ciona dentro de los 12 meses, cualquier Estado parte de la Convención de 

Viena que haya intervenido en la controversia en apoyo del Estado autor 

de la objeción, puede llevar el asunto a la decisión obligatoria de la Corte, 

contra el Estado que ha aceptado también la convención. 

 No debe olvidarse que la nulidad jus cogens es absoluta y puede ser 

promovida por cualquier Estado directamente afectado y no solo por el 

co-contratante. 
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2. Conciliación obligatoria por citación unilateral 

Respecto de las controversias relativas a la aplicación o interpretación de 

cualquiera de los restantes artículos de la Parte V, cualquiera de las partes 

en la controversia podrá iniciar el procedimiento de conciliación indicado 

en el anexo a la convención. 

 Se consideró que ese procedimiento de conciliación era particular-

mente adecuado para los problemas que pueden plantearse con respecto a 

la aplicación de la Parte V. Este procedimiento, en efecto, no solo permite 

examinar la pertinencia de la causa de nulidad o terminación de un tratado, 

sino considerar la posibilidad de solucionar la controversia mediante una 

nueva negociación o una modificación del tratado. 

 Esto no quiere decir que la etapa de conciliación sea puramente polí-

tica. El planteamiento de la causa de nulidad o terminación y la objeción 

de una de las partes, supone que se ha producido una controversia jurídica 

que ha de ser examinada por una comisión de conciliación, integrada por 

juristas capaces de tener en cuenta todos los aspectos jurídicos. Al mismo 

tiempo, como la tarea de esta Comisión sería la conciliación, no habría 

que ceñirse a los aspectos jurídicos, sino que podría sugerir cualesquiera 

soluciones que considerara aceptables para las partes. 

 El anexo de la Convención establece que a fin de lograr la rápida 

constitución de la Comisión de Conciliación, el Secretario General de las 

Naciones Unidas mantendrá una lista de amigables componedores, inte-

grada por juristas calificados. La comisión se integra por dos miembros 

nombrados por cada parte, uno de ellos no nacional. Esos cuatro 
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nombrarán al quinto, y si no lo hace, el nombramiento lo hará el Secretario 

General. La comisión adoptará por mayoría propuestas de solución amis-

tosa dentro de los 12 meses de constituida, pero el informe de la comisión, 

incluidas las conclusiones de hecho y de derecho, no obligará a las partes 

ni tendrá otro carácter que el de recomendación para facilitar una solución 

amistosa. El anexo contiene una disposición original, en el sentido de que 

los gastos de la comisión serán sufragados por las Naciones Unidas, lo 

que supone una participación de la comunidad internacional en su con-

junto en la solución pacífica de las controversias. 

 El procedimiento de conciliación, por lo tanto, es obligatorio, pero no 

las conclusiones a que se llegue. De todas maneras, significa un progreso 

muy considerable con respecto a la fórmula de la C.D.I. ya que es muy 

difícil para el Estado que no acepte las conclusiones de esta comisión, 

adoptar una actitud unilateral respecto del tratado, que signifique un desa-

fío a esas conclusiones. 

 Es interesante señalar que el art. 66 y su anexo, dejan intacto el art. 

65, respetando la plena libertad de las partes para escoger el método que 

deseen a fin de resolver la controversia surgida. El art. 66 tiene carácter 

subsidiario respecto de cualquier procedimiento que las partes hayan ele-

gido, o que se encuentren obligados a utilizar en virtud de otros instru-

mentos. 

 No obstante, si en la utilización de esos medios estipulados entre las 

partes, si no se llega a una solución dentro del plazo de doce meses, deberá 

recurrirse al procedimiento del inciso b) del art. 66. Si la conciliación no 

conduce a resultados útiles, deberán reanudarse los procedimientos esti-

pulados a que se refiere el párrafo 4 del art. 65. 
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 Igualmente, las partes tienen libertad de estipular que en todo nuevo 

tratado que celebren, el procedimiento del art. 66 no será aplicable a ese 

instrumento. 

 Por último, el párrafo 5, del art. 65 autoriza a invocar la causal de 

nulidad o terminación por vía de excepción y no por vía de acción. 

 Este párrafo 5 parece autorizar, en contradicción con los restantes, la 

suspensión unilateral de ejecución. El Estado que deja de cumplir, espe-

raría el reclamo de la otra parte y entonces invocaría la nulidad o termi-

nación. No obstante, como ésta parece ser una interpretación que no coin-

cide con la de los restantes párrafos, parece preferible la que acuerda pri-

macía a los párrafos 1 a 4. 

 

3. Consecuencias de la nulidad, la terminación o la suspensión de un 

tratado 

El párrafo 2 del art. 69 prevé el caso de que se hayan efectuado actos 

basados en un tratado nulo. Debe hacerse notar que, como se verá de in-

mediato, el párrafo 2 solo rige en las hipótesis de nulidad de los arts. 46, 

47 y 48, o sea, error, violación del derecho interno o exceso de poder. 

 La letra a) del párrafo citado prevé la situación en que una parte ha 

cumplido ya un acto conforme al tratado nulo: por ejemplo, ha ejecutado 

su obligación y esa ejecución ha resultado en un desnivel en la posición 

de las partes. Es lógico, entonces, que la parte beneficiada de tal ejecución 

parcial sea llamada a restablecer el status quo ante, si lo exige la otra parte. 

Esta letra a) habla de relaciones mutuas entre estados partes, lo que signi-

fica que los actos internos de ejecución del tratado en cuanto a los 
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particulares no están alcanzados por esta regla. 

 La letra b) prevé la situación de que un Estado ha realizado actos de 

buena fe en base tratado que se sama posteriormente, por error o violación 

del derecho interno. 

 La disposición establece que los actos ejecutados de buena fe basán-

dose en un tratado, en un momento en que ambas partes lo consideraban 

válido, no deben resultar ilícitos por el solo hecho de la ulterior anulación 

del tratado. Es únicamente después que el Estado que actúa, ha sido ad-

vertido por la reclamación de la otra parte, de la existencia de un vicio 

consentimiento, que desaparecería su buena fe. Si a pesar de tal invoca-

ción continúa ejerciendo actos o valiéndose de derechos, entonces y úni-

camente entonces cabría cuestionar la legalidad de tales actos. El tratado 

por sí solo no constituiría ya un título que justificara su conducta. Las 

palabras “por el solo hecho” están destinadas a dejar en pie otros títulos 

que puedan justificar la conducta del Estado que actúa. 

 El párrafo 3 prevé los casos en que las reglas del párrafo 2 no pueden 

aplicarse porque no existe buena fe. Es el caso donde el Estado que actúa 

es culpable de dolo, corrupción o coacción. En cambio, la parte víctima 

de la coacción, el dolo o la corrupción, puede invocar el párrafo 2. 

 

4. Consecuencias de la terminación y suspensión 

El art. 70 expresa una regla obvia. La terminación indica a la parte que no 

hay obligación de continuar aplicando el tratado, pero no afecta los dere-

chos, obligaciones o situaciones jurídicas creados por la ejecución del tra-

tado antes de su terminación. Un pago hecho bajo el tratado no queda 
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sujeto a repetición: el arreglo de una controversia no se reabre por que el 

tratado termine: los arreglos territoriales sobreviven a la terminación del 

tratado conforme a los cuales se han establecido. 

 Si un tratado ha sido violado y termina esa terminación no exime al 

Estado responsable de la violación, de la responsabilidad ya incurrida. Ta-

les reclamaciones adquieren una existencia independiente del tratado cuya 

violación las originó 

 

5. Consecuencias de la nulidad por jus cogens 

El párrafo 1 del art. 71 trata de la nulidad del art. 53. Es más severo que 

el art. 69, porque obliga: a) a eliminar en lo posible las consecuencias de 

todo acto ejecutado basándose en una disposición violatoria del jus co-

gens, y b) a ajustar para el futuro sus relaciones mutuas al jus cogens. 

 El párrafo 2 trata de la terminación y nulidad que surge en caso de 

sobrevivir una norma de jus cogens. La aparición de una nueva norma de 

jus cogens se aproxima más a una terminación del tratado por derogación, 

que a una nulidad, tanto desde el punto de vista de los efectos en el tiempo, 

como en lo que concierne a la divisibilidad del tratado. No hace nulos los 

actos ejecutados o las situaciones establecidas en el momento en que tales 

actos o situaciones eran conforme al derecho internacional (tempus regit 

actum). 

 Por otra parte, el conflicto con una norma jus cogens existente, tiene 

como consecuencia la nulidad del tratado en su totalidad, mientras que la 

aparición de una nueva norma de jus cogens puede solo afectar a una 

parte. 
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 Otra diferencia importante es que el párrafo 2 del art. 76 no configura 

una norma supletoria, sino que rige, aunque el tratado disponga otra cosa. 

 No puede haber, sin embargo, aplicación ulterior de la norma viola-

toria del jus cogens, tal como lo dispone la letra d) de este párrafo 2: por 

ejemplo, un nuevo tratado que establezca la ilicitud de la exportación o 

comercio de sustancias químicas susceptibles de utilizarse como estupe-

facientes, no supone revocar las exportaciones ya realizadas. Pero el Es-

tado no queda obligado a seguir suministrando esos productos en base a 

un tratado que se ha vuelto incompatible con la nueva norma de derecho 

internacional. 

 

6. Disposiciones varias 

Los arts. 74 y 75 excluyen determinados temas no alcanzados por la Con-

vención: la sucesión de estados, la responsabilidad internacional y los 

efectos de la ruptura de hostilidades sobre los tratados. 

 El art. 75 deja fuera de la convención las medidas que puedan apli-

carse a “un Estado agresor como consecuencia de medidas adoptadas con-

forme a la Carta de Naciones Unidas con respecto a la agresión de tal 

Estado”. Cabe, por ejemplo, imponer a ese Estado un tratado de paz me-

diante la coerción de la organización, sin que pueda invocarse la nulidad 

del art. 51 o el 52; cabe igualmente imponerle obligaciones por descono-

cimiento del art. 35 

 La referencia a medidas adoptadas conforme a la Carta de Naciones 

Unidas, suscita la duda de si incluye medidas de legítima defensa que 

pueda adoptar unilateralmente un Estado, o un grupo de estados, 
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conforme al art. 51 de la Carta. Esto puede ser peligroso, porque se reco-

nocería así el derecho a una coalición de estados para imponer obligacio-

nes por la fuerza, invocando el art. 51 o el 53. Si dos coaliciones entran 

en disputa, con concepciones opuestas, acerca de quién es agresor, el re-

sultado de la lucha puede determinar quién es el agresor y este artículo 75 

legitimar los términos que imponga la coalición victoriosa. 

 

7. Disposiciones finales 

El art. 81 provocó un gran debate en la Conferencia, pues el grupo de 

países entonces comunistas era partidario de abrir la Convención a todo 

Estado, lo que suponía la adhesión de Alemania del Este, de Vietnam del 

Norte y de Corea del Norte. Surgió una fórmula intermedia propuesta por 

la India y Ghana, de permitir la adhesión, en una forma semejante a lo que 

se hizo con el Pacto de Moscú sobre ensayos nucleares, es decir, mediante 

depositarios paralelos. En este caso se proponía que el depositario fuera 

Austria, que está en una situación neutral, como depositarios originarios, 

y luego las Naciones Unidas como depositario definitivo. 

 Primó, en definitivo, la llamada fórmula de Viena, que es la adoptada 

por el artículo. 

 En cuanto a la posibilidad de formular reservas a la convención, Es-

paña propuso incorporar un texto que decía: “no se admitirá ninguna re-

serva a la Parte V de esta Convención Esta fórmula fue rechazada por 9 

votos a favor y 62 en contra. Resulta evidente este rechazo, y de las ma-

nifestaciones que se hicieron en la Conferencia, que no han previsto dis-

posiciones sobre reservas porque se ha considerado que eran aplicables a 
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los mismos artículos de la convención, es decir, que las reservas son per-

mitidas en la medida en que no sean incompatibles con el objeto y fin de 

la convención. 

 

8. Significación de la Convención 

En un estudio sobre el estado del Derecho Internacional que llevó a cabo 

el Secretario General de Naciones Unidas, en 1949, redactado por Lauter-

pacht, se examinaba los distintos sectores del derecho internacional a fin 

de indicar cuáles serían aptos para su codificación. Se decía allí que a 

pesar de la importancia fundamental de los tratados en el derecho interna-

cional y la tentativa de codificación que se hizo en la época de la Sociedad 

de las Naciones, no había casi ningún aspecto del tema que se hallara libre 

de dudas y de confusiones. Existían discrepancias en la terminología uti-

lizada y en las consecuencias jurídicas de esa terminología, en lo relativo 

a si era o no necesaria la ratificación de los tratados; la relevancia de las 

limitaciones constitucionales o de los tratados celebrados, las reglas de 

interpretación: la concesión de beneficios a terceros estados, y todo lo re-

lativo a nulidad y terminación. 

 La convención de Viena ha disipado todas esas dudas y confusiones 

de un capítulo tan importante del derecho internacional. Al propio tiempo 

contiene disposiciones progresivas de gran interés, como por ejemplo la 

relativa a la nulidad de los tratados impuestos por la fuerza. Como decía 

Lauterpacht, en 1953, si la codificación del derecho de los tratados no 

obtuviera otros resultados que eliminar del derecho internacional la regla 

que no admitía el efecto de la violencia, la incorporación de este solo 
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artículo justificaría por sí sola la labor de codificación. 

 El éxito en esta tarea de codificación debe ser atribuida a la eficacia 

con que se realizó la labor preparatoria, mediante una ardua actividad: la 

C.D.I. estudió el derecho de los tratados desde 1949 a 1966, designando a 

cuatro relatores sucesivos y destinó al estudio de este tema nada menos 

que 292 reuniones. 

 Ello explica que el proyecto presentado por la C.D.I. ha salido prác-

ticamente incólume de la conferencia, que se adoptaron por lo menos dos 

tercios de los artículos propuestos, sin enmiendas fundamentales. 

 Los artículos de carácter técnico, particularmente los relativos a con-

clusión y entrada en vigor de los tratados, están destinados a proporcionar 

claridad y certidumbre en esta rama del derecho. Resulta de suma impor-

tancia dado que la elaboración de tratados constituye el procedimiento 

fundamental para establecer reglas de derecho internacional. Una de las 

bases de la aceptación que tuvieron estas reglas fue el carácter flexible 

que se le dio a las mismas, al subrayar su naturaleza residual o supletoria 

mediante la reiteración de cláusulas como “a menos que el tratado dis-

ponga otra cosa”. 

 Otras disposiciones de importancia fundamental son las relativas al 

jus cogens y al arreglo de controversias. Respecto de este punto cabe se-

ñalar que la conferencia de Viena perfeccionó la labor de la C.D.I., lle-

nando un vacío que había sido dejado en el párrafo 3 del art. 65. 

 Otra modificación importante introducida en Viena consistió en la 

fórmula de la irretroactividad de la convención (Art. 4) No cabe duda que 

esta fórmula facilitó la adopción de las soluciones conciliatorias y 
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judiciales. Muchos estados que se negaban a aceptar el arreglo pacífico de 

controversias para antiguas disputas, se mostraron en cambio dispuestas a 

admitir este procedimiento para tratados futuros. 

 Es indudable que la convención representa una etapa fundamental en 

el desarrollo y codificación del derecho internacional. Su mayor mérito es 

el balance que establece entre la tendencia al cambio y la necesidad de 

estabilidad. Al codificar las doctrinas del jus cogens y rebus sic stantibus, 

proporciona los medios para lograr el cambio de las normas convenciona-

les. Al reafirmar el principio pacta sunt servanda e incorporar procedi-

mientos imparciales a cargo de terceros para el arreglo de controversias, 

proporciona la salvaguarda adecuada para la estabilidad de las relaciones 

contractuales internacionales. 

 Cabe decir que la convención sobre el derecho de los tratados tiene 

cierto carácter constitucional. No es un simple tratado, sino un tratado por 

el cual se han de regir los tratados. Regula así el funcionamiento de la 

fuente principal del derecho internacional, estableciendo la jerarquía entre 

distintas normas jurídicas internacionales y determinando la validez o in-

validez de esas normas. Constituye una especie de convención mediante 

la cual la comunidad internacional regula su procedimiento legislativo. Si 

el tratado es la fuente principal de derecho internacional esta convención 

será la ley suprema a la cual deberá someterse el legislador internacional. 

 Las disposiciones de la convención constituyen ya la guía autorizada 

sobre la práctica contemporánea en materia de tratados, y es invocada para 

solucionar diferencias de opiniones con respecto a negociaciones de 

acuerdos internacionales. Es que en realidad significa un resultado exitoso 

el que se haya podido lograr una convención sobre el derecho de los 
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tratados, que ha obtenido inmenso apoyo: un solo voto en contra y 80 a 

favor, de todas las regiones de la comunidad internacional. 

 Por otro lado, la convención, en sí misma, constituye una evidencia 

de la práctica de los estados. 

 Si el proyecto de la C.D.I. tenía ya autoridad como la opinión concer-

tada de un grupo de juristas, es indudable que tiene mucha mayor autori-

dad e influencia la convención, que ha sido sometida al escrutinio de 122 

estados; ha sido ajustada para tomar en cuenta las exigencias politices de 

esos estados y ha emergido como un tratado abierto a la ratificación y la 

adhesión. 

 En efecto, la situación actual de la convención es la siguiente: firmas: 

46 estados; ratificaciones: 25 estados; adhesiones: 46 estados y 5 sucesio-

nes de estados, lo que da un total de 122 países que están vinculados por 

dicho instrumento internacional. 

 Cabe mencionar que México firmó dicha Convención, de 1969, y la 

publicó en el Diario Oficial de la Federación del 14 de febrero de 1975. 

 También se encuentra vinculado a la Convención de Viena, de 1986, 

sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Interna-

cionales o entre Organizaciones Internacionales (ver. D.O. 28 abril de 

1988). 

 

Víctor Carlos García Moreno 

08, septiembre, 1995 
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PRIMER ANEXO 

 

CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE LOS 

TRATADOS 

(Viena, 23 de mayo de 1969) 

 

Los Estados Partes en la presente Convención 

 Considerando la función fundamental de los tratados en la historia de 

las relaciones internacionales; 

 Reconociendo la importancia cada vez mayor de los tratados como 

fuente del derecho internacional y como medio de desarrollar la coopera-

ción pacífica entre las naciones, sean cuales fueren sus regímenes consti-

tucionales y sociales: 

 Advirtiendo que los principios del libre consentimiento y de la buena 

fe y la norma “pacta sunt servanda” están universalmente reconocidos; 

 Afirmando que las controversias relativas a los tratados, al igual que 

las demás controversias internacionales deben resolverse por medios pa-

cíficos y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho 

internacional; 

 Recordando la resolución de los pueblos de las Naciones Unidas de 

crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el res-

peto a las obligaciones emanadas de los tratados; 

 Teniendo presentes los principios de derecho internacional 
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incorporados en la Carta de las Naciones Unidas, tales como los principios 

de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, de 

la igualdad soberana y la independencia de todos los Estados, de la no 

injerencia en los asuntos internos de los Estados, de la prohibición de la 

amenaza o el uso de la fuerza y del respeto universal a los derechos hu-

manos y a las libertades fundamentales de todos y la efectividad de tales 

derechos y libertades; 

 Convencidos de que la codificación y el desarrollo progresivo del de-

recho de los tratados logrados en la presente Convención contribuirán a la 

consecución de los propósitos de las Naciones Unidas enunciados en la 

Carta, que consisten en mantener la paz y la seguridad internacionales, 

fomentar entre las naciones las relaciones de amistad y realizar la coope-

ración internacional; 

 Afirmando que las normas de derecho internacional consuetudinario 

continuaran rigiendo las cuestiones no reguladas en las disposiciones de 

la presente Convención, 

 Han convenido lo siguiente: 

 

PARTE I 

Introducción 

1. Alcance de la presente Convención. 

La presente Convención se aplica a los tratados entre Estados. 

 

2. Términos empleados. 1. Para los efectos de la presente Convención: 
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a) se entiende por “tratado” un acuerdo internacional celebrado por escrito 

entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un 

instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera 

que sea su denominación particular; 

b) se entiende por “ratificación”, “aceptación”, “aprobación” y “adhe-

sión”, según el caso, el acto internacional así denominado por el cual 

un Estado hace constar en el ámbito internacional su consentimiento en 

obligarse por un tratado; 

c) se entiende por “plenos poderes” un documento que emana de la auto-

ridad competente de un Estado y por el que se designa a una o varias 

personas para representar al Estado en la negociación, la adopción o la 

autenticación del texto de un tratado, para expresar el consentimiento 

del Estado en obligarse por un tratado, o para ejecutar cualquier otro 

acto con respecto a un tratado; 

d) se entiende por “reserva” una declaración unilateral, cualquiera que sea 

su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, 

aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o 

modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su 

aplicación a ese Estado; 

e) se entiende por un “Estado negociador” un Estado que ha participado 

en la elaboración y adopción del texto del tratado; 

f) se entiende por “Estado contratante” un Estado que ha consentido en 

obligarse por el tratado, haya o no entrado en vigor el tratado; 

g) se entiende por “parte” un Estado que ha consentido en obligarse por 

el tratado y con respecto al cual el tratado está en vigor; 

h) se entiende por “Tercer Estado” un Estado que no es parte en el tratado; 

i) se entiende por “organización internacional” una organización intergu-

bernamental. 
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2. Las disposiciones del párrafo I sobre los términos empleados en la pre-

sente Convención se entenderán sin perjuicio del empleo de esos términos 

o del sentido que se les pueda dar en el derecho interno de cualquier Es-

tado. 

 

3. Acuerdos internacionales no comprendidos en el ámbito de la presente 

Convención. El hecho de que la presente Convención no se aplique ni a 

los acuerdos internacionales celebrados entre Estados y otros sujetos de 

derecho internacional o entre esos otros sujetos de derecho internacional, 

ni a los acuerdos internacionales no celebrados por escrito, no afectara: 

a) al valor jurídico de tales acuerdos; 

b) a la aplicación a los mismos de cualquiera de las normas enunciadas en 

la presente Convención a que estuvieren sometidos en virtud del dere-

cho internacional independientemente de esta Convención; 

c) a la aplicación de la Convención a las relaciones de los Estados entre sí 

en virtud de acuerdos internacionales en los que fueren asimismo partes 

otros sujetos de derecho internacional. 

 

4. Irretroactividad de la presente Convención. Sin perjuicio de la aplica-

ción de cualesquiera normas enunciadas en la presente Convención a las 

que los tratados estén sometidos en virtud del derecho internacional inde-

pendientemente de la Convención, esta solo se aplicara a los tratados que 

sean celebrados por Estados después de la entrada en vigor de la presente 

Convención con respecto a tales Estados. 
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5. Tratados constitutivos de organizaciones internacionales y tratados 

adoptados en el ámbito de una organización internacional. La presente 

Convención se aplicará a todo tratado que sea un instrumento constitutivo 

de una organización interna nacional y a todo tratado adoptado en el ám-

bito de una organización internacional, sin perjuicio de cualquier norma 

pertinente de la organización. 

 

PARTE II 

Celebración y entrada en vigor de los tratados 

 

SECCIÓN PRIMERA 

Celebración de los tratados 

6. Capacidad de los Estados para celebrar tratados. Todo Estado tiene ca-

pacidad para celebrar tratados. 

 

7. Plenos poderes. 1. Para la adopción la autenticación del texto de un 

tratado, para manifestar el consentimiento del Estado en obligarse por un 

tratado, se considerará que una persona representa a un Estado: 

a) si se presentan los adecuados plenos poderes, o 

b) si se deduce de la práctica seguida por los Estados interesados. o de 

otras circunstancias, que la intención de esos Estados ha sido considerar 

a esa persona representante del Estado para esos efectos y prescindir de 

la presentación de plenos poderes. 

2. En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar plenos poderes, se 
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considerará que representan a su Estado: 

a) los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de relaciones exte-

riores, para la ejecución de todos los actos relativos a la celebración de 

un tratado; 

b) los jefes de misión diplomáticas, para la adopción del texto de un tra-

tado entre el Estado acreditante y el Estado ante el cual se encuentran 

acreditados; 

c) los representantes acreditados por los Estados ante una conferencia in-

ternacional o ante una organización internacional o uno de sus órganos, 

para la adopción del texto de un tratado en tal conferencia. Organiza-

ción u órgano. 

 

8. Confirmación ulterior de un acto ejecutado sin autorización. Un acto 

relativo a la celebración de un tratado ejecutado por una persona que, con-

forme al artículo 7, no pueda considerarse autorizada para representar con 

tal fin a un Estado, no surtirá efectos jurídicos a menos que sea ulterior-

mente confirmado por ese Estado. 

 

9. Adopción del texto. 1. La adopción del texto de un tratado se efectuará 

por consentimiento de todos los Estados participantes en su elaboración, 

salvo lo dispuesto en el párrafo 2. 

2. La adopción del texto de un tratado en una conferencia internacional se 

efectuará por mayoría de dos tercios de los Estados presentes y votantes, 

a menos que esos Estados decidan por igual mayoría aplicar una regla 

diferente. 
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10. Autenticación del texto. El texto de un tratado quedara establecido 

como auténtico y definitivo 

a) mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan los 

Estados que hayan participado en su elaboración; o 

b) a falta de tal procedimiento, mediante la firma, la firma “ad referén-

dum” o la rúbrica puesta por los representantes de esos Estados en el 

texto del tratado o en el acta final de la conferencia en la que figure el 

texto. 

 

11. Formas de manifestación del consentimiento en obligarse por un tra-

tado. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá 

manifestarse mediante la firma, el canje de instrumentos que constituyan 

un tratado la ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión, o en 

cualquier otra forma que se hubiere convenido. 

 

12. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 

firma. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se ma-

nifestará mediante la firma de su representante: 

a) cuando el tratado disponga que la firma tendrá ese efecto; 

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han conve-

nido que la firma tenga ese efecto; o 

c) cuando la intención del Estado de dar ese efecto a la firma se desprenda 

de los plenos poderes de su representante o se haya manifestado durante 

la negociación. 
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2. Para los efectos del párrafo l: 

a) la rúbrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado cuando conste 

que los Estados negociadores así lo han convenido; 

b) la firma “ad referéndum” de un tratado por un representante equivaldrá 

a la firma definitiva del tratado si su Estado la confirma. 

 

13. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante el 

canje de instrumentos que constituyen un tratado. El consentimiento de 

los Estados en obligarse por un tratado constituido por instrumentos can-

jeados entre ellos se manifestará mediante este canje: 

a) cuando los instrumentos dispongan que su canje tendrá ese efecto; o 

b) cuando conste de otro modo que esos Estados han convenido que el 

canje de los instrumentos tenga ese efecto. 

 

14. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 

ratificación, la aceptación o la aprobación. I. El consentimiento de un Es-

tado en obligarse por un tratado se manifestará mediante la ratificación: 

a) cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe manifestarse 

mediante la ratificación; 

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han conve-

nido que se exija la ratificación; 

c) cuando el representante del Estado haya firmado el tratado a reserva de 

ratificación; o 

d) cuando la intención del Estado de firmar el tratado a reserva de ratifi-

cación se desprenda de los plenos poderes de su representante o se haya 
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manifestado durante la negociación. 

2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifes-

tará mediante la aceptación o la aprobación en condiciones semejantes a 

las que rigen para la ratificación. 

 

15. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 

adhesión. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 

manifestará mediante la adhesión: 

a) cuando el tratado disponga que ese Estado puede manifestar tal consen-

timiento mediante la adhesión: 

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han conve-

nido que ese Estado puede manifestar tal consentimiento mediante la 

adhesión; o 

c) cuando todas las partes hayan consentido ulteriormente que ese Estado 

puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión. 

 

16. Canje o depósito de los instrumentos de ratificación aceptación apro-

bación o adhesión. Salvo que el tratado disponga otra cosa los instrumen-

tos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión harán constar el 

consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado al efectuarse: 

a) su canje entre los Estados contratantes: 

b) su depósito en poder del depositario; o 

c) su notificación a los Estados contratantes o al depositario si así se ha 

convenido. 
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17. Consentimiento en obligarse respecto de parte de un tratado y opción 

entre disposiciones diferentes. 1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los ar-

tículos 19 a 23, el consentimiento de un Estado en obligarse respecto de 

parte de un tratado solo surtirá efecto si el tratado lo permite o los demás 

Estados contratantes convienen en ello 

2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que permita 

una opción entre disposiciones diferentes solo surtirá efecto si se indica 

claramente a que disposiciones se refiere el consentimiento. 

 

18. Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes de su 

entrada en vigor. Un Estado deberá abstenerse de actos en virtud de los 

cuales se frustren el objeto y el fin de un tratado: 

a) si ha firmado el tratado o ha canjeado instrumentos que constituyen el 

tratado a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no 

haya manifestado su intención de no llegar a ser parte en el tratado: o 

b) si ha manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado, durante 

el periodo que preceda a la entrada en vigor del mismo y siempre que 

esta no se retarde indebidamente. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

Reservas 

19. Formulación de reservas. Un Estado podrá formular una reserva en el 

momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse 

al mismo, a menos: 
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a) que la reserva esté prohibida por el tratado; 

b) que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas 

reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o 

c) que, en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea 

incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

 

20. Aceptación de las reservas y objeción a las reservas. 1. Una reserva 

expresamente autorizada por el tratado no exigirá la aceptación ulterior de 

los demás Estados contratantes, a menos que el tratado así lo disponga. 

2. Cuando del número reducido de Estados negociadores y del objeto y 

del fin del tratado se desprenda que la aplicación del tratado en su integri-

dad entre todas las partes es condición esencial del consentimiento de cada 

una de ellas en obligarse por el tratado, una reserva exigirá la aceptación 

de todas las partes. 

3. Cuando el tratado sea un instrumento constitutivo de una organización 

internacional y a menos que en él se disponga otra cosa, una reserva exi-

girá la aceptación del órgano competente de esa organización 

4. En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos que el 

tratado disponga otra cosa: 

a) la aceptación de una reserva por otro Estado contratante constituirá al 

Estado autor de la reserva en parte en el tratado en relación con ese 

Estado sí el tratado ya está en vigor o cuando entre en vigor para esos 

Estados: 

b) la objeción hecha por otro Estado contratante a una reserva no impedirá 

la entrada en vigor del tratado entre el Estado que haya hecho la 
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objeción y el Estado autor de la reserva, a menos que el Estado autor de 

la objeción manifieste inequívocamente la intención contraria; 

c) un acto por el que un Estado manifieste su consentimiento en obligarse 

por un tratado y que contenga una reserva surtirá efecto en cuanto 

acepte la reserva al menos otro Estado contratante. 

5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4. y a menos que el tratado disponga 

otra cosa, se considerara que una reserva ha sido aceptada por un Estado 

cuando este no ha formulado ninguna objeción a la reserva dentro de los 

doce meses siguientes a la fecha en que hayan recibido la notificación de 

la reserva o en la fecha en que haya manifestado su consentimiento en 

obligarse por el tratado si esta última es posterior. 

 

21. Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. 

Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de 

conformidad con los artículos 19 20 y 23: 

a) modificara con respecto al Estado autor de la reserva en sus relaciones 

con esa otra parte las disposiciones del tratado a que se refiera la reserva 

en la medida determinada por la misma: 

b) modificara en la misma medida, esas disposiciones en lo que respecta 

a esa otra parte en el tratado en sus relaciones con el Estado autor de la 

reserva. 

2. La reserva no modificara las disposiciones del tratado en lo que respecta 

a las otras partes en el tratado en sus relaciones “inter se”. 

3. Cuando un Estado que haya hecho una objeción a una reserva no se 

oponga a la entrada en vigor del tratado entre él y el Estado autor de la 
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reserva, las disposiciones a que se refiera esta no se aplicaran entre los dos 

Estados en la medida determinada por la reserva. 

 

22. Retiro de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. Salvo que 

el tratado disponga otra cosan una reserva podrá ser retirada en cualquier 

momento y no se exigirá para su retiro el consentimiento del Estado que 

la haya aceptado. 

2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a una reserva 

podrá ser retirada en cualquier momento. 

3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa: 

a) el retiro de una reserva solo surtirá efecto respecto de otro Estado con-

tratante cuando ese Estado haya recibido la notificación: 

b) el retiro de una objeción a una reserva solo surtirá efecto cuando su 

notificación haya sido recibida por el Estado autor de la reserva. 

 

23. Procedimiento relativo a las reservas. 1. La reserva, la aceptación ex-

presa de una reserva v la objeción a una reserva habrán de formularse por 

escrito y comunicarse a los Estados contratantes v a los demás Estados 

facultados para llegar a ser partes en el tratado. 

2. La reserva que se formule en el momento de la firma de un tratado que 

haya de ser objeto de ratificación, aceptación o aprobación, habrá de ser 

confirmada formalmente por el Estado autor de la reserva al manifestar su 

consentimiento en obligarse por el tratado. En tal caso se considerará que 

la reserva ha sido hecha en la fecha de su confirmación. 
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3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción hecha a una reserva 

anterior a la confirmación de la misma, no tendrán que ser a su vez con-

firmadas. 

4. El retiro de una reserva o de una objeción a una reserva habrá de for-

mularse por escrito. 

 

SECCIÓN TERCERA 

Entrada en vigor y aplicación provisional de los tratados 

 

24. Entrada en vigor. 1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la 

fecha que en él se disponga o que acuerden los Estados negociadores. 

2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrara en vigor tan 

pronto como haya constancia del consentimiento de todos los Estados ne-

gociadores en obligarse por el tratado. 

3. Cuando cl consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 

haga constar en una fecha posterior a la de la entrada en vigor de dicho 

tratado, este entrará en vigor con relación a ese Estado en dicha fecha, a 

menos que el tratado disponga otra cosa. 

4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticidad de su texto, 

la constancia del consentimiento de los Estados en obligarse por el tratado, 

la manera o la fecha de su entrada en vigor, las reservas. Las funciones 

del depositario y otras cuestiones que se susciten necesariamente antes de 

la entrada en vigor del tratado se aplicarán desde el momento de la adop-

ción de su texto. 
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25. Aplicación provisional. 

1. Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmente antes de su 

entrada en vigor: 

a) si el propio tratado así lo dispone: o 

b) si los Estados negociadores han convenido en ello de otro modo. 

 

2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de el respecto de 

un Estado terminará si éste notifica a los Estados entre los cuales el tratado 

se aplica provisionalmente su intención de no llegar a ser parte en el 

mismo, a menos que el tratado disponga o los Estados negociadores hayan 

convenido otra cosa al respecto. 

 

PARTE III 

Observancia, aplicación e interpretación de los tratados 

 

SECCION PRIMERA 

Observancia de los tratados 

26. “Pacta sunt servanda”. Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe 

ser cumplido por ellas de buena fe. 

 

27. El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá 

invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
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incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo 46. 

 

SECCION SEGUNDA 

Aplicación de los tratados. 

28. Irretroactividad de los tratados. Las disposiciones de un tratado no 

obligaran a una parte respecto de ningún acto o hecho que haba tenido 

lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para esa 

parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salvo 

que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro 

modo. 

 

29. Ámbito territorial de los tratados. Un tratado será obligatorio para cada 

una de las partes por lo que respecta a la totalidad de su territorio, salvo 

que una intención diferente se desprenda de él o conste de otro modo. 

 

30. Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia. 1. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103 de la Carta de las Naciones 

Unidas, los derechos y las obligaciones de los Estados partes en tratados 

sucesivos concernientes a la misma materia se determinarán conforme a 

los párrafos siguientes. 

2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado ante-

rior o posterior o que no debe ser considerado incompatible con ese otro 

tratado prevalecerán las disposiciones de este último. 
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3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en el 

tratado posterior, pero el tratado anterior no quede terminado ni su aplica-

ción suspendida conforme al artículo 59, el tratado anterior se aplicará 

únicamente en la medida en que sus disposiciones sean compatibles con 

las del tratado posterior. 

4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el 

tratado posterior: 

a) en las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados se aplicará 

la norma enunciada en el párrafo 3: 

b) en las relaciones entre un Estado que sea parte en ambos tratados y un 

Estado que solo lo sea en uno de ellos, los derechos y obligaciones re-

cíprocos se regirán por el tratado en el que los dos Estados sean partes. 

5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 y 

no prejuzgará ninguna cuestión de terminación o suspensión de la aplica-

ción de un tratado conforme al artículo 60 ni ninguna cuestión de respon-

sabilidad en que pueda incurrir un Estado por la celebración o aplicación 

de un tratado cuyas disposiciones sean incompatibles con las obligaciones 

contraídas con respecto a otro Estado en virtud de otro tratado. 

 

SECCIÓN TERCERA 

Interpretación de los tratados 

31. Regla general de interpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de 

buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los térmi-

nos del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y 

fin. 
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2. Para los efectos de la interpretación de un tratado. El contexto com-

prenderá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos: 

a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas 

las partes con motivo de la celebración del tratado: 

b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la ce-

lebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento refe-

rente al tratado; 

3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: 

a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tra-

tado o de la aplicación de sus disposiciones: 

b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la 

cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tra-

tado: 

c) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable en las relacio-

nes entre las partes. 

 

4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la inten-

ción de las partes. 

 

32. Medios de interpretación complementarios. Se podrán acudir a medios 

de interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparato-

rios del tratado y a las circunstancias de su celebración, para confirmar el 

sentido resultante de la aplicación del artículo 31, o para determinar el 

sentido cuando la interpretación dada de conformidad con el artículo 31: 

a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o 
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b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable. 

 

33. Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas. 1. 

Cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto 

hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las 

partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los tex-

tos. 

 

2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel en que haya sido 

autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si 

el tratado así lo dispone o las partes así lo convienen. 

 

3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico 

igual sentido. 

 

4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo 

previsto en el párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticas 

revele una diferencia de sentido que no pueda resolverse con la aplicación 

de los artículos 31 y 39, se adoptará el sentido que mejor concilie esos 

textos, habida cuenta del objeto y fin del tratado. 

 

SECCIÓN CUARTA 

Los tratados y los terceros Estados 
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34. Norma general concerniente a terceros Estados. Un tratado no crea 

obligaciones ni derechos para un tercer Estado sin su consentimiento. 

 

35. Tratados en que se prevén obligaciones para terceros Estados. Una 

disposición de un tratado dará origen a una obligación para un tercer Es-

tado si las partes en el tratado tienen la intención de que tal disposición 

sea el medio de crear la obligación y si el tercer Estado acepta expresa-

mente por escrito esa obligación. 

 

36. Tratados en que se prevén derechos para terceros Estados. 1. Una dis-

posición de un tratado dará origen a un derecho para un tercer Estado si 

con ella las partes en el tratado tienen la intención de conferir ese derecho 

al tercer Estado o a un grupo de Estados al cual pertenezca, o bien a todos 

los Estados y si el tercer Estado asiente a ello. Su asentimiento se presu-

mirá mientras no haya indicación en contrario, salvo que el tratado dis-

ponga otra cosa. 

2. Un Estado que ejerza un derecho con arreglo al párrafo I deberá cumplir 

las condiciones que para su ejercicio estén prescritas en el tratado o se 

establezcan conforme a éste. 

 

37. Revocación o modificación de obligaciones o de derechos de terceros 

Estados. 

1. Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya originado una obli-

gación para un tercer Estado, tal obligación no podrá ser revocada ni 
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modificada sino con el consentimiento de las partes en el tratado y del 

tercer Estado, a menos que conste que habían convenido otra cosa al res-

pecto. 

2. Cuando de conformidad con el artículo 36 se haya originado un derecho 

para un tercer Estado, tal derecho no podrá ser revocado ni modificado 

por las partes si consta que se tuvo la intención de que el derecho no fuera 

revocable ni modificable sin el consentimiento del tercer Estado. 

 

38. Normas de un tratado que lleguen a ser obligatorias para terceros Es-

tados en virtud de una costumbre internacional. Lo dispuesto en los ar-

tículos 34 a 37 no impedirá que una norma enunciada en un tratado llegue 

a ser obligatoria para un tercer Estado como norma consuetudinaria de 

derecho internacional reconocida como tal. 

 

PARTE IV 

Enmienda y modificación de los tratados 

39. Norma general concerniente a la enmienda de los tratados. Un tratado 

podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán a tal 

acuerdo las normas enunciadas en la Parte II, salvo en la medida en que 

el tratado disponga otra cosa. 

 

40. Enmienda de los tratados multilaterales. 1. Salvo que el tratado dis-

ponga otra cosa, la enmienda de los tratados multilaterales se regirá por 

los párrafos siguientes. 
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2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral en las relaciones 

entre todas las partes habrá de ser notificada a todos los Estados contra-

tantes, cada uno de los cuales tendrá derecho a participar: 

a) en la decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a 

tal propuesta: 

b) en la negociación y la celebración de cualquier acuerdo que tenga por 

objeto enmendar el tratado. 

3. Todo Estado facultado para llegar a ser parte en el tratado estará tam-

bién facultado para llegar a ser parte en el tratado en su forma enmendada. 

4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a nin-

gún Estado que sea ya parte en el tratado que no llegue a serlo en ese 

acuerdo, con respecto a tal Estado se aplicará el apartado b) del párrafo 4 

del artículo 30. 

5. Todo Estado que llegue a ser parte en el tratado después de la entrada 

en vigor del acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado será consi-

derado, de no haber manifestado ese Estado una intención diferente: 

a) parte en el tratado en su forma enmendada; y 

b) parte en el tratado no enmendado con respecto a toda parte en el tratado 

que no esté obligada por el acuerdo en virtud del cual se enmiende el 

tratado. 

 

41. Acuerdos para modificar tratados multilaterales entre algunas de las 

partes únicamente. 1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán 

celebrar un acuerdo que tenga por objeto modificar el tratado únicamente 

en sus relaciones mutuas: 
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a) si la posibilidad de tal modificación esta prevista por el tratado: o 

b) si tal modificación no está prohibida por el tratado. a condición de que: 

i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan 

en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones: y 

ii) no se refiera a ninguna disposición cuya modificación sea incompatible 

con la consecución efectiva del objeto y del fin del tratado en su con-

junto. 

 

2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado 

disponga otra cosa, las partes interesadas deberán notificar a las demás 

partes su intención de celebrar el acuerdo y la modificación del tratado 

que en ese acuerdo se disponga. 

 

PARTE V 

Nulidad, terminación y suspensión de la aplicación de los tratados 

 

SECCIÓN PRIMERA 

Disposiciones generales 

42. Validez y continuación en vigor de los tratados. 1. La validez de un 

tratado o del consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado no 

podrá ser impugnada sino mediante la aplicación de la presente Conven-

ción. 

2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no 

podrán tener lugar sino como resultado de la aplicación de las 
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disposiciones del tratado o de la presente Convención. La misma norma 

se aplicará a la suspensión de la aplicación de un tratado. 

 

43. Obligaciones impuestas por el derecho internacional independiente-

mente de un tratado. La nulidad, terminación o denuncia de un tratado, el 

retiro de una de las partes o la suspensión de la aplicación del tratado, 

cuando resulten de la aplicación de la presente Convención o de las dis-

posiciones del tratado, no menoscabarán en nada el deber de un Estado de 

cumplir toda obligación enunciada en el tratado a la que esté sometido en 

virtud del derecho internacional independientemente de ese tratado. 

 

44. Divisibilidad de las disposiciones de un tratado. 1. El derecho de una 

parte, previsto en un tratado o emanado del artículo 56, a denunciar ese 

tratado, retirarse de el o suspender su aplicación no podrá ejercerse sino 

con respecto a la totalidad del tratado, a menos que el tratado disponga o 

las partes convengan otra cosa al respecto. 

2. Una causa de nulidad o terminación de un tratado, de retiro de una de 

las partes o de suspensión de la aplicación de un tratado reconocida en la 

presente Convención no podrá alegarse sino con respecto a la totalidad 

del tratado, salvo en los casos previstos en los párrafos siguientes o en el 

artículo 60. 

3. Si la causa se refiere solo a determinadas cláusulas, no podrá alegarse 

sino con respecto a esas cláusulas cuando: 

a) dichas cláusulas sean separables del resto del tratado en lo que respecta 

a su aplicación; 
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b) se desprenda del tratado o conste de otro modo que la aceptación de 

esas cláusulas no ha constituido para la otra parte o las otras partes en 

el tratado una base esencial de su consentimiento en obligarse por el 

tratado en su conjunto. y 

c) la continuación del cumplimiento del resto del tratado no sea injusta. 

 

4. En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado facultado para 

alegar el dolo o la corrupción podrá hacerlo en lo que respecta a la totali-

dad del tratado o, en el caso previsto en el párrafo 3, en lo que respecta a 

determinadas cláusulas únicamente. 

5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 no se admitirá la 

división de las disposiciones del tratado. 

 

45. Pérdida del derecho a alegar una causa de nulidad, terminación, retiro 

o suspensión de la aplicación de un tratado. Un Estado no podrá ya alegar 

una causa para anular un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o 

suspender su aplicación con arreglo a lo dispuesto en los artículos 46 a 50 

o en los artículos 60 y 62, si, después de haber tenido conocimiento de los 

hechos, ese Estado: 

a) ha convenido expresamente en que el tratado es válido, permanece en 

vigor o continúa en aplicación, según el caso; o 

b) se ha comportado de tal manera que debe considerarse que ha dado su 

aquiescencia a la validez del tratado o a su continuación en vigor o en 

aplicación. según el caso. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

Nulidad de los tratados 

46. Disposiciones de derecho interno concernientes a la competencia para 

celebrar tratados. 1. El hecho de que el consentimiento de un Estado en 

obligarse por un tratado haya sido manifiesto en violación de una dispo-

sición de su derecho interno concerniente a la competencia para celebrar 

tratados no podrá ser alegado por dicho Estado como vicio de su consen-

timiento, a menos que esa violación sea manifiesta y afecte a una norma 

de importancia fundamental de su derecho interno. 

2. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cual-

quier Estado que proceda en la materia conforme a la práctica usual y de 

buena fe. 

 

47. Restricción específica de los poderes para manifestar el consenti-

miento de un Estado. Si los poderes de un representante para manifestar 

el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado determinado 

han sido objeto de una restricción específica, la inobservancia de esa res-

tricción por tal representante no podrá alegarse como vicio del consenti-

miento manifestado por él, a menos que la restricción haya sido notificada 

con anterioridad a la manifestación de ese consentimiento, a los demás 

Estados negociadores. 

 

48. Error. 1. Un Estado podrá alegar un error en un tratado como vicio de 

su consentimiento en obligarse por el tratado si el error se refiere a un 
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hecho o a una situación cuya existencia diera por supuesta ese Estado en 

el momento de la celebración del tratado y constituyera una base esencial 

de su consentimiento en obligarse por el tratado. 

2. El párrafo I no se aplicará si el Estado de que se trate contribuyó con su 

conducta al error o si las circunstancias fueron tales que hubiera quedado 

advertido de la posibilidad de error. 

3. Un error que concierna solo a la redacción del texto de un tratado no 

afectará a la validez de éste: en tal caso se aplicará el artículo 79. 

 

49. Dolo. Si un Estado ha sido inducido a celebrar un tratado por la con-

ducta fraudulenta de otro Estado negociador, podrá alegar el dolo como 

vicio de su consentimiento en obligarse por el tratado. 

 

50. Corrupción del representante de un Estado. Si la manifestación del 

consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado ha sido obtenida 

mediante la corrupción de su representante, efectuada directa o indirecta-

mente por otro Estado negociador, aquel Estado podrá alegar esa corrup-

ción como vicio de su consentimiento en obligarse por el tratado. 

 

51. Coacción sobre el representante de un Estado. La manifestación del 

consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que haya sido 

obtenida por coacción sobre su representante mediante actos o amenazas 

dirigidos contra él carecerá de todo efecto jurídico. 
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52. Coacción sobre un Estado por la amenaza o el uso de la fuerza. Es 

nulo todo tratado cuya celebración se haya obtenido por la amenaza o el 

uso de la fuerza en violación de los principios de derecho internacional 

incorporados en la Carta de las Naciones Unidas. 

 

53. Tratados que están en oposición con una norma imperativa de derecho 

internacional general (“jus cogens”). Es nulo todo tratado que, en el mo-

mento de su celebración. esté en oposición con una norma imperativa de 

derecho internacional general. Para los efectos de la presente Convención, 

una norma imperativa de derecho internacional general es una norma 

aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su 

conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que solo 

puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional ge-

neral que tenga el mismo carácter. 

 

SECCIÓN TERCERA 

Terminación de los tratados y suspensión de su aplicación 

54. Terminación de un tratado o retiro de él en virtud de sus disposiciones 

o por consentimiento de las partes. La terminación de un tratado o el retiro 

de una parte podrán tener lugar: 

a) conforme a las disposiciones del tratado, o 

b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las partes después 

de consultar a los demás Estados contratantes. 
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55. Reducción del número de partes en un tratado multilateral a un número 

inferior al necesario para su entrada en vigor. Un tratado multilateral no 

terminará por el solo hecho de que el número de partes llegue a ser inferior 

al necesario para su entrada en vigor, salvo que el tratado disponga otra 

cosa. 

 

56. Denuncia o retiro en el caso de que el tratado no contenga disposicio-

nes sobre la terminación, la denuncia o el retiro. 1. Un tratado que no 

contenga disposiciones sobre su terminación ni prevea la denuncia o el 

retiro del mismo, no podrá ser objeto de denuncia o de retiro a menos: 

a) que conste que fue intención de las partes admitir la posibilidad de de-

nuncia o de retiro: o 

b) que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse de la naturaleza 

del tratado. 

2. Una parte deberá notificar con doce meses, por lo menos, de antelación 

su intención de denunciar un tratado o de retirarse de él conforme al pá-

rrafo 1. 

 

57. Suspensión de la aplicación de un tratado en virtud de sus disposicio-

nes o por consentimiento de las partes. La aplicación de un tratado podrá 

suspenderse con respecto a todas las partes o a una parte determinada: 

a) conforme a las disposiciones del tratado, o 

b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las partes previa 

consulta con los demás Estados contratantes. 
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58. Suspensión de la aplicación de un tratado multilateral por acuerdo en-

tre algunas de las partes únicamente. 1. Dos o más parte en un tratado 

multilateral podrán celebrar un acuerdo que tenga por objeto suspender la 

aplicación de disposiciones del tratado, temporalmente y solo en sus rela-

ciones mutuas: 

a) si la posibilidad de tal suspensión está prevista por el tratado: o 

b) si tal suspensión no está prohibida por el tratado. a condición de que: 

i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan 

en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones: y 

ii) no sea incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado 

disponga otra cosa, las partes interesadas deberán notificar a las demás 

partes su intención de celebrar el acuerdo y las disposiciones del tratado 

cuya aplicación se propone suspender. 

 

59. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación implícitas 

como consecuencia de la celebración de un tratado posterior. 1. Se consi-

derará que un tratado ha terminado si todas las partes en él celebran ulte-

riormente un tratado sobre la misma materia y: 

a) se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que ha sido 

intención de las partes que la materia se rija por ese tratado; o 

b) las disposiciones del tratado posterior son hasta tal punto incompatibles 

con las del tratado anterior que los dos tratados no pueden aplicarse si-

multáneamente. 

2. Se considerará que la aplicación del tratado anterior ha quedado 
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únicamente suspendida si se desprende del tratado posterior o consta de 

otro modo que tal ha sido la intención de las partes. 

 

60. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación como conse-

cuencia de su violación. 1. Una violación grave de un tratado bilateral por 

una de las partes facultará a la otra para alegar la violación como causa 

para dar por terminado el tratado o para suspender su aplicación total o 

parcialmente. 

2. Una violación grave de un tratado multilateral por una de las partes 

facultará: 

a) a las otras partes. Procediendo por acuerdo unánime para suspender la 

aplicación del tratado total o parcialmente o darlo por terminado, sea: 

i) en las relaciones entre ellas y el Estado autor de la violación: o 

ii) entre todas las partes; 

b) a una parte especialmente perjudicada por la violación para alegar ésta 

como causa para suspender la aplicación del tratado total o parcialmente 

en las relaciones entre ella y el Estado autor de la violación; 

c) a cualquier parte, que no sea el Estado autor de la violación, para alegar 

la violación como causa para suspender la aplicación del tratado total o 

parcialmente con respecto a sí misma, sí el tratado es de tal índole que 

una violación grave de sus disposiciones por una parte modifica radi-

calmente la situación de cada parte con respecto a la ejecución ulterior 

de sus obligaciones en virtud del tratado. 

3. Para los efectos del presente artículo, constituirán violación grave de 

un tratado: 

a) un rechazo del tratado no admitido por la presente Convención; o 
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b) la violación de una disposición esencial para la consecución del objeto 

o del fin del tratado. 

 

4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de las disposicio-

nes del tratado aplicables en caso de violación. 

5. Lo previsto en los párrafos 1 a 3 no se aplicará a las disposiciones rela-

tivas a la protección de la persona humana contenidas en tratados de ca-

rácter humanitario, en particular a las disposiciones que prohíben toda 

forma de represalias con respecto a las personas protegidas por tales tra-

tados. 

 

61. Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento. 1. Una parte podrá ale-

gar la imposibilidad de cumplir un tratado como causa para darlo por ter-

minado o retirarse de él si esa imposibilidad resulta de la desaparición o 

destrucción definitivas de un objeto indispensable para el cumplimiento 

del tratado. Si la imposibilidad es temporal, podrá alegarse únicamente 

como causa para suspender la aplicación del tratado. 

 

2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las 

partes como causa para dar por terminado un tratado, retirarse de él o sus-

pender su aplicación si resulta de una violación, por la parte que la alegue, 

de una obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacio-

nal con respecto a cualquier otra parte en el tratado. 
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62. Cambio fundamental en las circunstancias. 1. Un cambio fundamental 

en las circunstancias ocurrido con respecto a las existentes en el momento 

de la celebración de un tratado y que no fue previsto por las partes no 

podrá alegarse como causa para dar por terminado el tratado o retirarse de 

é1 a menos que: 

a) la existencia de esas circunstancias constituyera una base esencial del 

consentimiento de las partes en obligarse por el tratado, y 

b) ese cambio tenga por efecto modificar radicalmente el alcance de las 

obligaciones que todavía deban cumplirse en virtud del tratado. 

 

2. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como 

causa para dar por terminado un tratado o retirarse de él: 

a) si el tratado establece una frontera; o 

b) si el cambio fundamental resulta de una violación por la parte que lo 

alega, de una obligación nacida del tratado o de toda otra obligación 

internacional con respecto a cualquier otra parte en el tratado. 

 

3. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos precedentes, una de 

las partes pueda alegar un cambio fundamental en las circunstancias como 

causa para dar por terminado un tratado o para retirarse de él, podrá tam-

bién alegar ese cambio como causa para suspender la aplicación del tra-

tado. 

 

63. Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares. La ruptura de rela-

ciones diplomáticas o consulares entre partes de un tratado no afectará a 
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las relaciones jurídicas establecidas entre ellas por el tratado, salvo en la 

medida en que la existencia de relaciones diplomáticas o consulares sea 

indispensable para la aplicación del tratado. 

 

64. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho internacional 

general (“jus cogens”). Si surge una nueva norma imperativa de derecho 

internacional general, todo tratado existente que esté en oposición con esa 

norma se convertirá en nulo y terminará. 

 

SECCIÓN CUARTA 

Procedimiento 

65. Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la nulidad o termi-

nación de un tratado, el retiro de una parte o la suspensión de la aplicación 

de un tratado. 1. La parte que, basándose en las disposiciones de la pre-

sente Convención, alegue un vicio de su consentimiento en obligarse por 

un tratado o una causa para impugnar la validez de un tratado, darlo por 

terminado, retirarse de él o suspender su aplicación, deberá notificar a las 

demás partes su pretensión. En la notificación habrá de indicarse la me-

dida que se proponga adoptar con respecto al tratado y las razones en que 

esta se funde. 

2. Si, después de un plazo que, salvo en casos de especial urgencia, no 

habrá de ser inferior a tres meses contados desde la recepción de la noti-

ficación, ninguna parte ha formulado objeciones, la parte que haya hecho 

la notificación podrá adoptar en la forma prescrita en el artículo 67 la 
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medida que haya propuesto. 

3. Si, por el contrario, cualquiera de las demás partes ha formulado una 

objeción, las partes deberán buscar una solución por los medios indicados 

en el artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas. 

4. Nada de lo dispuesto en los párrafos precedentes afectara a los derechos 

o a las obligaciones de las partes que se deriven de cualesquiera disposi-

ciones en vigor entre ellas respecto de la solución de controversias. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho de que un Estado 

no haya efectuado la notificación prescrita en el párrafo 1 no le impedirá 

hacerla en respuesta a otra parte que pida el cumplimiento del tratado o 

alegue su violación. 

 

66. Procedimientos de arreglo judicial de arbitraje y de conciliación. Si, 

dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que se haya formulado 

la objeción, no se ha llegado a ninguna solución conforme al párrafo 3 del 

artículo 65, se seguirán los procedimientos siguientes: 

a) cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación o la 

interpretación del artículo 53 o el artículo 64 podrá, mediante solicitud 

escrita, someterla a la decisión de la Corte Internacional de Justicia a 

menos que las partes convengan de común acuerdo someter la contro-

versia al arbitraje. 

b) cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación o la 

interpretación de cualquiera de los restantes artículos de la parte V de 

la presente Convención podrá iniciar el procedimiento indicado en el 

anexo de la Convención presentando al Secretario general de las 
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Naciones Unidas una solicitud a tal efecto. 

 

67. Instrumentos para declarar la nulidad de un tratado, darlo por termi-

nado, retirarse de él o suspender su aplicación. 1. La notificación prevista 

en el párrafo 1 del artículo 65 habrá de hacerse por escrito. 

 

2. Todo acto encaminado a declarar la nulidad de un tratado, darlo por 

terminado, retirarse de él o suspender su aplicación de conformidad con 

las disposiciones del tratado o de los párrafos 2 o 3 del artículo 65, se hará 

constar en un instrumento que será comunicado a las demás partes. Si el 

instrumento no está firmado por el Jefe del Estado, el Jefe del Gobierno o 

el Ministro de Relaciones Exteriores, el representante del Estado que lo 

comunique podrá ser invitado a presentar sus plenos poderes. 

 

68. Revocación de las notificaciones y de los instrumentos previstos en 

los artículos 65 y 67. Las notificaciones o los instrumentos previstos en 

los artículos 65 y 67 podrán ser revocados en cualquier momento antes de 

que surtan efecto. 

 

SECCIÓN QUINTA 

Consecuencias de la nulidad, la terminación o la suspensión de la aplica-

ción de un tratado 

69. Consecuencias de la nulidad de un tratado. 1. Es nulo un tratado cuya 

nulidad quede determinada en virtud de la presente Convención. Las 
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disposiciones de un tratado nulo carecen de fuerza jurídica. 

2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal tratado: 

a) toda parte podrá exigir de cualquier otra parte que en la medida de lo 

posible establezca en sus relaciones mutuas la situación que habría exis-

tido si no se hubieran ejecutado esos actos; 

b) los actos ejecutados de buena le antes de que se haya alegado la nulidad 

no resultarán ilícitos por el solo hecho de la nulidad del tratado; 

3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50, 51 o 52, no se apli-

cará el párrafo 2 con respecto a la parte a la que sean imputables el dolo, 

el acto de corrupción o 1a coacción. 

4. En caso de que el consentimiento de un Estado determinado en obli-

garse por un tratado multilateral este viciado, las normas precedentes se 

aplicarán a las relaciones entre ese Estado y las partes en el tratado. 

 

70. Consecuencias de la terminación de un tratado. 1. Salvo que el tratado 

disponga o las partes convengan otra cosa al respecto, la terminación de 

un tratado en virtud de sus disposiciones o conforme a la presente Con-

vención: 

a) eximirá a las partes de la obligación de seguir cumpliendo el tratado; 

b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las par-

tes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación. 

2. Si un Estado denuncia un tratado multilateral o se retira de él, se apli-

cará el párrafo 1 a las relaciones entre ese Estado y cada una de las demás 

partes en el tratado desde la fecha en que surta efectos tal denuncia o re-

tiro. 
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71. Consecuencias de la nulidad de un tratado que esté en oposición con 

una norma imperativa de derecho internacional general. I. Cuando un tra-

tado sea nulo en virtud del artículo 53, las partes deberán: 

a) eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto, que se haya eje-

cutado basándose en una disposición que esté en oposición con la norma 

imperativa de derecho internacional general, y 

b) ajustar sus relaciones mutuas a las normas imperativas de derecho in-

ternacional general. 

2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine en virtud del artículo 

64, la terminación del tratado: 

a) eximirá a las partes de toda obligación de seguir cumpliendo él tratado; 

b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las par-

tes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación; sin em-

bargo, esos derechos, obligaciones o situaciones podrán en adelante 

mantenerse únicamente en la medida en que su mantenimiento no esté 

por sí mismo en oposición con la nueva norma imperativa de derecho 

internacional general. 

 

72. Consecuencias de la suspensión de la aplicación de un tratado. 1. 

Salvo que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto, 

la suspensión de la aplicación de un tratado basada en sus disposiciones o 

conforme a la presente Convención: 

a) eximirá a las partes en entre las que se suspenda la aplicación del tratado 

de la obligación de cumplirlo en sus relaciones mutuas durante el 
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periodo de suspensión; 

b) no afectará de otro modo a las relaciones jurídicas que el tratado haya 

establecido entre las partes. 

 

2. Durante el período de suspensión las partes deberán abstenerse de todo 

acto encaminado a obstaculizar la reanudación de la aplicación del tra-

tado. 

 

PARTE VI 

Disposiciones diversas 

73. Casos de sucesión de Estados, de responsabilidad de un Estado o de 

ruptura de hostilidades. Las disposiciones de la presente Convención no 

prejuzgaran ninguna cuestión que con relación a un tratado pueda surgir 

como consecuencia de una sucesión de Estados, de la responsabilidad in-

ternacional de un Estado o de la ruptura de hostilidades entre Estados. 

 

74. Relaciones diplomáticas o consulares y celebración de tratados. La 

ruptura o la ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre dos o 

más Estados no impedirá la celebración de tratados entre dichos Estados. 

Tal celebración por sí misma no prejuzgará acerca de la situación de las 

relaciones diplomáticas o consulares. 

 

75. Caso de un Estado agresor. Las disposiciones de la presente Conven-

ción se entenderán sin perjuicio de cualquier obligación que pueda 
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originarse con relación a un tratado para un Estado agresor como conse-

cuencia de medidas adoptadas conforme a la Carta de las Naciones Unidas 

con respecto a la agresión de tal Estado. 

 

PARTE VII 

Depositarios, notificaciones, correcciones y registro 

76. Depositarios de los tratados. 1. La designación del depositario de un 

tratado podrá efectuarse por los Estados negociadores en el tratado mismo 

o de otro modo. El depositario podrá ser uno o más Estados, una organi-

zación internacional o el principal funcionario administrativo de tal orga-

nización. 

2. Las funciones del depositario de un tratado son de Carácter internacio-

nal y el depositario está obligado a actuar imparcialmente en el desem-

peño de ellas. En particular, el hecho de que un tratado no haya entrado 

en vigor entre algunas de las partes o de que haya surgido una discrepancia 

entre un Estado y un depositario acerca del desempeño de las funciones 

de este no afectará a esa obligación del depositario. 

 

77. Funciones de los depositarios. 1. Salvo que el tratado disponga o los 

Estados contratantes convengan otra cosa al respecto, las funciones del 

depositario comprenden en particular las siguientes: 

a) custodiar el texto original del tratado y los plenos poderes que se le 

hayan remitido: 

b) extender copias certificadas conformes del texto original y preparar 
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todos los demás textos del tratado en otros idiomas que puedan reque-

rirse en virtud del tratado y transmitirlos a las partes en el tratado y a 

los Estados facultados para llegar a serlo; 

c) recibir las firmas del tratado v recibir y custodiar los instrumentos, no-

tificaciones y comunicaciones relativos a éste; 

d) examinar si una firma, un instrumento o una notificación o comunica-

ción relativos al tratado están en debida forma y, de ser necesario, se-

ñalar el caso a la atención del Estado de que se trate; 

e) informar a las partes en el tratado y a los Estados facultados para llegar 

a serlo de los actos, notificaciones y comunicaciones relativos al tra-

tado; 

f) informar a los Estados facultados para llegar a ser partes en el tratado 

de la fecha en que se ha recibido o depositado el número de firmas o de 

instrumentos de ratificación, aceptación aprobación o adhesión necesa-

rio para la entrada en vigor del tratado; 

g) registrar el tratado en la Secretaría de las Naciones Unidas; 

h) desempeñar las funciones especificadas en otras disposiciones de la 

presente Convención. 

2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado y el depositario acerca 

del desempeño de las funciones de éste, el depositario señalará la cuestión 

a la atención de los Estados signatarios y de los Estados contratantes o, si 

corresponde, del órgano competente de la organización internacional in-

teresada. 

 

78. Notificaciones y comunicaciones. Salvo cuando el tratado o la pre-

sente Convención disponga otra cosa al respecto, una notificación o co-

municación que debe hacer cualquier Estado en virtud de la presente 
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Convención: 

a) deberá ser transmitida. si no hay depositario, directamente a los Estados 

a que esté destinada, o, si ha y depositario. a éste; 

b) solo se entenderá que ha quedado hecha por el Estado de que se trate 

cuando haya sido recibida por el Estado al que fue transmitida. o, en su 

caso, por el depositario; 

c) si ha sido transmitida a un depositario. Solo se entenderá que ha sido 

recibida por el Estado al que estaba destinada cuando éste haya recibido 

del depositario la información prevista en el apartado el del párrafo 1 

del artículo 77. 

 

79. Corrección de errores en textos o en copias certificadas conformes de 

los tratados. 1. Cuando, después de la autenticación del texto de un tra-

tado. los Estados signatarios y los Estados contratantes adviertan de co-

mún acuerdo que contiene un error, éste, a menos que tales Estados deci-

dan proceder a su corrección de otro modo, será corregido: 

a) introduciendo la corrección pertinente en el texto y haciendo que sea 

rubricada por representantes autorizados en debida forma; 

b) formalizando un instrumento o canjeando instrumentos en los que se 

haga constar la corrección que se haya acordado hacer; o 

c) formalizando, por el mismo procedimiento empleado para el texto ori-

ginal, un texto corregido de todo el tratado. 

 

2. En el caso de un tratado para el que haya depositario, éste notificará a 

los Estados signatarios y a los Estados contratantes el error y la propuesta 

de corregirlo y fijará un plazo adecuado para hacer objeciones a la 
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corrección propuesta. A la expiración del plazo fijado: 

a) si no se ha hecho objeción alguna, el depositario efectuará y rubricará 

la corrección en el texto. Extenderá un acta de rectificación del texto y 

comunicará copia de ella a las partes en el tratado y a los Estados facul-

tados para llegar a serlo; 

b) si se ha hecho una objeción, el depositario comunicará la objeción a los 

Estados signatarios y a los Estados contratantes. 

 

3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán también cuando el 

texto de un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas y se ad-

vierta una falta de concordancia que los Estados signatarios y los Estados 

contratantes convengan en que debe corregirse. 

4. El texto corregido sustituirá “ab initio” al texto defectuoso. a menos 

que los Estados signatarios y los Estados contratantes decidan otra cosa al 

respecto. 

5. La corrección del texto de un tratado que haya sido registrado será no-

tificada a la Secretaría de las Naciones Unidas. 

6. Cuando se descubra un error en una copia certificada conforme de un 

tratado, el depositario extenderá un acta en la que hará constar la rectifi-

cación y comunicará copia de ella a los Estados signatarios y a los Estados 

contratantes. 

 

80. Registro y publicación de los tratados. 1. Los tratados, después de su 

entrada en vigor, se transmitirán a la Secretaria de las Naciones Unidas 

para su registro o archivo e inscripción, según el caso, y para su 
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publicación. 

2. La designación de un depositario constituirá la autorización para que 

éste realice los actos previstos en el párrafo; precedente. 

 

PARTE VIII 

Disposiciones finales 

81. Firma. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los 

estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún orga-

nismo especializado o del Organismo Internacional de Energía Atómica, 

así como de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de 

las Naciones Unidas a ser parte en la Convención, de la manera siguiente: 

Hasta el 30 de noviembre de 1969, en el Ministerio Federal de Relaciones 

Exteriores de la República de Austria, y, después, hasta el 30 de abril de 

1970, en la sede de las Naciones Unidas en Nueva York. 

 

82. Ratificación. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los 

instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario general 

de las Naciones Unidas. 

 

83. Adhesión. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de 

todo Estado perteneciente a una de las categorías mencionadas en el ar-

tículo 81. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Se-

cretario general de las Naciones Unidas. 
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84. Entrada en vigor. 1. La presente Convención entrará en vigor el trigé-

simo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo 

quinto instrumento de ratificación o de adhesión. 

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después 

de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o 

de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 

fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 

de adhesión. 

 

85. Textos auténticos. El original de la presente Convención, cuyos textos 

en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será 

depositado en poder del Secretario general de las Naciones Unidas. 

 

En testimonio de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 

autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Con-

vención. 

 

Hecha en Viena. el día veintitrés de mayo de mil novecientos sesenta y 

nueve. 

 

ANEXO 

1. El Secretario general de las Naciones Unidas establecerá y mantendrá 
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una lista de amigables componedores integrada por juristas calificados. A 

tal efecto, se invitará a todo Estado que sea miembro de las Naciones Uni-

das o parte en la presente Convención a que designe dos amigables com-

ponedores; los nombres de las personas así designadas constituirán la 

lista. La designación de los amigables componedores, entre ellos los de-

signados para cubrir una vacante accidental, se hará para un periodo de 

cinco años renovable. Al expirar el periodo para el cual hayan sido desig-

nados, los amigables componedores continuarán desempeñando las fun-

ciones para las cuales hayan sido elegidos con arreglo al párrafo siguiente. 

2. Cuando se haya presentado una solicitud, conforme al artículo 66, al 

Secretario general, éste someterá la controversia a una comisión de con-

ciliación, compuesta en la forma siguiente: 

El Estado o los Estados que constituyan una de las partes en la controver-

sia nombrarán: 

a) un amigable componedor, de la nacionalidad de ese Estado o de uno de 

esos Estados, elegido o no de la lista mencionada en el párrafo 1, y 

b) un amigable componedor que no tenga la nacionalidad de ese Estado 

ni de ninguno de esos Estados, elegido de la lista. 

El Estado o los Estados que constituyan la otra parte en la controversia 

nombrarán dos amigables componedores de la misma manera. Los cuatro 

amigables componedores elegidos por las partes deberán ser nombrados 

dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Secretario Gene-

ral haya recibido la solicitud. 

 Los cuatro amigables componedores, dentro de los sesenta días si-

guientes a la fecha en que se haya efectuado el último de sus 
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nombramientos, nombrarán un quinto amigable componedor, elegido de 

la lista, que será Presidente. 

 Si el nombramiento del Presidente o de cualquiera de los demás ami-

gables componedores no se hubiere realizado en el plazo antes prescrito 

para ello, lo efectuará el Secretario general dentro de los sesenta días si-

guientes a la expiración de ese plazo. El Secretario general podrá nombrar 

Presidente a una de las personas de la lista o a uno de los miembros de la 

Comisión de Derecho Internacional. Cualquiera de los plazos en los cua-

les deban efectuarse los nombramientos podrá prorrogarse por acuerdo de 

las partes en la controversia. 

 Toda vacante deberá cubrirse en la forma prescrita para el nombra-

miento inicial. 

3. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedimiento. La Comi-

sión, previo consentimiento de las partes en la controversia, podrá invitar 

a cualquiera de las partes en el tratado a exponerle sus opiniones verbal-

mente o por escrito. Las decisiones y recomendaciones de la Comisión se 

adoptarán por mayoría de votos de sus cinco miembros. 

4. La Comisión podrá señalar a la atención de las partes en la controversia 

todas las medidas que puedan facilitar una solución amistosa. 

5. La Comisión oirá a las partes, examinará las pretensiones y objeciones, 

y hará propuestas a las partes con miras a que lleguen a una solución amis-

tosa de la controversia. 

6. La Comisión presentará su informe dentro de los doce meses siguientes 

a la fecha de su constitución. El informe se depositará en poder del Secre-

tario general y se transmitirá a las partes en la controversia. El informe de 
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la Comisión, incluidas cualesquiera conclusiones que en él se indiquen en 

cuanto a los hechos y a las cuestiones de derecho, no obligará a las partes 

ni tendrá otro carácter que el de enunciado de recomendaciones presenta-

das a las partes para su consideración, a fin de facilitar una solución amis-

tosa de la controversia. 

7. El Secretario general proporcionará a la Comisión la asistencia y faci-

lidades que necesite. Los gastos de la Comisión serán sufragados por la 

Organización de las Naciones Unidas. 
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SEGUNDO ANEXO 

CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE LOS 

TRATADOS ENTRE ESTADOS Y ORGANIZACIONES 

INTERNACIONALES O ENTRE ORGANIZACIONES 

INTERNACIONALES 

 

Hecha en Viena el 21 de marzo de 1986, que a la letra dice: 

 Las Partes de la presente Convención, 

 Considerando la función fundamental de los tratados en la historia de 

las relaciones internacionales, 

 Reconociendo el carácter consensual de los tratados y su importancia 

cada vez mayor fuente del derecho internacional, 

 Advirtiendo que los principios del libre consentimiento y de la buena 

fe y la norma pacta sunt servanda están universalmente reconocidos, 

 Afirmando la importancia de intensificar el proceso de codificación y 

de desarrollo progresivo del derecho internacional con carácter universal, 

 Convencidos de que la codificación y el desarrollo progresivo de las 

normas relativas a los tratados entre Estados y organizaciones internacio-

nales o entre organizaciones internacionales son medios para fortalecer el 

orden jurídico en las relaciones internacionales y para servir los propósi-

tos de la Naciones Unidas, 

 Teniendo presente los principios de derecho internacional incorpora-

dos en la Carta de las Naciones Unidas, tales como los principios de la 

igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, de la 

igualdad soberana y la independencia de todos los Estados, de la no 
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injerencia en los asuntos internos de los Estados, de la prohibición de la 

amenaza o el uso de la fuerza y del respeto universal a los derechos hu-

manos y a las libertades fundamentales de todos y la efectividad de tales 

derechos y libertades, 

 Teniendo también presente las disposiciones de la Convención de 

Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, 

 Reconociendo la relación que existe entre el derecho de los tratados 

entre Estados y el derecho de los tratados entre Estados y organizaciones 

internacionales o entre organizaciones internacionales, 

 Considerando la importancia de los tratados entre Estados y organi-

zaciones internacionales o entre organizaciones internacionales como me-

dios eficaces de desarrollar las relaciones internacionales y de asegurar 

las condiciones para la cooperación pacífica entre las naciones, sean cua-

les fueren sus regímenes constitucionales y sociales, 

 Teniendo presente las características particulares de los tratados en 

que sean partes organizaciones internacionales como sujetos de derecho 

internacional distintos de los Estados, 

 Advirtiendo que las organizaciones internacionales poseen la capaci-

dad para celebrar tratados que es necesaria para el ejercicio de sus funcio-

nes y la realización de sus propósitos, 

 Reconociendo que la práctica de las organizaciones internacionales 

en lo que respecta a la celebración de tratados con Estados o entre ellas 

debería estar conforme con sus instrumentos constitutivos, 

 Afirmando que nada de lo dispuesto en la presente Convención se 
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interpretará de modo que afecte las relaciones entre una organización in-

ternacional y sus miembros, que se rigen por las reglas de esa organiza-

ción, 

 Afirmando así mismo que las controversias relativas a los tratados, al 

igual que las demás controversias internacionales, deberían resolverse, de 

conformidad con la Carta de la Naciones Unidas, por medios pacíficos y 

según los principios de la justicia y del derecho internacional, 

 Afirmando así mismo que las normas de derecho internacional con-

suetudinario continuarán rigiendo las cuestiones no reguladas en las dis-

posiciones de la presente Convención, 

 

Han convenido lo siguiente: 

 

PARTE I. 

INTRODUCCIÓN 

ART. 1o. Alcance de la presente convención. La presente Convención se 

aplica: 

a) A los tratados entre uno o varios Estados y una o varias organizaciones 

internacionales, y 

b) A los tratados entre organizaciones internacionales. 

ART. 2o. Términos empleados. 

1. Para los efectos de la presente Convención: 

a) Se entiende por “tratado” un acuerdo internacional regido por el 
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derecho internacional y celebrado por escrito: 

i) Entre uno o varios Estados y una o varias organizaciones internaciona-

les, o 

ii) Entre organizaciones internacionales, ya conste ese acuerdo en un ins-

trumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que 

sea su denominación particular; 

b) Se entiende por “ratificación” el acto internacional así denominado por 

el cual un Estado hace constar en el ámbito internacional su consenti-

miento en obligarse por un tratado; 

b) (Bis) se entiende por “acto de confirmación formal” un acto internacio-

nal que corresponde al de la ratificación por un Estado y por el cual una 

organización internacional hace constar en el ámbito internacional su 

consentimiento en obligarse por un tratado; 

b (Ter.) se entiende por “aceptación”, “aprobación” y “adhesión”, según 

el caso, el acto internacional así denominado por el cual un Estado o 

una organización internacional hace constar en el ámbito internacional 

su consentimiento en obligarse por un tratado; 

c) Se entiende por “plenos poderes” un documento que emana de la auto-

ridad competente de un Estado o del órgano competente de una organi-

zación internacional y por el que se designa a una o varias personas para 

representar al Estado o a la organización en la negociación, la adopción 

o la autenticación del texto de un tratado, para expresar el consenti-

miento del Estado o de la organización en obligarse por un tratado, o 

para ejecutar cualquier otro acto con respecto a un tratado; 

d) Se entiende por “reserva” una declaración unilateral, cualquiera que sea 

su enunciado o denominación, hecha por un Estado o por una organiza-

ción internacional al firmar, ratificar, confirmar formalmente, aceptar o 

aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o modificar 
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los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación 

a ese Estado o a esa organización; 

e) Se entiende por “Estado negociador” y por “organización negociadora”, 

respectivamente: 

i) Un Estado, o 

ii) Una organización internacional, que ha participado en la elaboración y 

adopción del texto del tratado; 

f) Se entiende por “Estado contratante” y por “organización contratante”, 

respectivamente: 

i) Un Estado, o 

ii) Una organización internacional, que ha consentido en obligarse por el 

tratado, haya o no entrado en vigor el tratado; 

g) Se entiende por “parte” un Estado o una organización internacional que 

ha consentido en obligarse por el tratado y con respecto al cual o a la 

cual es tratado está en vigor; 

h) Se entiende por “tercer Estado” y por “tercera organización”, respecti-

vamente: 

i) Un Estado, o 

ii) Una organización internacional, que no es parte en el tratado; 

i) Se entiende por “organización internacional” una organización intergu-

bernamental; 

j) Se entiende por “reglas de la organización” en particular los instrumen-

tos constitutivos de la organización, sus decisiones y resoluciones adop-

tadas de conformidad con éstos y su práctica establecida. 

2. Las disposiciones del párrafo 1 sobre los términos empleados en la pre-

sente Convención se entenderán sin perjuicio del empleo de esos términos 

o del sentido que se les pueda dar en el derecho interno de cualquier Es-

tado o en las reglas de una organización internacional. 
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ART. 3o. Acuerdos internacionales no comprendidos en el ámbito de la 

presente convención. El hecho de que la presente Convención no se apli-

que: 

i) Ni a los acuerdos internacionales en los que fueren partes uno o varios 

Estados, una o varias organizaciones internacionales y uno o varios su-

jetos de derecho internacional que no sean Estado ni organizaciones. 

ii) Ni a los acuerdos internacionales en los que fueren partes una o varias 

organizaciones internacionales y uno o varios sujetos de derecho inter-

nacional que no sean Estado ni organizaciones. 

iii) Ni a los acuerdos internacionales no celebrados por escrito entre uno 

o varios Estados y una o varias organizaciones internacionales, o entre 

organizaciones internacionales. 

iv) Ni a los acuerdos internacionales entre sujetos de derecho internacio-

nal que no sean Estado ni organizaciones internacionales. 

No afectará: 

a) Al valor jurídico de tales acuerdos; 

b) a la aplicación a los mismos de cualquiera de las normas enunciadas en 

la presente Convención a que estuvieren sometidos en virtud del dere-

cho internacional independientemente de esta Convención; 

c) A la aplicación de la Convención a las relaciones entre Estados y orga-

nizaciones internacionales o a las relaciones de las organizaciones entre 

sí, cuando estas relaciones se rijan por acuerdos internacionales en los 

que fueren así mismo partes otros sujetos de derecho internacional. 

ART. 4o. Irretroactividad de la presente convención. Sin perjuicio de la 

aplicación de cualesquiera normas enunciadas en la presente Convención 

a las que los tratados entre uno o varios Estados y una o varias 
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organizaciones internacionales o entre organizaciones internacionales es-

tén sometidos en virtud del derecho internacional independientemente de 

la Convención, ésta solo se aplicará a los tratados de esa índole que sean 

celebrados después de la entrada en vigor de la presente Convención con 

respecto a esos Estados y esas organizaciones. 

ART. 5o. Tratados constitutivos de organizaciones internacionales y tra-

tados adoptados en el ámbito de una organización internacional. La pre-

sente Convención se aplicará a todo tratado entre uno o varios Estados y 

una o varias organizaciones internacionales que sea un instrumento cons-

titutivo de una organización internacional y a todo tratado adoptado en el 

ámbito de una organización internacional, sin perjuicio de cualquier regla 

pertinente de la organización. 

 

PARTE II. 

CELEBRACIÓN Y ENTRADA EN VIGOR DE LOS TRATADOS 

SECCIÓN I. 

CELEBRACIÓN DE LOS TRATADOS 

ART. 6o. Capacidad de las organizaciones internacionales para celebrar 

tratados. La capacidad de una organización internacional para celebrar 

tratados se rige por las reglas de esa organización. 

ART. 7o. Plenos poderes. 

1. Para la adopción o la autenticación del texto de un tratado o para mani-

festar el consentimiento del Estado en obligarse por un tratado, se consi-

derará que una persona representa a un Estado: 
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a) Si presenta los adecuados plenos poderes, o 

b) Si se deduce de la práctica o de otras circunstancias que la intención de 

los Estados y de las organizaciones internacionales de que se trate ha 

sido considerar a esa persona representante del Estado para esos efectos 

sin la presentación de plenos poderes. 

2. En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar plenos poderes, se 

considerará que representan a su Estado: 

a) Los jefes de Estado, jefes de gobierno y ministros de relaciones exte-

riores, para la ejecución de todos los actos relativos a la celebración de 

un tratado entre uno o varios Estados y una o varias organizaciones in-

ternacionales; 

b) Los representantes acreditados por los Estados en una conferencia in-

ternacional, para la adopción del texto de un tratado entre Estados y 

organizaciones internacionales; 

c) Los representantes acreditados por los Estados ante una organización 

internacional o uno de sus órganos, para la adopción del texto de un 

tratado en tal organización u órgano; 

d) Los jefes de misiones permanentes ante una organización internacional, 

para la adopción del texto de un tratado entre los Estados acreditantes y 

esa organización. 

3. Para la adopción o la autenticación del texto de un tratado o para mani-

festar el consentimiento de una organización en obligarse por un tratado, 

se considerará que una persona representa a esa organización internacio-

nal: 

a) Si presenta los adecuados plenos poderes, o 

b) Si se deduce de las circunstancias que la intención de los Estados y de 

las organizaciones internacionales de que se trate ha sido considerar a 
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esa persona representante de la organización para esos efectos, de con-

formidad con las reglas de la organización y sin la presentación de ple-

nos poderes. 

ART. 8o. Confirmación ulterior de un acto ejecutado sin autorización. Un 

acto relativo a la celebración de un tratado ejecutado por una persona que, 

conforme al artículo 7 (sic), no pueda considerarse autorizada para repre-

sentar con tal fin a un Estado o a una organización internacional, no surtirá 

efectos jurídicos a menos que sea ulteriormente confirmado por ese Es-

tado o esa organización. 

 

ART. 9o. Adopción del texto. 

1. La adopción del texto de un tratado se efectuará por consentimiento de 

todos los Estados y de todas las organizaciones internacionales o, según 

el caso, de todas las organizaciones participantes en su elaboración, salvo 

lo dispuesto en el párrafo 2. 

2. La adopción del texto de un tratado en una conferencia internacional se 

efectuará con arreglo al procedimiento que acuerden los participantes en 

esa conferencia. Si, no obstante, no se logra un acuerdo sobre tal procedi-

miento, la adopción del texto se efectuará por mayoría de dos tercios de 

los participantes presentes y votantes, a menos que esos y participantes 

decidan por igual mayoría aplicar una regla diferente. 

ART. 10. Autenticación del texto. 

1. El texto de un tratado entre uno o varios Estados y una o varias organi-

zaciones internacionales quedará establecido como auténtico y definitivo: 
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a) Mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan los 

Estados y las organizaciones que hayan participado en su elaboración, 

o 

b) A falta de tal procedimiento, mediante la firma, la firma ad referendum 

o la rúbrica puesta por los representantes de esos Estados y de esas or-

ganizaciones en el texto del tratado o en el acta final de la conferencia 

en la que figure el texto. 

2. El texto de un tratado entre organizaciones internacionales quedará es-

tablecido como auténtico y definitivo: 

a) Mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan las 

organizaciones que hayan participado en su elaboración, o 

b) A falta de tal procedimiento, mediante la firma, la firma ad referendum 

o la rúbrica puesta por los representantes de esas organizaciones en el 

texto del tratado o en el acta final de la conferencia en la que figure el 

texto. 

ART. 11. Formas de manifestación del consentimiento en obligarse por 

un tratado. 

1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá ma-

nifestarse mediante la firma, el canje de instrumentos que constituyan un 

tratado, la ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión, o en 

cualquier otra forma que se hubiere convenido. 

2. El consentimiento de una organización internacional en obligarse por 

un tratado podrá manifestarse mediante la firma, el canje de instrumentos 

que constituyen un tratado, un acto de confirmación formal, la aceptación, 

la aprobación o la adhesión, o en cualquier otra forma que se hubiere con-

venido. 
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ART. 12. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado me-

diante la firma. 

1. El consentimiento de un Estado o de una organización internacional en 

obligarse por un tratado se manifestará mediante la firma de su represen-

tante: 

a) Cuando el tratado disponga que la firma tendrá ese efecto; 

b) Cuando conste de otro modo que los Estados negociadores y las orga-

nizaciones negociadoras o, según el caso, las organizaciones negocia-

doras han convenido en que la firma tenga ese efecto, o 

c) Cuando la intención del Estado o de la organización de dar ese efecto a 

la firma se desprenda de los plenos poderes de su representante o se 

haya manifestado durante la negociación. 

2. Para los efectos del párrafo 1: 

a) La rúbrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado cuando conste 

que los Estados negociadores y las organizaciones negociadoras o, se-

gún el caso, las organizaciones negociadoras así lo han convenido; 

b) La firma ad referendum de un tratado por el representante de un Estado 

o de una organización internacional equivaldrá a la firma definitiva del 

tratado si ese Estado o esa organización la confirma. 

ART. 13. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado me-

diante el canje de instrumentos que constituyen un tratado. El consenti-

miento de los Estados o de las organizaciones internacionales en obligarse 

por un tratado constituido por instrumentos canjeados entre ellos se ma-

nifestará mediante este canje: 

a) Cuando los instrumentos dispongan que su canje tendrá ese efecto, o 

b) Cuando conste de otro modo que esos Estados y esas organizaciones o, 
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según el caso, esas organizaciones han convenido en que el canje de los 

instrumentos tenga ese efecto. 

ART. 14. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado me-

diante la ratificación un acto de confirmación formal, la aceptación o la 

aprobación. 

1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifes-

tará mediante la ratificación: 

a) Cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe manifestarse 

mediante la ratificación; 

b) Cuando conste de otro modo que los Estados negociadores y las orga-

nizaciones negociadoras han convenido en que se exija la ratificación; 

c) Cuando el representante del Estado haya firmado el tratado a reserva de 

ratificación, o 

d) Cuando la intención del Estado de firmar el tratado a reserva de ratifi-

cación se desprenda de los plenos poderes de su representante o se haya 

manifestado durante la negociación. 

2. El consentimiento de una organización internacional en obligarse por 

un tratado se manifestará mediante un acto de confirmación formal: 

a) Cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe manifestarse 

mediante un acto de confirmación formal; 

b) Cuando conste de otro modo que los Estados negociadores y las orga-

nizaciones negociadoras o, según el caso, las organizaciones negocia-

doras han convenido en que se exija un acto de confirmación formal; 

c) Cuando el representante de la organización haya firmado el tratado a 

reserva de un acto de confirmación formal, o 

d) Cuando la intención de la organización de firmar el tratado a reserva de 
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un acto de confirmación formal se desprenda de los plenos poderes de 

su representante o se haya manifestado durante la negociación. 

3. El consentimiento de una Estado o de una organización internacional 

en obligarse por un tratado se manifestará mediante la aceptación o la 

aprobación en condiciones semejantes a las que rigen para la ratificación 

o, según el caso, para un acto de confirmación formal. 

ART. 15. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado me-

diante la adhesión. El consentimiento de un Estado o de una organización 

internacional en obligarse por un tratado se manifestará mediante la adhe-

sión: 

a) Cuando el tratado disponga que ese Estado o esa organización puede 

manifestar tal consentimiento mediante la adhesión; 

b) Cuando conste de otro modo que los Estados negociadores y las orga-

nizaciones negociadoras o, según el caso, las organizaciones negocia-

doras han convenido en que ese Estado o esa organización puede mani-

festar tal consentimiento mediante la adhesión, o 

c) Cuando todas las partes hayan convenido ulteriormente en que ese Es-

tado o esa organización puede manifestar tal consentimiento mediante 

la adhesión. 

ART. 16. Canje o depósitos de los instrumentos de ratificación, confirma-

ción formal, aceptación, aprobación o adhesión. 

1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, los instrumentos de ratifica-

ción, los instrumentos relativos a un acto de confirmación formal, o los 

instrumentos de aceptación, aprobación o adhesión harán constar el con-

sentimiento de un Estado o de una organización internacional en obligarse 

por un tratado entre uno o varios Estados y una o varias organizaciones 
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internacionales al efectuarse: 

a) Su canje entre los Estados contratantes y las organizaciones contratan-

tes; 

b) Su depósito en poder del depositario, o 

c) Su notificación a los Estados contratantes y a las organizaciones con-

tratantes o al depositario, si así se ha convenido. 

2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, los instrumentos relativos a un 

acto de confirmación formal, o los instrumentos de aceptación, aproba-

ción o adhesión harán constar el consentimiento de una organización in-

ternacional en obligarse por un tratado entre organizaciones internaciona-

les al efectuarse: 

a) Su canje entre las organizaciones contratantes; 

b) Su depósito en poder del depositario, o 

c) Su notificación a las organizaciones contratantes o al depositario, si así 

se ha convenido. 

ART. 17. Consentimiento en obligarse respecto de parte de un tratado y 

opción entre disposiciones diferentes. 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 a 23, el consentimiento 

de un Estado o de una organización internacional en obligarse respecto de 

parte de un tratado, solo surtirá efecto si el tratado lo permite o los Estados 

contratantes y las organizaciones contratantes o, según el caso, las orga-

nizaciones contratantes convienen en ello. 2. El consentimiento de un Es-

tado o de una organización internacional en obligarse por un tratado que 

permita una opción entre disposiciones diferentes, solo surtirá efecto si se 

indica claramente a qué disposiciones de refiere el consentimiento. 



212 

 

 

 

ART. 18. Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes 

de su entrada en vigor. Un Estado o una organización internacional deberá 

abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el objeto y el fin de 

un tratado: 

a) Si ese Estado o esa organización ha firmado el tratado o ha canjeado 

los instrumentos que constituyen el tratado a reserva de ratificación, de 

un acto confirmación formal, de aceptación o de aprobación, mientras 

ese Estado o esa organización no haya manifestado su intención de no 

llegar a ser parte en el tratado, o 

b) Si ese Estado o esa organización ha manifestado su consentimiento en 

obligarse por el tratado durante el período que preceda a su entrada en 

vigor y siempre que ésta no se retarde indebidamente. 

 

SECCIÓN II. 

RESERVAS 

ART. 19. Formulación de reservas. Un Estado o una organización inter-

nacional podrá formular una reserva en el momento de firmar, ratificar, 

confirmar formalmente, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse a él, a 

menos: 

a) Que la reserva esté prohibida por el tratado; 

b) Que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas 

reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trate, o 

c) Que, en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea 

incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

ART. 20. Aceptación de las reservas y objeción a las reservas. 
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1. Una reserva expresamente autorizada por el tratado no exigirá la acep-

tación ulterior de los Estados contratantes y de las organizaciones contra-

tantes o, según el caso, de las organizaciones contratantes, a menos que el 

tratado así lo disponga. 

2. Cuando del número reducido de Estados negociadores y organizaciones 

negociadoras o, según el caso, de organizaciones negociadoras y del ob-

jeto y del fin del tratado se desprenda que la aplicación del tratado en su 

integridad entre todas las partes es condición esencial del consentimiento 

de cada una de ellas en obligarse por el tratado, una reserva exigirá la 

aceptación de todas las partes. 

3. Cuando el tratado sea un instrumento constitutivo de una organización 

internacional y a menos que en él se disponga otra cosa, una reserva exi-

girá la aceptación del órgano competente de esa organización. 

4. En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos que el 

tratado disponga otra cosa: 

a) La aceptación de una reserva por un Estado contratante o por una orga-

nización contratante constituirá al Estado o a la organización interna-

cional autor de la reserva en parte en el tratado en relación con el Estado 

o la organización que haya aceptado la reserva si el tratado ya está en 

vigor o cuando entre en vigor para el autor de la reserva y el Estado o 

la organización que ha aceptado la reserva; 

b) La objeción hecha por un Estado contratante o por una organización 

contratante a una reserva no impedirá la entrada en vigor del tratado 

entre el Estado o la organización internacional que haya hecho la obje-

ción y el Estado o la organización autor de la reserva, a menos que el 

Estado o la organización autor de la objeción manifieste 
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inequívocamente la intención contraria; 

c) Un acto por el que un Estado o una organización internacional mani-

fieste su consentimiento en obligarse por un tratado y que contenga una 

reserva surtirá efecto en cuanto acepte la reserva al menos un Estado 

contratante o una organización contratante. 

5. Para los efectos de los párrafo 2 y 4, y a menos que el tratado disponga 

otra cosa, se considerará que una reserva ha sido aceptada por un Estado 

o una organización internacional cuando el Estado o la organización in-

ternacional no ha formulado ninguna objeción a la reserva dentro de los 

doce meses siguientes a la fecha en que haya recibido la notificación de 

la reserva o en la fecha en que haya manifestado su consentimiento en 

obligarse por el tratado, si esta última es posterior. 

ART. 21. Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reser-

vas. 

1. Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de 

conformidad con los artículos 19, 20 y 23: 

a) Modificará con respecto al Estado o a la organización internacional au-

tor de la reserva en sus relaciones con esa otra parte las disposiciones 

del tratado a que se refiere la reserva en la medida determinada por la 

misma; y 

b) Modificará, en la misma medida, esas disposiciones en lo que respecta 

a esa otra parte en el tratado en sus relaciones con el Estado o con la 

organización internacional autor de la reserva. 

2. La reserva no modificará las disposiciones del tratado en lo que respecta 

a las otras partes en el tratado en sus relaciones inter se. 
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3. Cuando un Estado o una organización internacional que haya hecho una 

objeción a una reserva no se oponga a la entrada en vigor del tratado entre 

él o ella y el Estado o la organización autor de la reserva, las disposiciones 

a que se refiera ésta no se aplicarán entre el autor de la reserva y el Estado 

o la organización que ha formulado la objeción en la medida determinada 

por la reserva. 

ART. 22. Retiro de las reservas y de las objeciones a las reservas. 

1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una reserva podrá ser retirada 

en cualquier momento y no exigirá para su retiro el consentimiento del 

Estado o de la organización internacional que la haya aceptado. 

2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a una reserva 

podrá ser retirada en cualquier momento. 

3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa: 

a) El retiro de una reserva solo surtirá efecto respecto de un Estado con-

tratante o de una organización contratante cuando ese Estado o esa or-

ganización haya recibido la notificación; 

b) El retiro de una objeción a una reserva solo surtirá efecto cuando su 

notificación haya sido recibida por el Estado o la organización interna-

cional autor de la reserva. 

ART. 23. Procedimiento relativo a las reservas. 

1. La reserva, la aceptación expresa de una reserva y la objeción a una 

reserva habrán de formularse por escrito y comunicarse a los Estados con-

tratantes y a las organizaciones contratantes y a los demás Estados y or-

ganizaciones internacionales facultades para llegar a ser partes en el tra-

tado. 
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2. La reserva que se formule en el momento de la firma de un tratado que 

haya de ser objeto de ratificación, acto de confirmación formal, acepta-

ción o aprobación habrá de ser confirmada formalmente por el Estado o 

por la organización autor de la reserva al manifestar su consentimiento en 

obligarse por el tratado. En tal caso, se considerará que la reserva ha sido 

hecha en la fecha de su confirmación. 

3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción hecha a una reserva, 

anteriores a la confirmación de la misma, no tendrá que ser a su vez con-

firmadas. 

4. El retiro de una reserva o de una objeción a una reserva habrá de for-

mularse por escrito. 

 

SECCIÓN III. 

ENTRADA EN VIGOR Y APLICACIÓN PROVISIONAL DE LOS 

TRATADOS 

ART. 24. Entrada en vigor. 

1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha que en él se 

disponga o que acuerden los Estados negociadores y las organizaciones 

negociadoras o, según el caso, las organizaciones negociadoras. 

2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrará en vigor tan 

pronto como haya constancia del consentimiento de todos los Estados ne-

gociadores y todas las organizaciones negociadoras o, según el caso, de 

todas las organizaciones negociadoras en obligarse por el tratado. 

3. Cuando el consentimiento de un Estado o de una organización 
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internacional en obligarse por un tratado se haga constar en una fecha pos-

terior a la entrada en vigor de dicho tratado, éste entrará en vigor con re-

lación a ese Estado o a esa organización en dicha fecha, a menos que el 

tratado disponga otra cosa. 

4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticación de su texto, 

la constancia del consentimiento en obligarse por el tratado, la manera o 

la fecha de su entrada en vigor, las reservas, las funciones del depositario 

y otras cuestiones que se susciten necesariamente antes de la entrada en 

vigor del tratado se aplicarán desde el momento de la adopción de su texto. 

ART. 25. Aplicación provisional. 

1. Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmente antes de su 

entrada en vigor: 

a) Si el propio tratado así lo dispone; o 

b) Si los Estados negociadores y las organizaciones negociadoras o, según 

el caso, las organizaciones negociadoras han convenido en ello de otro 

modo. 

2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de él respecto de 

un Estado o de una organización internacional terminará si ese Estado o 

esa organización notifica a los Estados y a las organizaciones con respecto 

a los cuales el tratado se aplica provisionalmente su intención de no llegar 

a ser parte en el mismo, a menos que el tratado disponga o los Estados 

negociadores y las organizaciones negociadoras o, según el caso, las or-

ganizaciones negociadores hayan convenido otra cosa al respecto. 

 

PARTE III. 
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OBSERVANCIA, APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN DE LOS 

TRATADOS 

SECCIÓN I. 

OBSERVANCIA DE LOS TRATADOS 

ART. 26. Pacta sunt servanda. Todo tratado en vigor obliga a las partes 

y debe ser cumplido por ellas de buena fe. 

ART. 27. El derecho interno de los estados, las reglas de las organizacio-

nes internacionales y la observancia de los tratados. 

1. Un Estado parte en un tratado no podrá invocar las disposiciones de su 

derecho interno como justificación del incumplimiento del tratado. 

2. Una organización internacional parte en un tratado no podrá invocar las 

reglas de la organización como justificación del incumplimiento del tra-

tado. 

3. Las normas enunciadas en los párrafos procedentes se entenderán sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46. 

 

SECCIÓN II. 

APLICACIÓN DE LOS TRATADOS 

ART. 28. Irretroactividad de los tratados. Las disposiciones de un tratado 

no obligarán a una parte respecto de ningún acto o hecho que haya tenido 

lugar con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para esa 

parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salvo 

que una intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro 
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modo. 

ART. 29. Ámbito territorial de los tratados. Un tratado entre uno o varios 

Estados y una o varias organizaciones internacionales será obligatorio 

para cada uno de los Estados partes por lo que respecta a la totalidad de 

su territorio, salvo que una intención diferente se desprenda de él o conste 

de otro modo. 

ART. 30. Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma ma-

teria. 

1. Los derechos y las obligaciones de los Estados y de las organizaciones 

internacionales partes en tratados sucesivos concernientes a la misma ma-

teria se determinarán conforme a los párrafos siguientes. 

2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado ante-

rior o posterior o que no debe ser considerado incompatible con ese otro 

tratado, prevalecerán las disposiciones de este último. 

3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en el 

tratado posterior pero el tratado anterior no quede terminado ni su aplica-

ción suspendida conforme al artículo 59, el tratado anterior se aplicará 

únicamente en la medida en que sus disposiciones sean compatibles con 

las del tratado posterior. 

4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el 

tratado posterior: 

a) En las relaciones entre dos partes, que lo sean en ambos tratados, se 

aplicará la norma enunciada en el párrafo 3; 

b) En las relaciones entre una parte en ambos tratados y una parte en un 

tratado solamente, los derechos y obligaciones recíprocos se regirán por 
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el tratado en el que las dos sean partes. 

5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 y 

no prejuzgará ninguna cuestión de terminación o suspensión de la aplica-

ción de un tratado conforme al artículo 60 ni ninguna cuestión de respon-

sabilidad en que pueda incurrir un Estado o una organización internacio-

nal por la celebración o aplicación de un tratado cuyas disposiciones sean 

incompatibles con las obligaciones contraídas con respecto a un Estado o 

a una organización en virtud de otro tratado. 

6. Los párrafos precedentes se entenderán sin perjuicio de que, en caso de 

conflicto entre las obligaciones contraídas en virtud de la Carta de las Na-

ciones Unidas y las obligaciones contraídas en virtud de un tratado, pre-

valecerán las obligaciones impuestas por la Carta. 

 

SECCIÓN III. 

INTERPRETACIÓN DE LOS TRATADOS 

ART. 31. Regla general de interpretación. 

1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido co-

rriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de 

éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin. 

2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto compren-

derá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos: 

a) Todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre 

todas las partes con motivo de la celebración del tratado, 

b) Todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la 
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celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento re-

ferente al tratado. 

 

3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: 

a) Todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del 

tratado o de la aplicación de sus disposiciones; 

b) Toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la 

cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tra-

tado; 

c) Toda norma pertinente de derecho internacional aplicable en las rela-

ciones entre las partes. 

4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la inten-

ción de las partes. 

ART. 32. Medios de interceptación complementarios. Se podrá acudir a 

medios de interpretación complementarios, en particular a los trabajos 

preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebración, para 

confirmar el sentido resultante de la aplicación del artículo 31, o para de-

terminar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con el 

artículo 31: 

a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o 

b) Conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable. 

ART. 33. Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas. 

1. Cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto 

hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las 

partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los 
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textos. 

2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquél en que haya sido 

autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si 

el tratado así lo dispone o las partes así lo convienen. 

3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico 

igual sentido. 

4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo 

previsto en el párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticos 

revele una diferencia de sentido que no pueda resolverse con la aplicación 

de los artículos 31 y 32, se adoptará el sentido que mejor concilie esos 

textos, habida cuenta del objeto y del fin del tratado. 

 

SECCIÓN IV. 

LOS TRATADOS Y LOS TERCEROS ESTADOS O LAS TERCERAS 

ORGANIZACIONES 

ART. 34. Norma general concerniente a terceros estados y terceras orga-

nizaciones. Un tratado no crea obligaciones ni derechos para un tercer Es-

tado o una tercera organización sin el consentimiento de ese Estado o de 

esa organización. 

ART. 35. Tratados en que se prevén obligaciones para terceros estados o 

terceras organizaciones. 

Una disposición de un tratado dará origen a una obligación para un tercer 

Estado o una tercera organización si las partes en el tratado tienen la in-

tención de que tal disposición sea el medio de crear la obligación y si el 
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tercer Estado o la tercera organización acepta expresamente por escrito 

esa obligación. La aceptación de tal obligación por la tercera organización 

se regirá por las reglas de esa organización. 

ART. 36. Tratados en que se prevén derechos para terceros estados o ter-

ceras organizaciones. 

1. Una disposición de un tratado dará origen a un derecho para un tercer 

Estado si con ella las partes en el tratado tienen la intención de conferir 

ese derecho al tercer Estado o a un grupo de Estados al cual pertenezca, o 

bien a todos los Estados, y si el tercer Estado asiente a ello. Su asenti-

miento se presumirá mientras no haya indicación en contrario, salvo que 

el tratado disponga otra cosa. 

2. Una disposición de un tratado dará origen a un derecho para una tercera 

organización si con ella las partes en el tratado tienen la intención de con-

ferir ese derecho a la tercera organización o a un grupo de organizaciones 

internacionales al cual pertenezca, o bien a todas las organizaciones, y si 

la tercera organización asiente a ello. Su asentimiento se regirá por las 

reglas de la organización. 

3. Un Estado o una organización internacional que ejerza un derecho con 

arreglo al párrafo 1 o 2 deberá cumplir las condiciones que para su ejerci-

cio estén prescritas en el tratado o se establezcan conforme a éste. 

ART. 37. Revocación o modificación de obligaciones o de derechos de 

terceros estados o de terceras organizaciones. 

1. Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya originado una obli-

gación para un tercer Estado o una tercera organización, tal obligación no 

podrá ser revocada ni modificada sino con el consentimiento de las partes 
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en el tratado y del tercer Estado o de la tercera organización, a menos que 

conste que habían convenido en otra cosa al respecto. 

2. Cuando de conformidad con el artículo 36 se haya originado un derecho 

para un tercer Estado o una tercera organización, tal derecho no podrá ser 

revocado ni modificado por las partes si consta que se tuvo la intención 

de que el derecho no fuera revocable ni modificable sin el consentimiento 

del tercer Estado o de la tercera organización. 

3. El consentimiento de una organización internacional parte en el tratado 

o de una tercera organización, previsto en los párrafos precedentes, se re-

girá por las reglas de esa organización. 

ART. 38. Normas de un tratado que lleguen a ser obligatorias para terce-

ros estados o terceras organizaciones en virtud de una costumbre interna-

cional. Lo dispuesto en los artículos 34 a 37 no impedirá que una norma 

enunciada en un tratado llegue a ser obligatoria para un tercer Estado o 

una tercera organización como norma consuetudinaria de derecho inter-

nacional reconocida como tal. 

 

PARTE IV. 

ENMIENDA Y MODIFICACIÓN DE LOS TRATADOS 

ART. 39. Norma general concerniente a la enmienda de los tratados. 

1. Un tratado podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se apli-

carán a tal acuerdo las normas enunciadas en la Parte II, salvo en la me-

dida en que el tratado disponga otra cosa. 

2. El consentimiento de una organización internacional a un acuerdo de la 
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índole mencionada en el párrafo 1 se regirá por las reglas de esa organi-

zación. 

ART. 40. Enmienda de los tratados multilaterales. 

1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, la enmienda de los tratados 

multilaterales se regirá por los párrafos siguientes. 

2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral en las relaciones 

entre todas las partes habrá de ser notificada a todos los Estados contra-

tantes y a todas las organizaciones contratantes, cada uno de los cuales 

tendrá derecho a participar: 

a) En la decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a 

tal propuesta; 

b) En la negociación y la celebración de cualquier acuerdo que tenga por 

objeto enmendar el tratado. 

3. Todo Estado y toda organización internacional facultados para llegar a 

ser partes en el tratado estarán también facultados para llegar a ser partes 

en el tratado en su forma enmendada. 

4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a nin-

gún Estado ni a ninguna organización internacional que sea ya parte en el 

tratado pero no llegue a serlo en ese acuerdo; con respecto a tal Estado o 

tal organización se aplicará el apartado b) del párrafo 4 del artículo 30. 

5. Todo Estado o toda organización internacional que llegue a ser parte en 

el tratado después de la entrada en vigor del acuerdo en virtud del cual se 

enmiende el tratado será considerado, de no haber manifestado una inten-

ción diferente: 
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a) Parte en el tratado en su forma enmendada; 

b) Parte en el tratado no enmendado con respecto a toda parte en el tratado 

que no esté obligada por el acuerdo en virtud del cual se enmiende el 

tratado. 

ART. 41. Acuerdos para modificar tratados multilaterales entre algunas 

de las partes únicamente. 

1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán celebrar un acuerdo 

que tenga por objeto modificar el tratado únicamente en sus relaciones 

mutuas: 

a) Si la posibilidad de tal modificación está prevista por el tratado; o 

b) Si tal modificación no está prohibida por el tratado, a condición de que: 

i) No afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspon-

dan en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones; 

ii) No se refiera a ninguna disposición cuya modificación sea incompati-

ble con la consecución efectiva del objeto y del fin del tratado en su 

conjunto. 

2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado 

disponga otra cosa, las partes interesadas deberán notificar a las demás 

partes su intención de celebrar el acuerdo y la modificación del tratado 

que en ese acuerdo se disponga. 

 

PARTE V. 

NULIDAD, TERMINACIÓN Y SUSPENSIÓN DE LA APLICACIÓN 

DE LOS TRATADOS 

SECCIÓN I. 
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DISPOSICIONES GENERALES 

ART. 42. Validez y continuación en vigor de los tratados. 

1. La validez de un tratado o del consentimiento de un Estado o de una 

organización internacional en obligarse por un tal tratado no podrá ser 

impugnada sino mediante la aplicación de la presente Convención. 

2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no 

podrán tener sino como resultado de la aplicación de las disposiciones del 

tratado o de la presente Convención. La misma norma se aplicará a la 

suspensión de la aplicación de un tratado. 

ART. 43. Obligaciones impuestas por el derecho internacional indepen-

dientemente de un tratado. La nulidad, terminación o denuncia de un tra-

tado, el retiro de una de las partes o la suspensión de la aplicación del 

tratado, cuando resulten de la aplicación de la presente Convención o de 

las disposiciones del tratado, no menoscabará en nada el deber de un Es-

tado o de una organización internacional de cumplir toda obligación enun-

ciada en el tratado a la que ese Estado o esa organización están sometidos 

en virtud del derecho internacional independientemente de dicho tratado. 

ART. 44. Divisibilidad de las disposiciones de un tratado. 

1. El derecho de una parte, previsto en un tratado o emanado del artículo 

56, a denunciar ese tratado, retirarse de él o suspender su aplicación no 

podrá ejercerse sino con respecto a la totalidad del tratado, a menos que 

el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto. 

2. Una causa de nulidad o terminación de un tratado, de retiro de una de 

las partes o de suspensión de la aplicación de un tratado reconocida en la 
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presente Convención no podrá alegarse sino con respecto a la totalidad 

del tratado, salvo en los casos previstos en los párrafos siguientes o en el 

artículo 60. 

3. Si la causa se refiere solo a determinadas cláusulas, no podrá alegarse 

sino con respecto a esas cláusulas cuando: 

a) Dichas cláusulas sean separables del resto del tratado en lo que respecta 

a su aplicación; 

b) Se desprenda del tratado o conste de otro modo que la aceptación de 

esas cláusulas no ha constituido para la otra parte o las otras partes en 

el tratado una base esencial de su consentimiento en obligarse por el 

tratado en su conjunto; y 

c) La continuación del cumplimiento del resto del tratado no sea injusta. 

4. En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado o la organiza-

ción internacional facultados para alegar el dolo o la corrupción podrán 

hacerlo en lo que respecta a la totalidad del tratado o, en el caso previsto 

en el párrafo 3, en lo que respecta a determinadas cláusulas únicamente. 

5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 no se admitirá la 

división de las disposiciones del tratado. 

ART. 45. Pérdida del derecho a alegar una causa de nulidad, terminación, 

retiro o suspensión de la aplicación de un tratado. 

1. Un Estado no podrá ya alegar una causa para anular un tratado, darlo 

por terminado, retirarse de él o suspender su aplicación con arreglo a lo 

dispuesto en los artículos 46 a 50 o en los artículos 60 y 62, si después de 

haber tenido conocimiento de los hechos, ese Estado: 

a) Ha convenido expresamente en que el tratado es válido, permanece en 
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vigor y continúa en aplicación, según el caso; o 

b) Se ha comportado de tal manera que debe considerarse que ha dado su 

aquiescencia a la validez del tratado o a su continuación en vigor o en 

aplicación, según el caso. 

2. Una organización internacional no podrá ya alegar una causa para anu-

lar un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o suspender su aplica-

ción con arreglo a lo dispuesto en los artículos 46 a 50 o en los artículos 

60 y 62, si, después de haber tenido conocimiento de los hechos: 

a) Esa organización ha convenido expresamente en que el tratado es vá-

lido, permanece en vigor o continúa en aplicación, según el caso; o 

b) El órgano competente se ha comportado de tal manera que debe consi-

derarse que la organización ha renunciado al derecho a alegar esa causa. 

 

SECCIÓN II. 

NULIDAD DE LOS TRATADOS 

ART. 46. Disposiciones de derecho interno del estado y reglas de la orga-

nización internacional concernientes a la competencia para celebrar trata-

dos. 

1. El hecho de que el consentimiento de un Estado en obligarse por un 

tratado haya sido manifestado en violación de una disposición de su dere-

cho interno concerniente a la competencia para celebrar tratados no podrá 

ser alegado por dicho Estado como vicio de su consentimiento, a menos 

que esa violación sea manifiesta y afecte a una norma de importancia fun-

damental de su derecho interno. 

2. El hecho de que el consentimiento de una organización internacional 
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en obligarse por un tratado haya sido manifestado en violación de las re-

glas de la organización concernientes a la competencia para celebrar tra-

tados no podrá ser alegado por dicha organización como vicio de su con-

sentimiento, a menos que esa violación sea manifiesta y afecte a una regla 

de importancia fundamental. 

3. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cual-

quier Estado o cualquier organización internacional que proceda en la ma-

teria conforme a la práctica usual de los Estados y, en su caso, de las or-

ganizaciones internacionales y de buena fe. 

ART. 47. Restricción específica de los poderes para manifestar el consen-

timiento de un estado o de una organización internacional. Si los poderes 

de un representante para manifestar el consentimiento de un Estado o de 

una organización internacional en obligarse por un tratado determinado 

han sido objeto de una restricción específica, la inobservancia de esa res-

tricción por tal representante no podrá alegarse como vicio del consenti-

miento manifestado por él, a menos que la restricción haya sido notifi-

cada, con anterioridad a la manifestación de ese consentimiento, a los Es-

tados negociadores y a las organizaciones negociadoras. 

ART. 48. Error. 

1. Un Estado o una organización internacional podrá alegar un error en un 

tratado como vicio de su consentimiento en obligarse por el tratado si el 

error se refiere a un hecho o a una situación cuya existencia diera por 

supuesta ese Estado o esa organización en el momento de la celebración 

del tratado y constituyera una base esencial de su consentimiento en obli-

garse por el tratado. 



231 

 

 

 

2. El párrafo 1 no se aplicará si el Estado o la organización internacional 

de que se trate contribuyó con su conducta al error o si las circunstancias 

fueron tales que hubiera quedado advertido de la posibilidad de error. 

3. Un error que concierna solo a la redacción del texto de un tratado no 

afectará a la validez de éste; en tal caso, se aplicará el artículo 80. 

ART. 49. Dolo. Un Estado o una organización internacional inducido a 

celebrar un tratado por la conducta fraudulenta de un Estado negociador 

o de una organización negociadora podrá alegar el dolo como vicio de su 

consentimiento en obligarse por el tratado. 

ART. 50. Corrupción del representante de un estado o de una organización 

internacional. Un Estado o una organización internacional cuya manifes-

tación del consentimiento en obligarse por un tratado ha sido obtenida 

mediante la corrupción de su representante, efectuada directa o indirecta-

mente por un Estado negociador o por una organización negociadora, po-

drá alegar esa corrupción como vicio de su consentimiento en obligarse 

por el tratado. 

ART. 51. Coacción sobre el representante de un estado o de una organi-

zación internacional. La manifestación por un Estado o por una organiza-

ción internacional del consentimiento en obligarse por un tratado que haya 

sido obtenida por coacción sobre el representante de dicho Estado o de 

dicha organización mediante actos o amenazas dirigidos contra él, care-

cerá de todo efecto jurídico. 

ART. 52. Coacción sobre un estado o una organización internacional por 

la amenaza o el uso de la fuerza. Es nulo todo tratado cuya celebración se 

haya obtenido por la amenaza o el uso de la fuerza en violación de los 
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principios de derecho internacional incorporados en la Carta de las Nacio-

nes Unidas. 

ART. 53. Tratados que estén en oposición con una norma imperativa de 

derecho internacional general (jus cogens). Es nulo todo tratado que, en 

el momento de su celebración, esté en oposición con una norma impera-

tiva de derecho internacional general. Para los efectos de la presente Con-

vención una norma imperativa de derecho internacional general es una 

norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados 

en su conjunto como norma, que no admite acuerdo en contrario y que 

solo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional 

general que tenga el mismo carácter. 

 

SECCIÓN III. 

TERMINACIÓN DE LOS TRATADOS Y SUSPENSIÓN DE SU 

APLICACIÓN 

ART. 54. Terminación de un tratado o retiro de él en virtud de sus dispo-

siciones o por consentimiento de las partes. La terminación de un tratado 

o el retiro de una parte podrán tener lugar: 

a) Conforme a las disposiciones del tratado, o 

b) En cualquier momento, por consentimiento de todas las partes después 

de consultar a los Estados contratantes y a las organizaciones contratan-

tes. 

ART. 55. Reducción del número de partes en un tratado multilateral o 

número inferior al necesario para su entrada en vigor. Un tratado multila-

teral no terminará por el solo hecho de que el número de partes llegue a 
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ser inferior al necesario para su entrada en vigor, salvo que el tratado dis-

ponga otra cosa. 

ART. 56. Denuncia o retiro en el caso de que el tratado no contenga dis-

posiciones sobre la terminación, la denuncia o el retiro. 

1. Un tratado que no contenga disposiciones sobre su terminación ni pre-

vea la denuncia o el retiro, no podrá ser objeto de denuncia o de retiro a 

menos: 

a) Que conste que fue intención de las partes admitir la posibilidad de 

denuncia o de retiro, o 

b) Que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse de la naturaleza 

del tratado. 2. Una parte deberá notificar con dos meses por lo menos 

de antelación su intención de denunciar un tratado o de retirarse de él 

conforme al párrafo 1. 

ART. 57. Suspensión de la aplicación de un tratado en virtud de sus dis-

posiciones o por consentimiento de las partes. La aplicación de un tratado 

podrá suspenderse con respecto a todas las partes o a una parte determi-

nada: 

a) Conforme a las disposiciones del tratado; o 

b) En cualquier momento, por consentimiento de todas las partes previa 

consulta con los Estados contratantes y las organizaciones contratantes: 

ART. 58. Suspensión de la aplicación de un tratado multilateral por 

acuerdo entre algunas de las partes únicamente. 

1. Dos o más partes de un tratado multilateral podrán celebrar un acuerdo 

que tenga por objeto suspender la aplicación de disposiciones del tratado, 

temporalmente y solo en sus relaciones mutuas: 
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a) Si la posibilidad de tal suspensión está prevista por el tratado; o 

b) Si tal suspensión no está prohibida por el tratado, a condición de que: 

i) No afecte el disfrute de los derechos que a las demás partes correspon-

dan en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones, y 

ii) No sea incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado 

disponga otra cosa, las partes interesadas deberán notificar a las demás 

partes su intención de celebrar el acuerdo y las disposiciones del tratado 

cuya aplicación se proponen suspender. 

ART. 59. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación implí-

citas como consecuencia de la celebración de un tratado posterior. 

1. Se considerará que un tratado ha terminado si todas las partes en él 

celebran ulteriormente un tratado sobre la misma materia, y: 

a) Se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que ha sido 

intención de las partes que la materia se rija por este tratado, o 

b) Las disposiciones del tratado posterior son hasta tal punto incompati-

bles con las del tratado anterior que los dos tratados no puedan aplicarse 

simultáneamente. 

2. Se considerará que la aplicación del tratado anterior ha quedado única-

mente suspendida si se desprende del tratado posterior o consta de otro 

modo que tal ha sido la intención de las partes. 

ART. 60. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación como 

consecuencia de su violación. 

1. Una violación grave de un tratado bilateral por una de las partes facul-

tará a la otra parte para alegar la violación como causa para dar por 
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terminado el tratado o para suspender su aplicación total o parcialmente. 

2. Una violación grave de un tratado multilateral por una de las partes 

facultará: 

a) A las otras partes, procediendo por acuerdo unánime, para suspender la 

aplicación del tratado total o parcialmente o darlo por terminado, sea: 

i) En las relaciones entre ellas y el Estado o la organización internacional 

autor de la violación, o 

ii) Entre todas las partes; 

b) A una parte especialmente perjudicada por la violación, para alegar ésta 

como causa para suspender la aplicación del tratado total o parcialmente 

en las relaciones entre ella y el Estado o la organización internacional 

autor de la violación; 

c) A cualquier parte, que no sea el Estado o la organización internacional 

autor de la violación, para alegar la violación como causa para suspen-

der la aplicación del tratado total o parcialmente con respecto a la 

misma, si el tratado es de tal índole que una violación grave de sus dis-

posiciones por una parte modifica radicalmente la situación de cada 

parte con respecto a la ejecución ulterior de sus obligaciones en virtud 

del tratado. 

3. Para los efectos del presente artículo, constituirán violación grave de 

un tratado: 

a) Un rechazo del tratado no admitido por la presente Convención, o 

b) La violación de una disposición esencial para la consecución del objeto 

o del fin del tratado. 

4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de las disposicio-

nes del tratado aplicables en caso de violación. 
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5. Lo previsto en los párrafos 1 y 3 no se aplicará a las disposiciones re-

lativas a la protección de la persona humana contenidas en tratados de 

carácter humanitario, en particular a las disposiciones que prohíben toda 

forma de represalias con respecto a las personas protegidas por tales tra-

tados. 

ART. 61. Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento. 

1. Una parte podrá alegar la imposibilidad de cumplir un tratado como 

causa para darlo por terminado o retirarse de él si esa imposibilidad resulta 

de la desaparición o destrucción definitivas de un objeto indispensable 

para el cumplimiento del tratado. Si la imposibilidad es temporal, podrá 

alegarse únicamente como causa para suspender la aplicación del tratado. 

2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las 

partes como causa para dar por terminado un tratado, retirarse de él o sus-

pender su aplicación si resulta de una violación, por la parte que la alegue, 

de una obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacio-

nal con respecto a cualquier otra parte en el tratado. 

ART. 62. Cambio fundamental en las circunstancias. 

1. Un cambio fundamental en las circunstancias ocurrido con respecto a 

las existentes en el momento de la celebración de un tratado y que no fue 

previsto por las partes, no podrá alegarse como causa para dar por termi-

nado el tratado o retirarse de él, a menos que: 

a) La existencia de esas circunstancias constituyera una base esencial del 

consentimiento de las partes en obligarse por el tratado, y 

b) Ese cambio tenga por efecto modificar radicalmente el alcance de las 

obligaciones que todavía deben cumplirse en virtud del tratado. 
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2. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como 

causa para dar por terminado un tratado entre dos o más Estados y una o 

más organizaciones internacionales o para retirarse de él si el tratado es-

tablece una frontera. 

3. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como 

causa para dar por terminado un tratado o para retirarse de él, si el cambio 

fundamental resulta de una violación, por la parte que lo alega, de una 

obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacional con 

respecto a cualquier otra parte en el tratado. 

4. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos precedentes, una de 

las partes pueda alegar un cambio fundamental en las circunstancias como 

causa para dar por terminado un tratado o para retirarse de él, podrá tam-

bién alegar ese cambio como causa para suspender la aplicación del tra-

tado. 

ART. 63. Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares. La ruptura de 

relaciones diplomáticas o consulares entre Estados partes en un tratado 

entre dos o más Estados y una o más organizaciones internacionales no 

afectará las relaciones jurídicas establecidas entre esos Estados por el tra-

tado, salvo en la medida en que la existencia de relaciones diplomáticas o 

consulares sea indispensable para la aplicación del tratado. 

ART. 64. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho interna-

cional general (jus cogens). Si surge una nueva norma imperativa de de-

recho internacional general, todo tratado existente que esté en oposición 

con esa norma, se convertirá en nulo y terminará. 
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SECCIÓN IV. 

PROCEDIMIENTO 

ART. 65. Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la nulidad o 

terminación de un tratado, el retiro de una parte o la suspensión de la apli-

cación de un tratado. 

1. La parte que, basándose en las disposiciones de la presente Convención, 

alegue un vicio de su consentimiento en obligarse por un tratado o una 

causa para impugnar la validez de un tratado, darlo por terminado, reti-

rarse de él o suspender su aplicación, deberá notificar a las demás partes 

su pretensión. En la notificación habrá de indicarse la medida que se pro-

ponga adoptar con respecto al tratado y las razones en que ésta se funde. 

2. Si, después de un plazo que, salvo en casos de especial urgencia, no 

habrá de ser inferior a tres meses contados desde la recepción de la noti-

ficación, ninguna parte ha formulado objeciones, la parte que haya hecho 

la notificación podrá adoptar en la forma prescrita en el artículo 67 la me-

dida que haya propuesto. 

3. Si, por el contrario, cualquiera de las demás partes ha formulado una 

objeción, las partes deberán buscar una solución por los medios indicados 

en el artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas. 

4. La notificación o la objeción hecha por una organización internacional 

se regirá por las reglas de la organización. 

5. Nada de lo dispuesto en los párrafos precedentes afectará a los derechos 

o a las obligaciones de las partes que se deriven de cualesquiera disposi-

ciones en vigor entre ellas respecto de la solución de controversias. 
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6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho de que un Estado 

o una organización internacional no haya efectuado la notificación pres-

crita en el párrafo 1 no le impedirá hacerla en respuesta a otra parte que 

pida el cumplimiento del tratado o alegue su violación. 

ART. 66. Procedimientos de arreglo judicial, de arbitraje y de concilia-

ción. 

1. Si, dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que se haya for-

mulado la objeción, no se ha llegado a ninguna solución conforme al pá-

rrafo 3 del artículo 65, se seguirán los procedimientos que se indican en 

los siguientes párrafos. 

2. Con respecto a una controversia relativa a la aplicación o la interpreta-

ción del artículo 53 o el artículo 64: 

a) Si un Estado es parte en una controversia con uno o más Estados podrá, 

mediante solicitud escrita, someter la controversia a la decisión de la 

Corte Internacional de Justicia; 

b) Si un Estado es parte en una controversia en la que son partes una o 

varias organizaciones internacionales, el Estado podría por conducto de 

un Estado Miembro de las Naciones Unidas si es necesario, pedir a la 

Asamblea General o al Consejo de Seguridad o, cuando corresponda, al 

órgano competente de una organización internacional que sea parte en 

la controversia y esté autorizada de conformidad con el artículo 96 de 

la Carta de las Naciones Unidas, que solicite de la Corte Internacional 

de Justicia una opinión consultiva de conformidad con el artículo 65 del 

Estatuto de la Corte; 

ART. 67. Instrumentos para declarar la nulidad de un tratado, darlo por 

terminado, retirarse de él o suspender su aplicación. 
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1. La notificación prevista en el párrafo 1 del artículo 65 habrá de hacerse 

por escrito. 

2. Todo acto encaminado a declarar la nulidad de un tratado, darlo por 

terminado, retirarse de él o suspender su aplicación de conformidad con 

las disposiciones del tratado o de los párrafos 2 o 3 del artículo 65, se hará 

constar en un instrumento que será comunicado a las demás partes. Si el 

instrumento que dimane de un Estado no está firmado por el Jefe de Es-

tado, el Jefe del Gobierno o el Ministro de Relaciones Exteriores, el Re-

presentante del Estado que lo comunique podrá ser invitado a presentar 

sus plenos poderes. Si el instrumento dimana de una organización inter-

nacional, el representante de la organización que haga la comunicación 

podrá ser invitado a presentar sus plenos poderes. 

ART. 68. Revocación de las modificaciones y de los instrumentos previs-

tos en los artículos 65 Y 67. Las notificaciones o los instrumentos previs-

tos en los artículos 65 y 67 podrán ser revocados en cualquier momento 

antes de que surtan efecto. 

 

SECCIÓN V. 

CONSECUENCIAS DE LA NULIDAD, LA TERMINACIÓN O LA 

SUSPENSIÓN DE LA APLICACIÓN DE UN TRATADO 

ART. 69. Consecuencias de la nulidad de un tratado. 

1. Es nulo un tratado cuya nulidad quede determinada en virtud de la pre-

sente Convención. Las disposiciones de un tratado nulo carecen de fuerza 

jurídica. 
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2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal tratado: 

a) Toda parte podrá exigir de cualquier otra parte que en la medida de lo 

posible establezca en sus relaciones mutuas la situación que habría exis-

tido si no se hubieran ejecutado esos actos; 

b) Los actos ejecutados de buena fe antes que se haya alegado la nulidad 

no resultarán ilícitos por el solo hecho de la nulidad del tratado. 

3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50, 51 o 52, no se apli-

cará el párrafo 2 con respecto a la parte a la que sean imputables el dolo, 

el acto de corrupción o la coacción. 

4. En caso de que el consentimiento de un Estado o de una organización 

internacional determinados en obligarse por un tratado multilateral esté 

viciado, las normas precedentes se aplicarán a las relaciones entre ese Es-

tado o esa organización y las partes en el tratado. 

ART. 70. Consecuencias de la terminación de un tratado. 

1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al res-

pecto, la terminación de un tratado en virtud de sus disposiciones o con-

forme a la presente Convención: 

a) Eximirá a las partes de la obligación de seguir cumpliendo el tratado; 

b) No afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las 

partes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación. 

2. Si un Estado o una organización internacional denuncia un tratado mul-

tilateral o se retira de él, se aplicará el párrafo 1 a las relaciones entre ese 

Estado o esa organización y cada una de las demás partes en el tratado 

desde la fecha en que surta efectos tal denuncia o retiro. 

ART. 71. Consecuencias de la nulidad de un tratado que esté en oposición 
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con una norma imperativa de derecho internacional general. 

1. Cuando un tratado sea nulo en virtud del artículo 53, las partes deberán: 

a) Eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto que se haya eje-

cutado basándose en una disposición que esté en oposición con la norma 

imperativa de derecho internacional general, y 

b) Ajustar sus relaciones mutuas a la norma imperativa de derecho inter-

nacional general. 

2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine en virtud del artículo 

64, la terminación del tratado: 

a) Eximirá a las partes de toda obligación de seguir cumpliendo el tratado; 

b) No afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las 

partes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación; sin 

embargo, esos derechos, obligaciones o situaciones podrán en adelante 

mantenerse únicamente en la medida en que su mantenimiento no esté 

por sí mismo en oposición con la nueva norma imperativa de derecho 

internacional general. 

ART. 72. Consecuencias de la suspensión de la aplicación de un tratado. 

1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al res-

pecto, la suspensión de la aplicación de un tratado basada en sus disposi-

ciones o conforme a la presente Convención: 

a) Eximirá a las partes entre las que se suspenda la aplicación del tratado 

de la obligación de cumplirlo en sus relaciones mutuas durante el pe-

ríodo de suspensión; 

b) No afectará de otro modo a las relaciones jurídicas que el tratado haya 

establecido entre las partes. 
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2. Durante el período de suspensión, las partes deberán abstenerse de todo 

acto encaminado a obstaculizar la reanudación de la aplicación del tra-

tado. 

 

PARTE VI. 

DISPOSICIONES DIVERSAS 

ART. 73. Relación con la Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados. Entre Estados partes en la Convención de Viena sobre el Dere-

cho de los Tratados, de 1969, las relaciones de esos Estados en virtud de 

un tratado entre dos o más Estados y una o varias organizaciones interna-

cionales se regirán por dicha Convención. 

ART. 74. Cuestiones no prejuzgadas por la presente convención. 

1. Las disposiciones de la presente Convención no prejuzgarán ninguna 

cuestión que con relación a un tratado entre uno o más Estados y una o 

varias organizaciones internacionales pueda surgir como consecuencia de 

una sucesión de Estados, de la responsabilidad internacional de un Estado 

o de la ruptura de hostilidades entre Estados. 

2. Las disposiciones de la presente Convención no prejuzgarán ninguna 

cuestión que con relación a un tratado pueda surgir como consecuencia de 

la responsabilidad internacional de la organización internacional, de la 

terminación de su existencia o de la terminación de la participación de un 

Estado en calidad de miembro de la organización. 

3. Las disposiciones de la presente Convención no prejuzgarán ninguna 

cuestión que pueda surgir en relación con la creación de obligaciones y 
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derecho para los Estados miembros de una organización internacional en 

virtud de un tratado en el que esa organización sea parte. 

ART. 75. Relaciones diplomáticas o consulares y celebración de tratados. 

La ruptura o la ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre dos 

o más Estados no impedirá la celebración de tratados entre dos o más de 

dichos Estados y una o más organizaciones internacionales. Tal celebra-

ción por sí misma no prejuzgará acerca de la situación de las relaciones 

diplomáticas o consulares. 

ART. 76. Caso de un estado agresor. Las disposiciones de la presente 

Convención se entenderán sin perjuicio de cualquier obligación que pueda 

originarse con relación a un tratado entre uno o más Estados y una o más 

organizaciones internacionales para un Estado agresor como consecuen-

cia de medidas adoptadas conforme a la Carta de las Naciones Unidas con 

respecto a la agresión cometida por ese Estado. 

 

PARTE VII. 

DEPOSITARIOS, NOTIFICACIONES, CORRECCIONES Y REGIS-

TRO 

ART. 77. Depositarios de los tratados. 

1. La designación del depositario de un tratado podrá efectuarse por los 

Estados negociadores y las organizaciones negociadoras o, según el caso, 

las organizaciones negociadoras, en el tratado mismo o de otro modo. El 

depositario podrá ser uno o más Estados, una organización internacional 

o el principal funcionario administrativo de tal organización. 
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2. Las funciones del depositario de un tratado son de carácter internacio-

nal y el depositario está obligado a actuar imparcialmente en el desem-

peño de ellas. En particular, el hecho de que un tratado no haya entrado 

en vigor entre algunas de las partes o de que haya surgido una discrepancia 

entre un Estado o una organización internacional y un depositario acerca 

del desempeño de las funciones de éste no afectará a esa obligación del 

depositario. 

ART. 78. Funciones de los depositarios. 

1. Salvo que el tratado disponga o los Estados contratantes y las organi-

zaciones contratantes o, según el caso, las organizaciones contratantes 

convengan otra cosa al respecto, las funciones del depositario compren-

den en particular las siguientes: 

a) Custodiar el texto original del tratado y los poderes que se le hayan 

remitido; 

b) Extender copias certificadas conformes del texto original y preparar 

todos los demás textos del tratado en otros idiomas que puedan reque-

rirse en virtud del tratado y transmitirlos a las partes en el tratado y a 

los Estados y organizaciones internacionales facultados para llegar a 

serlo; 

c) Recibir las firmas del tratado y recibir y custodiar los documentos, no-

tificaciones y comunicaciones relativos a éste; 

d) Examinar si una firma, un instrumento o una notificación o comunica-

ción relativos al tratado están en debida forma y, de ser necesario, en-

señar el caso a la atención del Estado o la organización internacional de 

que se trate; 

e) Informar a las partes en el tratado y a los Estados y las organizaciones 
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internacionales facultados para llegar a serlo de los actos, notificaciones 

y comunicaciones relativos al tratado; 

f) Informar a los Estados y las organizaciones internacionales facultades 

para llegar a ser partes en el tratado de la fecha en que se ha recibido o 

depositado el número de firmas o de instrumentos de ratificación, ins-

trumentos relativos a un acto de confirmación formal, o instrumentos 

de aceptación, aprobación o adhesión necesario para la entrada en vigor 

del tratado; 

g) Registrar el tratado en la secretaría de las Naciones Unidas; 

h) Desempeñar las funciones especificadas en otras disposiciones de la 

presente convención. 

2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado o una organización in-

ternacional y el depositario acerca del desempeño de las funciones de éste, 

el depositario señalará la cuestión a la atención: 

a) De los Estados y las organizaciones signatarios, así como de los Estados 

contratantes y las organizaciones contratantes; o 

b) Si corresponde, del órgano competente de la organización interesada 

ART. 79. Notificaciones y comunicaciones. Salvo cuando el tratado o la 

presente Convención dispongan otra cosa al respecto, una notificación o 

comunicación que deba hacer cualquier Estado u organización internacio-

nal en virtud de la presente Convención: 

a) Deberá ser transmitida, si no hay depositario, directamente a los Esta-

dos y a las organizaciones a que esté destinada, o, si hay depositario, a 

éste; 

b) Solo se entenderá que ha quedado hecha por el Estado o la organización 

de que se trata cuando haya sido recibida por el Estado o la organización 
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a que fue transmitida o, en su caso, por el depositario; 

c) Si ha sido transmitida a un depositario, solo se entenderá que ha sido 

recibida por el Estado o la organización a que estaba destinada cuando 

ese Estado o esa organización haya recibido del depositario la informa-

ción prevista en el apartado e) del párrafo 1 del artículo 78. 

ART. 80. Corrección de errores en textos o en copias certificadas con-

forme de los tratados. 

1. Cuando, después de la autenticación del texto de un tratado, los Estados 

y las organizaciones internacionales signatarios, los Estados contratantes 

y las organizaciones contratantes advierten de común acuerdo que con-

tiene un error, éste, a menos que tales Estados y organizaciones decidan 

proceder a su corrección de otro modo, será corregido: 

a) Introduciendo la corrección pertinente en el texto y haciendo que sea 

rubricada por representantes autorizados en debida forma; 

b) Formalizando un instrumento o canjeando instrumentos en los que haga 

constar la corrección que se haya acordado hacer, o 

c) Formalizando, por el mismo procedimiento empleado para el texto ori-

ginal, un texto corregido de todo el tratado. 

2. En el caso de un tratado para el que haya depositario, éste notificará a 

los Estados y las organizaciones internacionales signatarios y a los Esta-

dos contratantes y las organizaciones contratantes el error y la propuesta 

de corregirlo y fijará un plazo adecuado para hacer objeciones a la correc-

ción propuesta. A la expiración del plazo fijado: 

a) Si no se ha hecho objeción alguna, el depositario efectuará y rubricará 

la corrección en el texto, extenderá un acta de rectificación del texto y 

comunicará copia de ella a las partes en el tratado y a los Estados y las 
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organizaciones facultados para llegar a serlo; 

b) Si se ha hecho una objeción, el depositario comunicará la objeción a 

los Estados y las organizaciones signatarias y a los Estados contratantes 

y las organizaciones contratantes. 

3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán también cuando el 

texto de un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas y se ad-

vierta una falta de concordancia que los Estados y las organizaciones in-

ternacionales signatarios, así como los Estados contratantes y las organi-

zaciones contratantes convengan en que debe corregirse. 

4. El texto corregido sustituirá ab initio al texto defectuoso, a menos que 

los Estados y las organizaciones internacionales signatarios, así como los 

Estados contratantes y las organizaciones contratantes decidan otra cosa 

al respecto. 

5. La corrección del texto de un tratado que haya sido registrado será no-

tificada a la Secretaría de las Naciones Unidas. 

6. Cuando se descubra un error en una copia certificada conforme de un 

tratado, el depositario extenderá un acta en la que hará constar la rectifi-

cación y comunicará copia de ella a los Estados y las organizaciones in-

ternacionales signatarios, así como a los Estados contratantes y las orga-

nizaciones contratantes. 

ART. 81. Registro y publicación de los tratados. 

1. Los tratados, después de su entrada en vigor, se transmitirán a la Secre-

taría de las Naciones Unidas para su registro o archivo e inscripción, se-

gún el caso, y para su publicación. 

2. La designación de un depositario constituirá la autorización para que 
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éste realice los actos previstos en el párrafo precedente. 

 

PARTE VIII. 

DISPOSICIONES FINALES 

ART. 82. Firma. La presente Convención estará abierta hasta el 31 de di-

ciembre de 1986, en el Ministerio Federal de Relaciones Exteriores de la 

República de Austria y, después, hasta el 30 de junio de 1987, en la Sede 

de las Naciones Unidas en New York, a la firma: 

a) De todos los Estados; 

b) De Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para 

Namibia; 

c) De las organizaciones internacionales invitadas a participar en la Con-

ferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados entre 

Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Inter-

nacionales. 

ART. 83. Ratificación o acto de confirmación formal. La presente Con-

vención está sujeta a ratificación por los Estados y por Namibia, represen-

tada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y a actos de 

confirmación formal por las organizaciones internacionales. Los instru-

mentos de ratificación y los instrumentos relativos a los actos de confir-

mación formal se depositarán en poder del Secretario General de las Na-

ciones Unidas. 

 

ANEXO. 
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Procedimientos de arbitraje y de conciliación establecidos en aplicación 

del artículo 66. 

I. CONSTITUCIÓN DEL TRIBUNAL ARBITRAL O DE LA COMI-

SIÓN DE CONCILIACIÓN. 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas establecerá y mantendrá 

una lista, integrada por juristas calificados, de la cual las partes en una 

controversia podrán elegir las personas que hayan de constituir un tribunal 

arbitral o, según el caso, una comisión de conciliación. A tal efecto, se 

invitará a todo Estado que sea, o Miembro de las Naciones Unidas y a 

toda parte en la presente Convención a que designe dos personas; los nom-

bres de las personas así designadas constituirán la lista, una copia de la 

cual se enviará al Presidente de la Corte Internacional de Justicia. La de-

signación de los integrantes de la lista, entre ellos los designados para cu-

brir una vacante accidental, se hará para un período de cinco años reno-

vable. Al expirar el período para el cual hayan sido designadas, esas per-

sonas continuarán desempeñando las funciones para las cuales hayan sido 

elegidas con arreglo a los párrafos siguientes. 

2. Cuando se haya realizado una notificación conforme al apartado f) del 

párrafo 2 del artículo 66, o se haya llegado a un acuerdo sobre el procedi-

miento en el presente Anexo conforme al párrafo 3, la controversia se so-

meterá a un tribunal arbitral. Cuando se haya presentado una solicitud, 

conforme al párrafo 4 del artículo 66, al Secretario General, éste someterá 

la controversia a una comisión de conciliación. Tanto el tribunal arbitral 

como la comisión de conciliación se constituirán en la forma siguiente: 

 Los Estados, las organizaciones internacionales o, según el caso, los 
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Estados y las organizaciones que constituyan una de las partes en la con-

troversia, nombrarán de común acuerdo: 

a) Un árbitro o, según el caso, un amigable componedor, elegido o no de 

la lista mencionada en el párrafo 1, y 

b) Un árbitro o, según el caso, un amigable componedor, elegido entre los 

incluidos en la lista que no tenga la nacionalidad de ninguno de los Es-

tados, ni haya sido designado por ninguna de las organizaciones, que 

constituyan esa parte en la controversia; no obstante, una controversia 

entre dos organizaciones internacionales no podrá quedar sometida al 

conocimiento de nacionales de un mismo Estado. 

Los Estados, las organizaciones internacionales o, según el caso, los Es-

tados y las organizaciones que constituyan la otra parte en la controversia 

nombrarán dos árbitros o, según el caso, dos amigables componedores, de 

la misma manera. Las cuatro personas elegidas por las partes deberán ser 

nombradas dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que la otra 

parte en la controversia haya recibido la notificación conforme al apartado 

f) del párrafo 2 del artículo 66, en que se haya llegado a un acuerdo sobre 

el procedimiento en el presente Anexo conforme al párrafo 3 o en que el 

Secretario General haya recibido la solicitud de conciliación. 

 Las cuatro personas así elegidas, dentro de los sesenta días siguientes 

a la fecha en que se haya efectuado el último de sus nombramientos, nom-

brarán de la lista un quinto árbitro o amigable componedor, según el caso, 

que será presidente. 

 Si el nombramiento del presidente, o de cualquiera de los árbitros o 

de los amigables componedores, según el caso, no se hubiere realizado en 

el plazo antes prescrito para ello, lo efectuará el Secretario General de las 
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Naciones Unidas dentro de los sesenta días siguientes a la expiración de 

ese plazo. El Secretario General podrá nombrar presidente a una de las 

personas de la lista o a uno de los miembros de la Comisión de Derecho 

Internacional. Cualquiera de los plazos en los cuales deben efectuarse los 

nombramientos podrá prorrogarse por acuerdo de las partes en la contro-

versia. Si las Naciones Unidas son parte o están incluidas en una de las 

partes en la controversia, el Secretario General transmitirá la mencionada 

solicitud al Presidente de la Corte Internacional de Justicia, quien desem-

peñará las funciones que se asignan al Secretario General en este apartado. 

 Toda vacante deberá cubrirse en la forma prescrita para el nombra-

miento inicial. 

 El nombramiento de árbitros o de amigables componedores por una 

organización internacional mencionado en los párrafos 1 y 2 se regirá por 

las reglas de la organización. 

 

II. FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL ARBITRAL 

3. Salvo que las partes en la controversia acuerden otra cosa, el Tribunal 

Arbitral fijará su propio procedimiento, garantizando a cada una de las 

partes en la controversia plena oportunidad de ser oída y de hacer la de-

fensa de su causa. 

4. El Tribunal Arbitral, previo consentimiento de las partes en la contro-

versia, podrá invitar a cualquier Estado u organización internacional in-

teresado a exponerle sus opiniones, verbalmente o por escrito. 

5. Las decisiones del Tribunal Arbitral se adoptarán por mayoría de sus 
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miembros. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente. 

6. Cuando una de las partes en la controversia no comparezca ante el Tri-

bunal o se abstenga de hacer la defensa de su causa, la otra parte podrá 

pedir al Tribunal que prosiga las actuaciones y dicta su laudo. Antes de 

dictar dicho laudo el Tribunal deberá asegurarse no solo de su competen-

cia para decidir la controversia, sino también de que la pretensión está 

bien fundada en cuanto a los hechos y al derecho. 

7. El laudo del Tribunal Arbitral se limitará al asunto de la controversia y 

será motivado. Cualquier miembro del Tribunal podrá adjuntar una opi-

nión separada o disidente del laudo. 

8. El laudo será definitivo e inapelable. Todas las partes en la controversia 

deberán someterse al laudo. 

9. El Secretario General proporcionará al Tribunal la asistencia y las faci-

lidades que necesite. Los gastos del Tribunal serán sufragados por las Na-

ciones Unidas. 

 

III. FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN DE CONCILIACIÓN 

10. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedimiento. La Co-

misión, previo consentimiento de las partes en la controversia, podrá in-

vitar a cualquiera de las partes en el tratado a exponerle sus opiniones 

verbalmente o por escrito. Las decisiones y recomendaciones de la Comi-

sión se adoptarán por mayoría de votos de sus cinco miembros. 

11. La Comisión podrá señalar a la atención de las partes en la controver-

sia todas las medidas que puedan facilitar una solución amistosa. 
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12. La Comisión oirá a las partes, examinará las pretensiones y objecio-

nes, y hará propuestas a las partes con miras a que lleguen a una solución 

amistosa de la controversia. 

13. La Comisión presentará su informe dentro de los doce meses siguien-

tes a la fecha de su constitución. El informe se depositará en poder del 

Secretario General y se transmitirá a las partes en la controversia. El in-

forme de la Comisión, incluidas cualesquiera conclusiones que en él se 

indiquen en cuanto a los hechos y a las cuestiones de derecho, no obligará 

a las partes ni tendrá otro carácter que el de enunciado de recomendacio-

nes presentadas a las partes para su consideración a fin de facilitar una 

solución amistosa de la controversia. 

14. El Secretario General proporcionará a la Comisión la asistencia y las 

facilidades que necesite. Los gastos de la Comisión serán sufragados por 

las Naciones Unidas. 

 

 


